
ANDRÉS SÁENZ DE SANTA MARÍA, M. R; GONZÁLEZ VEGA, J. A.; y FERNÁNDEZ PÉ-
REZ, B.: Introducción al Derecho de la Unión Europea, 2.a ed. Eurolex, Colección
Estudios Internacionales, Madrid, 1999, 768 pp.

Con el paso de los años se va con-
solidando en la literatura jurídica espa-
ñola un importante y valioso Corpus de
obras generales consagradas a glosar el
Derecho de la Unión Europea. En este
fondo bibliográfico merece figurar, des-
de luego, el libro objeto de esta re-
censión.

En 1996 vio la luz la primera edi-
ción de esta obra, de la que ya tuve
ocasión de hacer una reseña (Revista de
Instituciones Europeas, 1996, pp. 925-
926). Ahora, tres años después, se pu-
blica en la misma editorial la segunda
edición, que mantiene el humilde títu-
lo de «Introducción...», a pesar de que
su extensión, calado y rigor científicos
se han visto considerablemente acrecen-
tados. Claro que los caminos del De-
recho Comunitario son ya infinitos y
hasta inescrutables, a veces.

La nueva versión constituye, hablan-
do con toda propiedad, una verdadera
edición corregida, ampliada y puesta al
día. Razonemos esta afirmación:

Este último extremo —la actualiza-
ción— hay que recalcarlo, pues se
aprecia en la lectura un generoso es-
fuerzo por estar pendiente de las últi-
mas novedades acaecidas en la integra-
ción europea hasta el cierre de la edi-
ción, fechado en septiembre de 1999.
Sirvan como ejemplo las referencias

hechas a la reforma administrativa de
la Comisión, aún en curso.

El valor de la ampliación se cons-
tata con un dato elocuente e irrefuta-
ble, aunque pueda parecer trivial: se ha
pasado de las 543 páginas anteriores a
las 768 actuales. En muchos casos, no
se trata de simples añadidos, sino de un
replanteamiento del epígrafe correspon-
diente.

La mejora cualitativa de la nueva
edición es, lógicamente, más estimable
y, desde mi punto de vista, manifiesta.
Se mantienen algunos rasgos originales
que ofrecía la edición primera, tales
como un estudio panorámico de las or-
ganizaciones internacionales de ámbito
europeo, a fin de mejor enmarcar a la
Unión, así como una aproximación a
las diversas políticas comunitarias y,
más detenidamente, a las principales
vertientes de la integración económica:
mercado interior, cohesión económica y
social y unión económica y monetaria.
Es decir, se desborda el estricto marco
institucional para asomarse al derecho
material.

En la nueva edición se subsanan
algunas deficiencias que tenía, a mi jui-
cio, la precedente, en particular el es-
caso tratamiento dado al principio de
primacía y a los pilares extracomuni-
tarios. Además, se introduce un enfo-
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que interesante de los principios bási-
cos de la Unión Europea.

Como es natural, este afán concien-
zudo y minucioso que preside la nue-
va versión de la obra infunde un ma-
yor interés doctrinal a algunos asuntos,
verbigracia, el concerniente a la rela-
ción entre las Comunidades Autónomas
y la construcción europea. Lógicamen-
te, esta enjundia científica acrecida va
acaso en detrimento, en algunas ocasio-
nes, del carácter propedéutico que se le
supone a la obra.

Añádanse a las diversas virtudes de
este manual un sólido apoyo jurispru-
dencial y bibliográfico. Justamente, en
este propósito honrado de citar en tex-
to se atribuye a algún autor una idea
que bien podría decirse que pertenece
al acervo comunitario doctrinal.

Huelga decir que hay, como no po-
día ser de otra forma, opciones discu-
tibles en el libro, en cuanto a la estruc-
tura, singularmente. El índice, que ha
experimentado ligeras modificaciones,

recoge el estudio de los derechos fun-
damentales en el capítulo titulado «Las
relaciones entre el Derecho Comunita-
rio y el Derecho de los Estados miem-
bros», criterio plausible, pero opinable.
Sí tengo una idea más decidida en fa-
vor de analizar la cooperación al desa-
rrollo en el capítulo dedicado a la «Ac-
ción exterior», y no, como los autores
hacen, entre las «principales políticas
comunitarias». Bien es cierto que la po-
lítica de cooperación al desarrollo tie-
ne una naturaleza transversal, pero tam-
bién lo es que encierra un carácter pre-
dominantemente internacional.

En fin, el dinamismo de la integra-
ción europea (¡y, sin embargo, se mue-
ve!), con nuevos procesos, entrelazados,
de reforma interna y ampliación por de-
lante, obligará a nuevas y actualizadas
ediciones de esta obra, que serán, de
seguro, como esta segunda, muy bien-
venidas.

J. Roldan

BLANC ALTEMIR, A. (ed.): El Mediterráneo: un espacio común para la cooperación,
el desarrollo y el diálogo intercultural, Madrid, Tecnos, 1999, 283 pp.

Bajo el mismo título de la obra que
ahora presentamos se celebró en el mes
de octubre de 1997 un destacado en-
cuentro científico, organizado conjunta-
mente por la Asociación para las Na-
ciones Unidas en España y por el
Instituí d'Estudis Ilerdencs (Fundación
adscrita al CSIC), con la colaboración
del Instituí Cátala de la Mediterránia.
Fruto de aquella iniciativa, llega a nues-
tras manos esta excelente publicación
en la que se abordan, desde una pers-
pectiva amplia e interdisciplinar, algu-
nos dé los principales aspectos que

permiten explicar la situación actual de
la región mediterránea. Junto a las po-
nencias que fueron objeto de debate en
aquel Forum Mediterráneo, la obra re-
coge también una serie de contribucio-
nes elaboradas posteriormente, que
completan y enriquecen desde distintas
ópticas el análisis de la realidad obje-
to de estudio.

El conjunto es un interesante esfuer-
zo de reflexión en el que, como no po-
día ser de otro modo, el tratamiento del
nuevo vínculo euromediterráneo que sur-
gió de la Conferencia de Barcelona en
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noviembre de 1995 ocupa un lugar prio-
ritario. Al seguimiento y valoración de
este proceso, de las expectativas que
abrió en su día y de las frustraciones que
ha provocado ya, están dedicadas especí-
ficamente las contribuciones de Antonio
Blanc Altemir y de Jesús Núñez Villa-
verde que abren y cierran la obra, respec-
tivamente. En esta misma línea se inscri-
be la ponencia de Bichara Khaler sobre
Le processis de Barcelone et I'intégration
régionale euro-méditerranénne.

La mayor parte del resto de traba-
jos que integran el libro constituyen
otras tantas aproximaciones a las prin-
cipales facetas de ese nuevo concepto
multidimensional de.la seguridad, que
aplicado a la región mediterránea esbo-
za la profesora Esther Barbé en su con-
tribución (La seguridad en el Medite-
rráneo: agenda global y aproximación
regional). Así, los estudios dedicados a
la situación de los derechos humanos y
de las libertades públicas en los Esta-
dos ribereños (a cargo, respectivamen-
te de Laura Felíu Martínez y Jordi
Bonet), el análisis filosófico-jurídico de
las políticas, si es que pueden denomi-
narse así, aplicadas por la Unión Euro-

pea en relación con los flujos migra-
torios procedentes de estos países (Ja-
vier de Lucas), o el tratamiento de los
problemas que suscita la protección del
medio ambiente (J. Juste Ruiz) y la ex-
plotación de los recursos marinos en la
zona (M.a Pilar Pozo Serrano).

Igualmente, y desde una óptica dis-
tinta aunque complementaria de las an-
teriores, se presta una atención especí-
fica al análisis de la realidad socioló-
gica del Mediterráneo, tanto por lo que
se refiere al desarrollo de la sociedad
civil en los países del sur y este de la
cuenca (María Ángels Roque), como a
la percepción que del Islam y del mun-
do árabe se tiene en Occidente (Gemma
Martín Muñoz).

En fin, la obra también incluye una
interesante reflexión del profesor Sami
Naír sobre los procesos de transición
política y económica en el Mediterrá-
neo Sur, así como un extenso y suge-
rente prólogo elaborado por José Vidal-
Beneyto, Director del Programa Medite-
rráneo de la UNESCO y Presidente del
Consejo Mediterráneo de la Cultura.

L. N. González Alonso

BOGDANDY, A. von: Supranationaler Fóderalismus ais Wirklichkeit und Idee einer
neuen Herrschaftsform. Zur Gestalt der Europaischen Union nach Amsterdam. No-
mos Verlagsgesellschaft, Baden-Baden, 1999, 82 pp.

En el artículo del mismo autor «Die
Verfassung der europaischen Integra-
tionsgemeinschaft ais supranationale
Union» (1993) había ya elementos y
avances parciales —la Unión suprana-
cional policéntrica— de lo que más ela-
borado y completado con nuevos ele-
mentos es ahora el «federalismo supra-
nacional».

La tesis central de Bogdandy es que
después del Tratado de Amsterdam «la
forma externa de la Unión correspon-
de ampliamente a una línea de desarro-
llo federalista» (p. 10). Amsterdam tie-
ne potencial de fundación de unidad
federal, pero dados sobre todo el poli-
centrismo y fragmentariedad de la
Unión manifiesta notables diferencias
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con la estructura estatal, por lo que se
propone denominar a esta nueva forma
de dominación «federalismo suprana-
cional».

La comprobación de la tesis se lle-
va a cabo mediante un análisis jurídi-
co y político profundo, riguroso y su-
gerente de la integración europea y más
específicamente del Tratado de Amster-
dam a lo largo de ocho puntos. Los
cuatro primeros: la Unión como garante
de un orden colectivo y de su constitu-
tividad liberal democrática; la colabo-
ración de los diversos portadores de so-
beranía desarrollada sobre el fundamen-
to de la interconexión constitucional; de
una asociación de objetivos a una aso-
ciación política; y territorio y ciudada-
nía se fijan en la unidad política, mien-
tras los cuatro siguientes resaltan sus
diferencias respecto al modelo estatal:
la Unión no es un Estado: ausencia del
poder coercitivo; unidad fragmentada;
un sistema de negociación policéntrico
y fragmentado; y legitimación de la
Unión. Verbund o/y Verband, evolución
hacia la territorialidad y la ciudadanía,
potencial de construcción de la unidad,
complejidad y legitimidades de la
Unión no hacen de ella sin embargo
una forma de dominación estatal, sobre
todo por la falta del medio del poder
coercitivo y por la difusividad, frag-
mentariedad y policentrismo de su po-
der. La Unión es un portador de sobe-
ranía de nuevo estilo, un tipo nuevo de
dominación soberana.

El análisis llevado a cabo desemboca
en la propuesta del federalismo supra-
nacional como forma de la Unión, con-
ceptualización, según Bogdandy, suficien-
temente rica para comprender la comple-

jidad de la realidad y lo bastante senci-
lla para contribuir a reducirla, al mismo
tiempo que abierta a una perspectiva nor-
mativa de la integración, sin imponer no
obstante una meta o resultado.

El concepto de supranacionalidad,
que hasta ahora expresaba lo diferen-
cial de la Unión respecto a lo interna-
cional, la primacía e inmediatez del
derecho comunitario, las competencias
de la Comisión y del Tribunal de Jus-
ticia y la decisión mayoritaria del Con-
sejo, ha evolucionado y recibido el
nuevo cometido de «delimitar la aso-
ciación de integración frente a las aso-
ciaciones estatales, especialmente res-
pecto a los rasgos distintivos de la falta
del medio del poder coercitivo y de la
constitutividad policéntrica» (pp. 61-
62). Al no estar vinculado a ninguna
tradición con contenidos normativos
permite establecer un vínculo con la
idea federal, que si bien es cierto no se
encarnó con el nacimiento de las Co-
munidades Europeas, éstas no fueron la
Unión actual con elementos de un or-
den colectico y, por otro lado, el pen-
samiento federal hoy «abarca igual-
mente concepciones más pluralistas, de
modo que junto a un federalismo (fe-
deral) estatal, hay sitio para un fede-
ralismo supranacional» (p. 63).

Una versión abreviada del libro, que
a su vez es una ampliación de la lec-
ción de ingreso del autor en el depar-
tamento de ciencia jurídica de la Uni-
versidad J. W. Goethe de Frankfurt am
Main, puede leerse en «Die Europáis-
che Union ais supranationale Fódera-
tion», Integration 2/99, pp. 95-112.

N. Mariscal
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Conflicto, paz y cooperación para el desarrollo en el umbral del siglo XXI, Minis-
terio de Asuntos Exteriores, Madrid, 1999, 146 pp.

En la línea iniciada tras la entrada
en vigor en 1998 de la Ley española de
cooperación internacional para el desa-
rrollo, la Oficina de Planificación y
Evaluación de la Secretaría de Estado
para la Cooperación Internacional y
para Iberoamérica (SECIPI) del Minis-
terio de Asuntos Exteriores nos ofrece
en la publicación que ahora presenta-
mos la versión en castellano de las
Directrices del CAD sobre los conflic-
tos, la paz y la cooperación para el
desarrollo, aprobadas por este organis-
mo internacional en su reunión de 5 y
6 de mayo de 1997.

Como es bien sabido, el Comité de
Ayuda al Desarrollo (CAD) de la
OCDE constituye el foro privilegiado
de coordinación de las políticas de de-
sarrollo de los principales países donan-
tes, incluida la Comunidad Europea, y
en este sentido una de sus labores más
destacadas consiste precisamente en la
formulación de líneas de actuación co-
munes en los distintos campos que
conforman el complejo mundo de la
cooperación internacional para el desa-
rrollo. En este caso, y mediante la crea-
ción de un grupo de trabajo específico
en octubre de 1995, el CAD se ha in-
teresado por un fenómeno creciente-
mente relevante en la práctica interna-
cional de la última década como con-
secuencia de la nueva tipología de los
conflictos de la postguerra fría: la vin-
culación entre la ayuda de emergencia
que se brinda en situaciones de crisis
humanitarias y las estrategias de coope-
ración para el desarrollo a largo plazo.

Con estas directrices se persigue,
pues, el objetivo de mejorar la coheren-

cia y las sinergias entre este tipo de
actuaciones, fomentando en las políti-
cas de los donantes un auténtico con-
tinuum entre ayuda, rehabilitación y
desarrollo. Para ello, el documento
aborda a lo largo de sus seis capítulos
una serie de temas seleccionados en
función de la especial preocupación que
suscitan a la hora de diseñar e implan-
tar programas de cooperación para el
desarrollo en las áreas de la prevención
de conflictos y de la recuperación post-
conflicto. En este sentido, se analizan
desde cuestiones normativas generales,
sobre todo en el ámbito de la ayuda
para la prevención de conflictos, hasta
otras de carácter más técnico y opera-
tivo, principalmente en las áreas de la
ayuda para la rehabilitación post-con-
flicto. Aunque se trata básicamente de
un documento de reflexión, cada uno
de los capítulos concluye con una se-
rie de recomendaciones concretas para
los donantes, con las que el CAD pre-
tende suministrar una especie de lista
de control para consultas rápidas en
este campo.

La traducción de estas Directrices
ha corrido a cargo de un grupo de ex-
pertos del Centro de Investigación para
la Paz (CIP) de la Fundación Hogar del
Empleado, que, como se explica en la
presentación de la obra, han realizado
una labor particularmente minuciosa a
la hora de escoger los términos más
adecuados para traducir determinados
vocablos sobre los que a menudo ha
existido cierta controversia. En defini-
tiva, con esta publicación se facilita el
acceso al conjunto de actores de la
cooperación en los países de habla his-
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pana a un instrumento de indudable va-
lor, que constituye además el punto de
partida para la elaboración de la estra-
tegia sectorial de la política española de

cooperación para el desarrollo en este
ámbito concreto.

L. N. González Alonso

DONY, M. (dir.): L'Union Européenne et le monde aprés Amsterdam, ed. Université
de Bruxelles, Bruxelles, 1999, 345 pp.

Las nuevas e inminentes reformas
en el TUE —fundamentalmente para
adecuar las instituciones a una Unión
de nuevo ampliada— nos obligan a co-
nocer las modificaciones que se han
realizado en él tras su versión de Ams-
terdam, si no queremos perdernos en el
cada vez más laberíntico mundo de la
Unión Europea; por eso, obras tan com-
pletas y a la vez específicas como
L'Unión Europénne et le monde aprés
Amsterdam son de agradecer, porque
nos ofrecen un análisis comprensible de
la actual realidad europea.

El libro que comentamos está dirigi-
do por la Directora del Instituí d'Etudes
europénne de la Universidad Libre de
Bruselas —Marianne Dony— que junto
con 12 investigadores pertenecientes a las
Universidades de Gante, Lieja y Bruse-
las se unieron para realizar un estudio
sobre la integración europea tras la fir-
ma del Tratado de Amsterdam.

Señalábamos que esta obra se carac-
teriza por ser completa y específica:
completa, debido al tratamiento que
ofrece de cada uno de los «pilares» que
componen ese ente al que denomina-
mos UE; se ocupa del núcleo comuni-
tario en el que anida la CE además de
dedicar exclusivamente sus partes 4." y
5.a a la PESC y al tercer «pilar» —res-
pectivamente—. Igualmente, destaca-
mos el carácter específico de este tra-
bajo por dos motivos, el primero, por

haber seleccionado sus autores cuestio-
nes concretas de gran interés en el seno
de cada una de las partes en que se es-
tructura el trabajo, abordando el tema
con un planteamiento inicial genérico e
introductorio, que nos ayuda a ir «en-
trando en profundidades»; la segunda
de las razones que pone de manifiesto
la especificidad de este estudio es la
perspectiva «exterior» que le han que-
rido dar sus autores, tal como queda
reflejado en el título al hacer referen-
cia a «la UE y el mundo después de
Amsterdam».

El trabajo se estructura en cinco
partes, precedidas de una introducción
que analiza el «desacuerdo de Amster-
dam» en relación con la reforma de las
instituciones y los cambios cruciales
que en el futuro deberán acometerse
para que la UE ampliada sea eficaz,
concretamente, la generalización del
voto por mayoría, la cooperación refor-
zada y el refuerzo de la coherencia y
de la unidad de la acción comunitaria.
La 1.a parte se dedica a los aspectos
generales de las relaciones exteriores
de la UE: ahonda en el polémico de-
bate de la personalidad jurídica inter-
nacional de la Unión, examinándola en
dos momentos distintos —antes y des-
pués del Tratado de Amsterdam—, de-
cantándose finalmente por su inexisten-
cia; continúa tratando diversos aspectos
sobre la celebración de tratados, con-

282



BIBLIOGRAFÍA

cretamente examinando el art. 300
TCE; este apartado concluye con un
estudio de la repercusión que la coope-
ración reforzada ejerce en las compe-
tencias externas de la CE. La 2.a parte
se ocupa de la circulación de personas,
el primero de sus tres estudios se de-
dica a su dimensión exterior, continúa
analizando el impacto y las perspecti-
vas que genera la integración del acer-
vo Schengen en el marco de la UE, así
como su política migratoria. La 3.a par-
te trata la dimensión económica de las
relaciones exteriores, examinando la
política comercial común, los derechos
de propiedad intelectual y la Unión
Económica y Monetaria. Para finalizar,
los dos últimos bloques de la obra se
dedican a cada uno de los llamados
«pilares de cooperación interguberna-
mental», el relativo a la PESC utiliza

el proceso de paz en Oriente Medio
para ir exponiendo las insuficientes e
ineficaces acciones utilizadas en el
marco del Título V del TUE, además de
analizar las novedades que se presen-
tan en la nueva versión revisada y aña-
diendo un estudio sobre una de las
cuestiones claves para el funcionamien-
to de la PESC, esto es, su financiación.
Concluye con un último bloque en el
que se examinan las modificaciones
realizadas por el Tratado de Amsterdam
en el tercer «pilar».

En conclusión, un proyecto acerta-
do que ha tenido como fruto una obra
que nos aporta mayor claridad y pone
de relieve las dificultades que aún que-
dan por superar en este gran proceso de
integración europea.

C. Pérez Bernárdez

FUENTETAJA PASTOR, J. A.: Función Pública Comunitaria (Prólogo de Georges Van-
dersanden), Marcial Pons, Madrid, 2000, 634 pp.

El análisis académico y doctrinal
del Derecho Comunitario Europeo en
nuestro país aparece caracterizado, des-
de una perspectiva temporal, por su
escalonamiento en una doble fase. En
un primer momento, los estudiosos de
esta rama del Derecho, imbuidos por
una preocupación «pedagógica», em-
prendieron, por un lado, la tarea de dar
a conocer todo un nuevo Ordenamien-
to que se insertaba de forma paulatina
en diversos ámbitos del Derecho espa-
ñol; por otro, la de asimilar a nuestro
ordenamiento jurídico todo el «acervo»
legal, jurisprudencial e incluso doctri-
nal europeo, formado durante más de
treinta años de existencia de las Comu-
nidades Europeas. De ahí las obras cen-

tradas en la parte general del Derecho
Comunitario: Instituciones, fuentes y
jurisdicción. Pasado este primer mo-
mento y esa necesidad divulgativa acu-
ciante, las reflexiones se centraron fun-
damentalmente en la parte especial de
aquel Derecho, esto es, las políticas co-
munitarias. En ambos casos, sin embar-
go, pasó desapercibida la realidad ad-
ministrativa subyacente al estrato ins-
titucional: la Administración Pública
comunitaria y la Función Pública a su
servicio. Paradójicamente, la misma
constatación —si bien sus causas son
más difíciles de determinar— se obser-
va en la doctrina científica de los paí-
ses de nuestro entorno. Por ello, la obra
de Jesús Ángel FUENTETAJA, Función
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Pública Comunitaria, viene a colmar
una importante laguna existente en la
doctrina europea y, por ende, en la es-
pañola.

El libro presenta, en efecto, una ex-
posición completa y sistemática del ré-
gimen jurídico del personal al servicio
de las Instituciones y órganos de las
Comunidades Europeas. Así, el primer
Título (de los cuatro en que se divide
la obra) analiza lo que podríamos de-
nominar «El sistema de Función Públi-
ca de las Comunidades Europeas». En
él se pone de manifiesto la novedad
que, desde un plano comparado con las
formas de contratación de personal que
practican las demás organizaciones in-
ternacionales, supone el modelo estatu-
tario de Función Pública de las Comu-
nidades Europeas. Para el autor, ese
carácter estatutario era —y sigue sien-
do— necesario para asegurar la inde-
pendencia directa de una organización
supranacional y la indirecta del perso-
nal a su servicio, pues se asegura su
estabilidad en el empleo y se posibili-
ta la realización de una carrera admi-
nistrativa a lo largo de la vida laboral
del funcionario comunitario. Junto a la
independencia, la otra nota caracterís-
tica de la Función Pública Comunitaria
sería el equilibrio geográfico que im-
pregna todo el sistema y que supone
«supeditar los criterios de mérito y ca-
pacidad y, en menor medida, de igual-
dad, a la observancia de unas cuotas de
representación de los nacionales de los
diferentes Estados miembros» (p. 167).

El Título II se consagra a la carre-
ra administrativa de los funcionarios
comunitarios, haciéndose especial hin-
capié en el particular modo de ingreso
en este cuerpo. Y es que, dicho ingre-
so aparece sorprendentemente dividido
en dos fases sucesivas, origen y expli-

cación de los casos y reproches de co-
rrupción y nepotismo que con cierta pe-
riodicidad aparecen reflejados en la
prensa o en los diversos contenciosos
que se plantean ante el Tribunal de Pri-
mera Instancia. En efecto, dos son los
momentos del concurso (oposición) co-
munitario: una selección, obra de un
Tribunal del concurso nombrado a ta-
les efectos que, desde una autonomía
orgánica y funcional y sobre la base de
los principios de mérito y capacidad,
elabora una lista de candidatos que su-
peran unas pruebas eliminatorias; y, a
continuación, el reclutamiento, que es
llevado a cabo por la propia Adminis-
tración, la cual, a la luz de las listas de
aptitud o de reserva elaboradas previa-
mente por el Tribunal del concurso,
elige a las personas a las que nombra-
rá funcionarios conforme a criterios de
oportunidad (adecuación al puesto de
trabajo, equilibrios geográficos, expe-
riencia profesional, etc.).

El Título III, por su parte, analiza
los derechos y obligaciones de los fun-
cionarios comunitarios. El contenido de
este Título incluye, no obstante, un
conglomerado heterogéneo en ocasiones
difícilmente justificable. Así, junto a los
derechos individuales y colectivos
(huelga y concertación), aparecen los
privilegios e inmunidades, entre los que
destaca la inmunidad fiscal del art. 13
del Protocolo sobre Privilegios e Inmu-
nidades, precepto que ha servido de
cobertura para atacar a esta Función
Pública sobre la base de que sus ren-
tas están fiscalmente exentas. Como
queda patente en esta obra, no es que
los funcionarios comunitarios no pa-
guen impuestos nacionales, lo que ocu-
rre es que se encuentran exentos de
pagar los impuestos nacionales sobre
las rentas percibidas como salarios de
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las Comunidades, quedando, para todo
lo demás, sujetos a los tributos nacio-
nales. Por otro lado, las obligaciones
del personal se complementan con sus
posibles responsabilidades por sus in-
cumplimientos: una responsabilidad dis-
ciplinaria esclerótica e ineficaz y una
emergente responsabilidad penal y pa-
trimonial.

La obra se cierra con un cuarto Tí-
tulo dedicado al estudio de una vía de
recurso habitualmente desatendida en
los trabajos científicos dedicados al
análisis de la Jurisprudencia del Tribu-
nal de Justicia y del Tribunal de Prime-
ra Instancia. Desatención, esta última,
que no deja de sorprender, máxime si
advertimos que el contencioso de la
Función Pública comunitaria destaca
por constituir casi una cuarta parte del
repertorio jurisprudencial de los Tribu-
nales de Luxemburgo; amén de haber
servido de piedra de toque para la ela-
boración, pretoriana e incipiente, de un
Derecho Constitucional y Administrati-
vo europeo (piénsese, por ejemplo, en
la labor catalizadora a la hora de con-
figurar los derechos fundamentales en
el Ordenamiento comunitario, cuya
aplicación en el ámbito de la Función
Pública es habitual).

Este libro irrumpe, además, en me-
dio de la más aguda actualidad comu-

nitaria. Desde que el Grupo de exper-
tos nombrados por el Parlamento Euro-
peo estudiase los posibles casos de co-
rrupción en la Comisión (informes de
marzo y septiembre de 1999), la nue-
va Comisión de Romano Prodi ha em-
prendido la labor de limpiar los esta-
blos de Augías, encargando al Vicepre-
sidente Kinnock esa tarea de reforma
administrativa y estatutaria (códigos de
Conducta de los Comisarios y del per-
sonal, mayor transparencia en el nom-
bramiento de altos cargos, etc.).

Para terminar estas líneas, quizá me-
rezca la pena traer a colación las pala-
bras de Georges VANDERSANDEN, cuya
autoría del prólogo del libro lo avalo-
ra aún más, con las que culmina la pre-
sentación de Función Pública Comuni-
taria: «Para quien ejerce el Derecho
comunitario y para quien tiene igual-
mente la oportunidad de enseñarlo, la
lectura de esta tesis le confirma, al
mismo tiempo, en la decisión que le
llevó a interesarse en esta materia y le
recuerda, muy oportunamente, los prin-
cipios fundamentales de este Derecho
cambiante, en ocasiones incluso dramá-
tico en sus efectos, pues revela con fre-
cuencia problemas humanos como la
vida misma».

M. Gómez Jene

JYRÁNKI, A. (ed.): National Constitutions in the Era of Integration, Kluwer Law Inter-
national, 1999, 204 pp.

A finales del mes de mayo de 1997,
concretamente los días 23 y 24, la Aso-
ciación Internacional de Derecho Cons-
titucional en colaboración con la Aso-
ciación finlandesa de Derecho Consti-
tucional y la Facultad de Derecho de la

Universidad de Turku, celebró su con-
ferencia anual. Durante esas dos jorna-
das, se fueron sucediendo distintas po-
nencias y mesas redondas en torno al
tema central de las Constituciones na-
cionales en la Era de la Integración.
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Este texto es la culminación de lo
allí expuesto y discutido. Un texto, a
primera vista poco abultado, pero rebo-
sante de contenido y elementos para la
reflexión, tanto para quienes se acer-
quen al tema desde una óptica pura-
mente constitucional, como para aque-
llos cuyo enfoque parta desde el Dere-
cho Internacional, y por supuesto, para
quienes lo lean desde Bruselas o resto
de capitales comunitarias.

La estructura del libro viene deter-
minada por una introducción y tres sec-
ciones (Poder Constituyente, Soberanía
y Federalismo). Dentro de cada una de
éstas, se han ido insertando las distin-
tas ponencias de los participantes en la
Conferencia, quienes por su variada
procedencia (desde Estados Unidos, pa-
sando por una nutrida representación de
eminentes profesores europeos, a Su-
dáfrica y Japón), y contrastado presti-
gio, ofrecen un muy buen punto de par-
tida para los interesados en el tema.

Ciertamente, lo que en buena medi-
da esta obra colectiva busca es llamar
la atención sobre los problemas que a
causa del proceso de integración (éste
a su vez inserto en el más amplio aún
fenómeno de la globalización), se están
produciendo en los mismos cimientos
de los Estados y que, por un lado, vie-
nen a hacer más difícil el propio pro-
ceso de integración y que por otro y de
forma paralela, colocan al Estado-Na-
ción en una situación comprometida.
Durante cerca de cuarenta años, los
eventuales conflictos entre constitucio-
nes nacionales y el proceso de integra-
ción europeo apenas surgieron, y cuan-
do así lo hicieron, fueron silenciados de
modo que no se obstaculizase la crea-
ción del Mercado único. Efectivamen-
te, los años noventa con el Tratado de
Maastricht, han supuesto un test muy

importante para las respectivas consti-
tuciones de los entonces doce Estados
miembros, quienes tuvieron que confor-
tar sus respectivos textos constituciona-
les con el Tratado, derivándose de ello
que la gran mayoría de ellos tuvieron
que modificar sus normas fundamenta-
les y Austria, Suecia y Finlandia se
vieron en la obligación de hacer la
misma operación incluso antes de su
efectiva incorporación a la Unión. Esto
plantea obviamente una clara interro-
gante en torno a cual va a ser la situa-
ción de los países del Este, cuyas cons-
tituciones han sido la gran mayoría
creadas de acuerdo a modelos tradicio-
nales (aunque bien es cierto que mu-
chos de los candidatos con más posi-
bilidades están haciendo un esfuerzo
importante para conseguir la incorpora-
ción del acquis communautaire, condi-
ción ésta sine qua non para poder ac-
ceder a la Unión).

Dicho lo cual, no sorprende el que
un concepto tan manido (por los distin-
tos cristales desde los que ha sido ob-
servado: filósofos, politólogos...) como
el de «soberanía» deba cuando menos
ser «re-examinado». En uno de los ar-
tículos se analiza el concepto de sobe-
ranía a través de los preceptos consti-
tucionales que han servido a los Esta-
dos miembros para transferir poder a la
Comunidad. El análisis que el autor
(JYRÁNKI) ofrece es notable y las con-
clusiones a las que llega son por lo me-
nos sugestivas. En otro artículo HASE-
BE propone por su parte desmitificar el
término, partiendo de la premisa de que
toda teoría de la soberanía del Estado
está hecha por y para el consumo de
aquel que la configura.

También dentro del apartado dedica-
do a la soberanía merece ser destaca-
do el análisis que sobre Dinamarca,
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concretamente en torno al Asunto sobre
la Ratificación del Tratado de Maas-
tricht (de 12 de agosto de 1996), hace
el de sobra conocido en lo que podría-
mos denominar la «Teoría general del
Derecho Comunitario», Hjalte RASMUS-
SEN. Aunque el estudio es interesante,
queda ciertamente huérfano al ser an-
terior a la sentencia que el Tribunal
Supremo danés emitió el 6 de abril de
1998 confirmando la del Tribunal Su-
perior de Distrito Este 0stre Landsret),
confirmándose la constitucionalidad de
la Ley de Ratificación del Tratado de
Maastricht. En cualquier caso, este ca-
pítulo, sin perjuicio de tener presente
ulteriores comentarios de otros autores
(ver por ejemplo en esta misma Revis-
ta, los artículos de P. Dyrberg 1997-1,
pp. 97-110 y 1998-4, pp. 573-591), sir-
ve para entender un poco mejor las par-
ticularidades del sistema constitucional
danés y su complicada coexistencia con
la Unión. Las sentencias citadas habrán
de servir sin duda para establecer las
bases de una relación más pacífica y
menos frontal que la hasta ahora exis-
tente. Relación que no hay que olvidar
está hoy en día condicionada por cier-
tas reservas (ciudadanía, Unión Econó-
mica y Monetaria, Política de Defensa
y Cooperación en los ámbitos de justi-
cia e interior) de no poco calado.

La tercera parte es la dedicada al Fe-
deralismo, quizás demasiado enfocada
desde el punto de vista de los Lánder
alemanes pero igualmente interesante,
principalmente por lo que al Estado de
las Autonomías le pueda interesar nutrir-
se de las teorías que en torno al plura-
lismo legal co-existen para articular de
la mejor manera posible un Estado cada
vez más complicado que ha de estar lo
mejor preparado ante los procesos ex-
teriores (integración europea-globaliza-

ción) en que está inmerso y que tan in-
trínsecamente le afectan. Destaca en esta
tercera parte la contribución que KRA-
MER hace en torno al concepto de fede-
ralismo y a la complejidad que entraña
su encuadre y comprensión (talking
about federalism is a bit like joining the
proverbial blind men tryng to describe
an elephant).

En resumen, toda la obra parte del
hecho constatable de que ha existido
una tendencia por parte de los constitu-
cionalistas hacia la delegación en los
expertos comunitarios del análisis de
todas aquellas cuestiones que hacían re-
ferencia al Derecho Comunitario y pro-
piamente a la integración de los Es-
tados miembros y la Comunidad, cuan-
do lo cierto es que el proceso de
integración europea ha avanzado por
unos derroteros tales y ha alcanzado
una envergadura tan considerable que
los elementos inherentes y definitorios
de cada uno de los Estados miembros
se han visto en mayor o menor medi-
da afectados, a merced de lo prepara-
dos que estuvieran (o de la sensibilidad
propia previa que hubieran tenido para
prever los cambios venideros). Al mis-
mo tiempo, el ente Europa que se ha
ido construyendo a lo largo de medio
siglo plantea por sí mismo muchas in-
certidumbres. La Unión europea pare-
ce querer (de facto, lo hace), en mu-
chas ocasiones actuar como Estado y
sin embargo, es obvio que carece de
algunos de los elementos indispensables
para serlo. Ello implica bien replantear-
nos si la Unión podrá alguna vez fun-
cionar como un Estado de Estados, o si
por el contrario, los parámetros defini-
torios de lo que se conoce como Esta-
do han de ser modificados y/o adapta-
dos a la nueva realidad y abandonar las
teorías clásicas. Como muy bien que-
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da recogido en las páginas introducto-
rias can European constitutionalism
face the fundamental challenge posed
by the integration of states that have
long since laid claim to constitutions of
their own? y no menos importante will
the globalisation of economic trade be
coupled with globalisation of constitu-
tional valúes?

En definitiva, una obra de induda-
ble valor teórico que aporta cuando
menos elementos interesantes sobre los
que reflexionar y que sin duda habrá de
servir para entender aún mejor los cla-
roscuros que la propia Integración eu-

ropea va dejando tras de sí en las en-
trañas de los Estados. Después de todo,
nos encontramos en un momento en el
que se trabaja intensamente para que la
Unión disponga de su propia Carta de
Derechos Fundamentales, siendo éste
un elemento característico de los tex-
tos constitucionales. Sin embargo, se-
guimos sin Constitución y lo que es
más importante, tampoco sabemos si el
dotarnos de una Constitución Europea
es el punto de llegada o por el contra-
rio el punto de partida.

D. Marinas

KAPTEYN, P. J. G. y VERLOREN VAN THEMAAT, R: Introduction to the Law of the Euro-
pean Communities. From Maastricht to Amsterdam, 3.a edición, editada y revisada
por L. GORMLEY, en cooperación con los editores de la 5.a edición holandesa; ed.
Kluwer Law International, Londres, La Haya, Boston, 1998, 1447 pp.

La obra de la que damos noticia es
un conocido y excelente «clásico» en-
tre los manuales de Derecho comunita-
rio, cuya anterior edición en inglés data
de 1989 (ver nuestra recensión en RÍE,
1991, n.° 2, p. 733) y por tanto es de
agradecer que los autores nos brinden,
luchando contra la «Torre de Babel»
comunitaria esta nueva versión en in-
glés, por tanto más acequible tanto por
el idioma como por tratarse de una
«student edition», gracias a la puesta al
día y revisión de la quinta edición ho-
landesa llevada a cabo por L. Gormley,
catedrático de la Universidad de Groe-
ningen. Hay que señalar que en esta
obra participan una parte destacada de
la «flor y nata» de la doctrina holan-
desa sobre el Derecho comunitario. En
efecto, ya no se trata sólo de una obra
de tres autores sino de una obra colec-
tiva en la que participaron en la revi-

sión o redacción de capítulos en la edi-
ción holandesa, además de los dos ya
bien conocidos autores que encabezan
esta obra y el propio Gormley, otros
autores como R. Lauwaars (estructura
institucional), C. W. Timmermans (ca-
pítulo introductorio sobre la génesis y
la adhesión a la Unión Europea), L. A.
Geelhoed (varios capítulos, con Kap-
teyn el proceso de adopción de deci-
siones, K. J. M. Mortelmans (mercado
interior), R. Barents («política de com-
petencia» incluida armonización de le-
gislaciones), P. J. Kluyper (relaciones
exteriores), así como P. Y. Slot.

Merece un breve comentario el con-
tenido de la obra dada la evolución del
proceso comunitario desde la anterior
edición dado que recoge tanto la refor-
ma del TUE de Maastricht como la de
Amsterdam. Hay que recordar que la
obra no contiene sólo la faceta más
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usual de los manuales de Derecho co-
munitario, a saber el llamado derecho
«institucional y de relaciones exterio-
res» parte ya conocida por su calidad,
conservando, salvo el segundo capítulo
sobre los principios básicos y la ciuda-
danía europea, grosso modo la misma
estructura; sino, como en ediciones an-
teriores, dedica una parte importante del
libro (casi la mitad de la obra) al llama-
do «derecho material», lo que, dada la
dimensión de la obra no es poca cosa.
Es decir que dedica un amplísimo capí-
tulo a las libertades, como anteriormen-
te, otro capítulo sobre la política de
competencia, ciertamente entendida en
sentido muy amplio, puesto que en este
capítulo incluye las distorsiones a la li-
bre competencia producidas no sólo por
las empresas sino imputables a los Es-
tados miembros (ayudas estatales) en el
que como anteriormente se ubican inte-
resantes páginas sobre la armonización
de legislaciones. El capítulo IX es dig-
no de señalar por novedoso, ya que in-
cluye tanto un destacable resumen de lo
que es la UEM, sus etapas y sus insti-
tuciones como la política social y en
particular la nueva política de empleo

introducida por el Tratado de Amster-
dam. El siguiente capítulo se dedica a
las llamadas políticas «horizontales y
colaterales» (medio ambiente, consumi-
dores, salud pública, cultura y educa-
ción, dedicando algunas páginas al tu-
rismo, protección civil, deporte, etc.)
mientras que el capítulo XI reúne bajo
el título de «políticas sectoriales», las
políticas comunes (como la PAC, la
pesca y el transporte así como energía
e industria y tecnología), integrando en
estas el EURATOM y la CECA, orde-
nación sistemática que no ha cambiado
desde su anterior edición, pero es des-
tacable hoy en cuanto nos aparece como
una buena sugerencia para una nueva y
auténtica «simplificación de los Trata-
dos», integrando eventualmente en la
nueva revisión en curso (CIG 2000) no
solamente el sector del Carbón y del
Acero sino eventualmente también el de
la Energía Atómica en el Tratado CE.
Esta nueva versión nos confirma, una
vez más, que se trata de una obra de
gran calidad y entre las más completas
en este género.

N. Stoffel

LETAMENDlA, F. (coord.): Nacionalidades y Regiones en la Unión Europea, Madrid,
Coed. Instituto Vasco de Administración Pública & Editorial Fundamentos, 1999,
286 pp.

El proceso de construcción europea
está creando una arena política inédi-
ta, caracterizada por la concurrencia de
una pluralidad de actores sociales y por
la diversidad de sus interrelaciones:
frente a la tradicional estructura terna-
ria de los Estados europeos occidenta-
les en cuanto a relaciones entre los ni-

veles de gobierno (estatal, regional y
local), hoy día el poder comunitario ha
creado un escenario no sólo cuantita-
tivamente cuatridimensional al añadir
su propia existencia político-administra-
tiva, sino que también ha proporciona-
do cualitativamente una dimensión
transestatal a las interacciones de los
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poderes regional y local entre sí y ha-
cia sus respectivos Estados. En este
contexto, parece un lugar común reco-
nocer que el modelo clásico de Estado
nacional está en crisis, al perder com-
petencias hacia arriba y al territoria-
lizarse (F. Letamendía) hacia abajo las
decisiones políticas. Numerosos actores
colectivos (movimientos sociales, lob-
bies, partidos políticos, etc.) se con-
frontan e interactuan con las institucio-
nes comunitarias, con los Estados, con
entidades político-administrativas regio-
nales y/o locales e incluso propician
nuevas experiencias políticas al promo-
ver loci de toma de decisión política
propios. Emerge, por tanto, una nueva
estructura de oportunidad política para
la acción colectiva.

Es natural por tanto, que científicos
sociales, juristas y economistas, así
como políticos y decisores administra-
tivos hayan dirigido su atención a las
consecuencias que supone el dinamis-
mo del cleavage centro-periferia en la
configuración actual de las sociedades
europeas y en el proceso mismo de
construcción de la casa común europea.
Al calor de unas Jornadas Euskadi-
Aquitania, celebradas en Bilbao en
1997, y de un Curso de Verano en la
Universidad del País Vasco (UPV-EHU)
sobre "Democracia Regional y Local"
en 1998, este libro colectivo coordina-
do por el profesor F. Letamendía, abor-
da el estudio de la acción colectiva de
las nacionalidades y regiones de la
Unión Europea (en sus dimensiones
institucional y extra-institucional); esto
es, el proceso de construcción europea
desde su dimensión territorial.

Precisamente, entre sus virtudes des-
taca significativamente como la elabo-
ración colectiva del texto no le impide
ofrecer una lectura con un continuum

fundamental, al tiempo que caracteri-
zarse como un trabajo donde se esgri-
me una perspectiva analítica multidis-
ciplinar, iusinternacionalista, politoló-
gica y económica principalmente.

Ocho artículos componen el libro: el
profesor K. Sodupe en La Unión Euro-
pea y la Cooperación Interregional al
mismo tiempo que analiza el fenómeno
del neorregionalismo, donde la coopera-
ción interregional entre entidades sub-
estatales de distintos Estados de la
Unión Europea han adquirido una im-
portancia destacada, analiza los instru-
mentos institucionales que emplea el
poder comunitario para fomentar la co-
operación entre regiones. En la misma
línea iusinternacionalista, el profesor J.
M. Muñoz en El Comité de las Regio-
nes y la democracia regional y local en
Europa analiza el rol que el Comité de
las Regiones desempeña y va a desem-
peñar en las interacciones entre Estado/
Región. Desde una perspectiva de la
ciencia política los profesores R. Balme
(Las condiciones de la acción colectiva
regional), F. Morata (Crisis del Estado
y Gobernación cooperativa territorial)
y J. Loughlin (La autonomía en Europa
occidental: un estudio comparado) ex-
ponen, respectivamente, las consecuen-
cias político-económicas de la emergen-
te acción colectiva regional, la europei-
zación de las políticas públicas y las
fases históricas por donde han transcu-
rrido las confrontaciones políticas entor-
no a la cuestión de la autonomía «terri-
torial» en los Estados nacionales. Des-
de una perspectiva analítica rokkaniana,
el profesor D. L. Seiler (Las fracturas
políticas de la historia europea) focaliza
el centro de atención en el desdibuja-
miento de las constricciones estatales en
el marco de la Unión Europea, con sus
vinculaciones a períodos precomunita-
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rios (s.XVI-XVII). El mismo coordina-
dor {Los mapas europeos del poder re-
gional y los movimientos nacionales)
analiza el cleavage territorial mediante
el estudio del mapa de movimientos na-
cionalistas periféricos en el seno de al-
gunos Estados-miembro, así como las
políticas «regionales» de cada Estado y
de la Unión Europea (las denominadas
eurorregiones). Por último, desde la
perspectiva económica el profesor M.
Gómez Uranga en La capacidad econó-
mica de autogobierno de las regiones
identitarias en la UE, estudia la situa-
ción competencial (en materia sociola-
boral, fiscal, cultural, etc.) de algunas
entidades subestatales cuya identidad
colectiva ha forzado a un progresivo
acrecentamiento del autogobierno.

Nacionalidades y regiones en la
Unión Europea se enfrentan hoy a dis-
tintos retos y oportunidades —la profun-
dización de la democracia, la globa-
lización económica, la europeización
jurídico administrativa, cambios socio-
culturales y el desarrollo de las nuevas
tecnologías en ámbitos de producción,
de transporte y de telecomunicación—.

Retos que deberían sustanciarse en me-
tas políticas orientadas al fortalecimien-
to de las estructuras democráticas a to-
dos los niveles, y donde parece innega-
ble la incidencia directa que el proceso
comunitario posee.

A la luz de las conclusiones de los
diferentes artículos, el refuerzo de la
dimensión espacial de la democracia
resulta a todas luces clave para poten-
ciar la cohesión social -que debería ba-
sarse en un desarrollo socioeconómico
sostenible y en la aceptación en posi-
tivo de la multiculturalidad europea- al
propiciar, indisociablemente, una mayor
eficiencia en la implementación de las
políticas públicas y una más estrecha
vinculación de éstas con las diversas
identidades político-culturales subesta-
tales existentes. No parece que haya sa-
lida plausible a los problemas que se
plantean sin una Europa con las regio-
nes. E incluso, con miras a la amplia-
ción comunitaria hacia los paiíses del
Centro y Este de Europa, sin una Eu-
ropa de las regiones.

F. Paloma

LINDE PANIAGUA, E.; MELLADO PRADO, P. (dirs.): El futuro de la Unión Europea:
Después de Amsterdam, ¿Qué?, Madrid, Colex, 1999, 236 pp.

La publicación de la que damos no-
ticia recoge el conjunto de ponencias
presentadas en el curso de verano que,
bajo este mismo título, organizó la
UNED en su sede de Ávila entre los
días 19 y 23 de julio de 1999. Tanto
este curso como la publicación resul-
tante del mismo son fruto del Conve-
nio de colaboración suscrito por la Fe-
deración Sindical de Administración
Pública de Comisiones Obreras y la

mencionada institución académica con
el objetivo de fomentar este tipo de ac-
tividades de formación dirigidas esen-
cialmente a los empleados públicos.

Ello explica, sin duda, el carácter
extremadamente heterogéneo de las
once contribuciones que integran la
obra, cuyo objetivo no es el de reali-
zar un análisis sistemático de las refor-
mas operadas por el Tratado de Ams-
terdam, sino más bien el de trazar un
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panorama general del estado de evolu-
ción en que se encuentran distintos as-
pectos del proceso de construcción co-
munitaria. Se trata, como apuntan los
directores en la presentación del libro,
«no tanto de profundizar en un tema
concreto, como de dar un repaso a los
problemas más significativos con los
que nos encontramos y con los que se-
guiremos encontrándonos en el futuro
de la construcción europea».

Ciertamente, algunas de las ponencias
se ocupan de cuestiones que, con mayor
o menor fortuna, fueron objeto de deba-
te a lo largo de la Conferencia Intergu-
bernamental de 1996; así, por ejemplo,
las dedicadas al papel de los parlamen-
tos nacionales y del propio Parlamento
Europeo y tras el Tratado de Amsterdam,
a las nuevas competencias del Tribunal de
Justicia, a los problemas que afectan al
funcionamiento del Consejo o al frustra-
do proyecto de fusión de los tratados co-
munitarios. Pero el tono general de la
obra es otro y, por ello, entre el resto de

colaboraciones encontramos estudios de
muy variada naturaleza, que van desde la
valoración del momento en que se en-
cuentra el movimiento sindical en Euro-
pa o de los desarrollos más recientes que
se han producido en la vertiente social
del proceso de integración, hasta el ba-
lance de los primeros meses de funcio-
namiento del Banco Central Europeo, pa-
sando por presentaciones más o menos
detalladas del régimen jurídico de la ciu-
dadanía de la Unión, de la función pú-
blica comunitaria o de la política audio-
visual europea.

Como puede comprobarse, una inte-
resante combinación de aportaciones de
las que son responsables un grupo de
profesores de Derecho administrativo,
constitucional e internacional privado
de la UNED, así como un amplio aba-
nico de personalidades procedentes del
mundo sindical, financiero y judicial de
nuestro país.

L. N. González Alonso

LINDE PANIAGUA, E.; MELLADO PRADO, P : El sistema político de la Unión Europea,
Pirámide, Madrid, 1999, 205 pp.

En esta obra se presenta de forma
sintética el funcionamiento de la Unión
Europea, con atención a su difícil ca-
racterización política y a los retos que
presenta la ampliación de la Unión
Europea.

El análisis parte de la evolución his-
tórica y el proceso de adhesión de Es-
paña, para desarrollar a continuación
los conceptos básicos de la estructura
de la Unión: su división en pilares y el
concepto de ciudadanía, enmarcados
dentro de la necesidad de adaptar la

aplicación del principio de democracia
en la Comunidad y el carácter abierto
de su proyecto político.

En el capítulo dedicado al sistema
institucional comunitario se subraya, en
primer lugar, su carácter específico res-
pecto de la estructura de división de po-
deres interna y el significado del Conse-
jo Europeo. Asimismo, se presta atención
a la polémica sobre el número de miem-
bros de la Comisión, reestructuración que
resulta necesaria para adaptarla a la am-
pliación de la Unión y que es apreciable
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asimismo a la necesidad de reponderar
los votos en el Consejo y en el ámbito
de la aplicación de los procedimientos de
votación. Estas cuestiones se encuentran
insertadas dentro de la presentación de
las funciones y la composición de las Ins-
tituciones comunitarias y de los órganos
auxiliares.

El carácter de ordenamiento jurídi-
co autónomo constituye el presupuesto
a partir del cual se analiza el sistema
de fuentes comunitario, en el que se
exponen los caracteres propios del de-
recho originario y derivado, tanto los
actos comunitarios como los que se en-
cuentran en los pilares interguberna-
mentales, completados con las condi-
ciones de la aplicación del Derecho
internacional y los principios generales
del Derecho.

Por último, se recoge el sistema de
garantías que ofrece el sistema comu-
nitario a los ciudadanos, que aparecen

estructurados en controles de carácter
político, a través de la actuación del
Consejo en la garantía de los principios
y valores esenciales de la democracia
y los derechos fundamentales, y del
control genérico del Parlamento; y los
controles jurídicos, en el que se mues-
tra la función de la Comisión y del
Tribunal de Justicia, así como aunque
sea en un plano diverso, la función del
Tribunal de Cuentas. En el apartado de-
dicado a las fuentes se recogen suma-
riamente los principios fundamentales
del Derecho comunitario.

En definitiva, una obra que permite
una visión rápida de las principales
cuestiones y conceptos comunitarios, el
funcionamiento de las Instituciones, los
procedimientos legislativos y los carac-
teres de los actos adoptados por las Ins-
tituciones.

J. Laso

MORAVCSIK, A.: The Choice for Europe. Social Purpose and State Power from Messi-
na to Maastricht, UCL Press, Londres, 1999, 514 pp.

A lo largo del último decenio del
siglo XX, desde la ciencia política, las
relaciones internacionales y la historia
ha recorrido Moravcsik una trayectoria,
no exenta de debate y polémica, que
cuaja en la presente obra en una de las
más rigurosas y ricas elaboraciones teó-
ricas y/o analíticas de la integración
europea.

El punto de partida es la confección
de un marco racionalista. Los Gobier-
nos formulan primero las preferencias
nacionales, que son confrontadas pos-
teriormente con las de otros Gobiernos
miembros en negociaciones interestata-

les y finalmente se elige poner en co-
mún o delegar soberanía o no en las
instituciones supranacionales a fin de
garantizar los acuerdos. Esta secuencia
tripartita es, a juicio de Moravcsik, la
única consistente con los supuestos ra-
cionalistas de la mayoría de las gran-
des teorías de relaciones internaciona-
les, entre las que se destaca el supues-
to o supuestos fundamentales de que el
Estado es el instrumento político prin-
cipal, mediante el cual los individuos y
grupos sociales internos intentan influir
en las negociaciones internacionales y
que ese Estado actúa como actor racio-
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nal y unitario hacia el exterior en nom-
bre de sus miembros.

El primer estado en la explicación
de las cinco negociaciones sobresalien-
tes seleccionadas es la formación de las
preferencias nacionales, que reflejan los
objetivos de los grupos internos influ-
yentes en el Estado. Dos grandes cate-
gorías de motivaciones subyacen a las
preferencias nacionales a favor o en
contra de la integración europea: geo-
políticas y económicas. Estas diversas
categorías de motivaciones provienen
de diferentes teorías de la cooperación
general y de ellas se derivan hipótesis
en competencia.

La propia negociación interestatal
constituye el segundo estadio. Dada la
heterogeneidad de las preferencias na-
cionales, se hace necesario emprender
negociaciones entre los Gobiernos, a fin
de configurar una cooperación mutua-
mente beneficiosa. ¿Cómo se explican
los términos específicos del acuerdo?
Es preciso tener en cuenta dos dimen-
siones: eficiencia y distribución de las
ganancias, diferentemente explicadas
por dos teorías de la negociación dis-
tintas y en competencia. La teoría su-
pranacional de la negociación destaca
el rol decisivo de los funcionarios su-
pranacionales suministrando informa-
ción, ideas y gestión, configuradoras de
los acuerdos vinculantes, dentro de un
contexto transaccional de altos costos.
La teoría intergubernamental de la ne-
gociación, por el contrario, apunta a la
demanda social de cooperación como la
condicionadora de las negociaciones, en
las que los Gobiernos miembros tienen
información, ideas y capacidad gestora,
y cuyo problema central es la distribu-
ción de las ganancias, determinada por
el poder relativo de cada Estado.

El tercer estadio es la elección ins-

titucional. Conseguido el acuerdo,
¿cuándo y por qué los Gobiernos nacio-
nales deciden poner en común o dele-
gar soberanía en las instituciones comu-
nitarias? Tres posibles explicaciones:
ideología federalista, gestión tecnocrá-
tica y credibilidad de los comprometi-
mientos formulan diferentes hipótesis.

Expuesto el marco racionalista tri-
partito, presenta Moravcsik el método
basado en tres principios: primero, la
explícita comprobación de las hipótesis
en competencia derivadas de las dife-
rentes teorías, dando cuenta tanto de la
evidencia empírica que las verifica
como de la que las falsifica; segundo,
la desagregación de los casos seleccio-
nados, a fin de multiplicar y generar
suficiente número de observaciones
acerca de las variables críticas dentro
y entre los casos; y tercero, el uso,
donde sea posible y apropiado, de evi-
dencia confiable basada en fuentes pri-
marias. Se pretende utilizar aportacio-
nes metodológicas de la ciencia política
y de la historiografía «no para cerrar
el debate sobre las causas fundamen-
tales de la integración europea, sino
para renovarlo» (p. 85).

El marco racionalista tripartito y los
principios metodológicos se aplican a
continuación al análisis histórico-poli-
tológico de cinco negociaciones sobre-
salientes o decisiones mayores de la
construcción de la Comunidad Europea,
desagregadas ahora por cuestiones: ne-
gociación de los Tratados de Roma,
consolidación del mercado común, la
integración monetaria, el Acta Única
Europea y el Tratado de Maastricht.

Se pone muy especial atención
—casi exclusiva— en tres actores esta-
tales: los Gobiernos de Alemania, Fran-
cia y Gran Bretaña y uno supranacio-
nal: la Comisión.
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Respecto a la formación de las pre-
ferencias nacionales se hace evidente la
primacía de los intereses económicos,
aunque en algunos casos influyeron
también secundariamente consideracio-
nes ideológicas y geopolíticas. En las
negociaciones interestatales se dieron
relaciones de interdependencia asimé-
trica, reflejando los resultados el poder
relativo de los diferentes Estados miem-
bros. Finalmente, la elección institucio-
nal, específicamente la puesta en co-
mún y la delegación de soberanía en
las instituciones supranacionales, se
justifica por la búsqueda del reforza-
miento de la credibilidad de los acuer-
dos y de mayor garantía de su cumpli-
miento, aunque en algún caso se dio
cierto influjo de la ideología.

Moravcsik estima que su marco racio-
nalista tripartito, su método y sus análi-
sis histórico-politológicos mejoran los es-
tudios precedentes de la integración eu-
ropea y avalan sus propias conclusiones.
Es consciente, no obstante, de la posibi-

lidad de que nuevos conocimientos his-
tóricos, sobre todo en los casos del Acta
Única Europea y del Tratado de Maas-
tricht, más recientes y con menor dispo-
nibilidad por el momento de documenta-
ción basada en fuentes primarias, exijan
ciertas revisiones. El intergubernamenta-
lismo liberal queda, sin embargo, a jui-
cio del autor, confirmado.

A mi juicio estamos en presencia de
una obra de envergadura mayor, tanto
desde una aproximación teórica como
histórica, que probablemente llegará a
convertirse en un clásico de la integra-
ción, sin que ello le exima del debate
y la polémica.

Posteriormente Moravcsik junto con
Nicolai'dis ha llevado a cabo una apli-
cación del intergubernamentalismo libe-
ral al reciente Tratado de Amsterdam.
Este artículo puede considerarse un
sexto caso, que viene a añadirse a los
analizados en The Choice for Europe.

N. Mariscal

NEHL, H. R: Principies of Administrative procedure in EC Law, Hart Publishing,
1999, pp. 214.

La presente monografía constituye
la tesis del máster en Derecho que rea-
lizó el autor en el Instituto Universita-
rio Europeo de Florencia y en ella se
lleva a cabo un estudio exhaustivo de
diferentes principios que guían la eje-
cución administrativa del Derecho co-
munitario que lleven a cabo tanto las
instituciones comunitarias (administra-
ción directa) como las autoridades na-
cionales (administración indirecta o
mixta). Partiendo de la vigencia a ni-
vel comunitario de los valores inheren-

tes a una «Comunidad de Derecho» re-
sulta preciso que la correcta y efectiva
aplicación del Derecho comunitario esté
rodeada de las debidas garantías de ín-
dole procedimental y administrativa.
Por ello, el Tribunal de Justicia ha de-
finido un conjunto de principios gene-
rales de naturaleza administrativa que,
junto con los principios de cooperación,
autonomía procedimental y subsidiarie-
dad, informarán la aplicación del De-
recho comunitario.

Si bien los tratados constitutivos no
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hacen ningún tipo de referencia a es-
tos principios generales de naturaleza
administrativa, ha sido el Tribunal de
Justicia quien se ha encargado de con-
cretar un conjunto de principios gene-
rales a partir de las categorías vigen-
tes en los Estados miembros. El hecho
de que las garantías y principios de na-
turaleza administrativa definidos por el
órgano jurisdiccional comunitario ten-
gan, en gran medida, su origen en los
ordenamientos internos de los Estados
miembros no sólo dotará a estos prin-
cipios de una mayor legitimidad, sino
que también facilitará su aplicación por
los poderes públicos nacionales. Ade-
más, los principios de naturaleza admi-
nistrativa establecidos por el Tribunal
de Justicia tendrán la capacidad de in-
fluir los ordenamientos internos, bien a
través de la introducción de categorías
jurídicas desconocidas hasta ese mo-
mento en determinados Estados miem-
bros (un ejemplo de ello lo constituye
la introducción del principio de propor-
cionalidad en el Derecho inglés), bien
a través de la reformulación de catego-
rías o figuras jurídicas ya existentes (en
este sentido, cabe hacer referencia a la
redefinición, al hilo del Derecho comu-
nitario, del concepto de orden público).

Los principios de naturaleza adminis-
trativa que ha elaborado el Tribunal de
Justicia son muy variados y entre ellos
podemos destacar los siguientes: el prin-
cipio de legalidad de la actuación admi-
nistrativa, el derecho de todo administra-
do a ser escuchado por las autoridades
administrativas, el principio de igualdad
de trato, el principio de protección de la
confianza legítima o el principio de pro-
porcionalidad en la imposición de sancio-
nes. Estos principios serán aplicables tan-
to en aquellos supuestos en que sea di-
rectamente la administración comunitaria

la que actúe como en aquellos casos en
que, en virtud del principio de adminis-
tración indirecta, sean las administracio-
nes nacionales las encargadas de aplicar
el Derecho comunitario. Asimismo, estos
principios se configuran como estándares
objetivos que deben guiar la actuación
que lleven a cabo las autoridades admi-
nistrativas.

La monografía objeto de recensión
se divide en cinco partes. La primera
parte tiene un carácter esencialmente
introductorio y en ella se analiza el ge-
nérico papel que desempeñan los prin-
cipios generales de naturaleza admi-
nistrativa definidos por el Tribunal de
Justicia. Asimismo, se concretan los
principios que serán analizados en pro-
fundidad en el resto del trabajo. La
segunda parte se dedica a concretar el
significado y proyección del principio
de buena administración, así como a
analizar las relaciones de este principio
con otros principios como el derecho
de todos los administrados a acceder a
aquellos expedientes que sean de su in-
terés, el derecho a ser escuchado o el
principio de diligencia debida. La ter-
cera parte es mucho más amplia que las
anteriores y en ella se analiza la pro-
yección que tiene el principio de acceso
a la información que sea de interés para
el administrado y el derecho que tiene
todo ciudadano a ser escuchado por
las autoridades administrativas. Ambos
principios informan ámbitos diversos
como los relativos a la aplicación de las
disposiciones relativas a la libre com-
petencia, el de la concesión de ayudas
públicas, los procedimientos en mate-
ria de antidumping o aspectos relativos
al Derecho aduanero. A continuación,
la cuarta parte se dedica exclusivamente
a analizar el significado y contenido del
principio de diligencia debida, así como
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a concretar la proyección que tiene di-
cho principio en los sectores referidos
anteriormente. Finalmente, la última
parte recoge un conjunto de conclusio-
nes entre las cuales destaca la necesi-
dad de codificar los diferentes princi-
pios analizados en aras de una mayor
seguridad jurídica.

Si bien esta monografía no se cen-
tra en todos los principios de naturale-

za administrativa definidos por el Tri-
bunal de Justicia, sino única y exclu-
sivamente en determinados principios,
se trata de un trabajo bien estructura-
do y riguroso y de gran interés para to-
das aquellas personas interesadas en los
aspectos relativos a la concreta aplica-
ción del Derecho comunitario.

J. D. Janer

ORDÓÑEZ SOLÍS, D.: La igualdad entre hombres y mujeres en el Derecho Europeo,
Instituto de la Mujer, Madrid, 1999, 447 pp.

La afirmación jurídica del principio
de igualdad entre hombres y mujeres no
excluye que, de hecho, sigan existien-
do desigualdades, que el autor califica
de endémicas, en la aplicación prácti-
ca de este principio.

El principio de igualdad entre hom-
bres y mujeres constituye una manifes-
tación particular del principio más ge-
neral de igualdad, que se vincula en el
ordenamiento comunitario con la pro-
hibición de discriminación por razón de
la nacionalidad, cuya aplicación es
esencial en la realización de las liber-
tades del mercado común.

En la presente monografía se refleja
la evolución del principio de igualdad
entre hombres y mujeres, que ha pasado
de tener una configuración y justificación
estrictamente económica para convertirse,
a través de la interpretación del TJCE, en
un principio fundamental del ordenamien-
to comunitario.

En primer lugar, se estudia el ám-
bito de aplicación de este principio,
tanto en los Tratados constitutivos
como en el derecho derivado, en una
exposición que refleja claramente la
importancia creciente del principio de

igualdad entre hombres y mujeres. El
Tratado de Amsterdam ha supuesto una
profunda modificación en la extensión
de su ámbito de aplicación: se ha con-
vertido en un objetivo de la Comunidad
y se incorpora la obligación de integrar
este principio dentro de las demás po-
líticas y acciones comunitarias. La evo-
lución del Derecho derivado no ha sido
menos notable y, con el fundamento en
la necesidad de su desarrollo para con-
seguir la consecución de los objetivos
de los Tratados, se ha ampliado su
ámbito de aplicación, con atención a la
igualdad de trato en el empleo, seguri-
dad social y protección de la mujer tra-
bajadora (maternidad, inversión de la
carga de la prueba y trabajo a tiempo
parcial).

La interpretación por parte del Tri-
bunal de Justicia de las disposiciones
relativas a la igualdad entre hombres y
mujeres permite, a continuación, apre-
ciar en qué forma el principio de igual-
dad entre hombres y mujeres se ha con-
vertido en un derecho fundamental. La
jurisprudencia del TJCE toma cuenta de
las modalidades de discriminación, que
pueden ser directas o indirectas; estas
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últimas aplicables a medidas que en sí
mismas no resultan discriminatorias,
pero que afectan a las mujeres de for-
ma diversa y no se encuentren justifi-
cadas por razones diversas a la falta de
discriminación.

Asimismo, se analizan las excepcio-
nes al principio de igualdad entre hom-
bres y mujeres en actividades específi-
cas, y, en concreto la excepción de or-
den público, y las acciones positivas a
favor de la mujer, con atención a la
evolución de la jurisprudencia desde
la sentencia Kalanke a la sentencia
Marschall.

La perspectiva material se comple-
ta con cuestiones relativas a la eficacia
de estas disposiciones, aspecto que re-
sulta de gran interés en la medida en
que en las disposiciones de las directi-
vas adoptadas en esta materia se reco-
ge el deber de los Estados de adoptar
disposiciones que garanticen la protec-
ción jurisdiccional efectiva de este prin-
cipio. La eficacia de este principio está
condicionada, asimismo, por los carac-
teres de los actos comunitarios y, no-
tablemente, por la limitada eficacia di-
recta de las disposiciones de las direc-
tivas. De igual forma, se subrayan los
requisitos mínimos del régimen sancio-
nador comunitario y el principio desa-

rrollado por la jurisprudencia del TJCE
de responsabilidad de los Estados por
violación del Derecho comunitario.

Por último, presenta gran interés la
situación de las consecuencias de la in-
terpretación y aplicación del principio
de igualdad comunitario en el ámbito
internacional, con respecto a la coope-
ración en el Consejo de Europa, así
como en los distintos Derechos nacio-
nales de los Estados miembros, que re-
sultan complementarios respecto de las
disposiciones y los objetivos comunita-
rios. El carácter común del principio de
igualdad respecto de las constituciones
nacionales permite apreciar, por su par-
te, la relación entre la jurisprudencia
del TJCE y la de los Tribunales Cons-
titucionales internos y es muestra de la
capacidad de enriquecimiento mutuo y
del funcionamiento de los mecanismos
de complementariedad y de colabora-
ción establecidos en los Tratados.

En conjunto, se trata de una obra
perfectamente documentada, que expo-
ne con gran claridad y rigor una cues-
tión que presenta enorme interés, y en
la que la aportación del Derecho comu-
nitario resulta esencial para definir el
contenido de este principio.

J. Laso

STOFFEL VALLOTTON, N.: La prohibición de restricciones a la libre circulación de
mercancías en la Comunidad Europea, Ed. Dykinson, Madrid, 2000, 924 pp.

Una de las nociones que han hecho
correr más tinta en el Ordenamiento
jurídico comunitario es, sin duda, la
de «Medida de Efecto Equivalente»
(MEE). La ausencia de definición en el
TCE, su conexión con la noción de res-
tricciones cuantitativas, la importancia

que para el buen funcionamiento de la
libre circulación de mercancías tiene el
calibrar correctamente el alcance de su
prohibición, han atraído a muchos es-
tudiosos de la integración económica y
jurídica europea. Por otro lado, la cons-
trucción pretoriana de esta figura a tra-
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vés de una dilatada jurisprudencia del
TJCE, no carente de vaivenes y de «zo-
nas grises», también ha propiciado la
multiplicación de los análisis a medi-
da que iban surgiendo nuevas senten-
cias, resoluciones muchas ellas funda-
mentales en el camino de la profundi-
zación de la integración económica
regional europea. Dassonville, Cassis de
Dijon, Torfaen Borough Council, Keck
y Mithouard, son, tan sólo, la punta de
lanza de una jurisprudencia que ronda
las 350 resoluciones judiciales donde,
de manera directa o indirecta, el Tribu-
nal comunitario ha analizado esta cues-
tión.

Fue, precisamente, el estudio de es-
tos temas el objeto de la Tesis docto-
ral de la profesora Nicole Stoffel que,
bajo el título «la prohibición de medi-
das de efecto equivalente a las restric-
ciones cuantitativas en el marco de la
libre circulación de mercancías del Tra-
tado CE», defendió brillantemente en la
Universidad Complutense de Madrid
donde recibió la máxima calificación
académica. Aquella labor doctoral es la
que, reestructurada y actualizada, apa-
rece ahora felizmente publicada.

El origen doctoral del trabajo co-
mentado late a lo largo del mismo y
explica su densidad, exhaustividad y
dimensión. En sus más de 900 páginas
se examinan detalladamente, con gran
rigor y espíritu crítico las distintas
cuestiones que plantea la prohibición de
restricciones a la libre circulación de
mercancías en la Comunidad europea,
sistematizándose el estudio, a este efec-
to, en cuatro grandes bloques, donde se
abordan, respectivamente, el marco
conceptual general de la libre circula-
ción de mercancías, el origen del con-
cepto de medidas de efecto equivalen-
te, su distinción de figuras afines y su

evolución conceptual inicial (Primera
Parte); los elementos que caracterizan
la noción de MEE (Segunda Parte); la
evolución de la jurisprudencia del TJCE
sobre este concepto (Tercera Parte); y,
los límites al alcance de la prohibición
de MEE (Cuarta Parte). Todo ello, a la
luz de la abundante jurisprudencia co-
munitaria, incluyéndose, también, refe-
rencias a la jurisprudencia del Tribunal
EFTA/AELC en la materia concordan-
te con las resoluciones del TJCE.

En los dos capítulos en los que se
despliega la Primera Parte de la obra
reseñada, la autora, tras examinar los
conceptos de unión aduanera, mercado
común y mercado interior sustentos de
la integración regional y marco de ac-
tuación de la libre circulación de mer-
cancías, se ocupa, inicialmente, de los
instrumentos jurídicos y las acciones
que permiten lograr la libre circulación
de mercancías, situando entre ellos la
figura de la prohibición de las MEE;
más adelante se refiere a las relaciones
entre la libre competencia y la libre cir-
culación de mercancías, el significado
de la noción de mercancías y su no tan
clara delimitación con la noción de ser-
vicios, viéndose, también, los criterios
que permiten determinar el origen de
las mercancías aspecto esencial a la
hora de definir que productos se bene-
fician de la libre circulación de mercan-
cías, observando, en relación con todo
ello, como «...la noción de medidas de
efecto equivalente ha adquirido tal am-
plitud que abarca potencialmente todos
los obstáculos de naturaleza no arance-
laria a los intercambios de mercancías,
categoría a la que pertenece la gran
mayoría de los obstáculos actuales al
comercio intracomunitario; por lo que
generalmente se habla de los artículos
30 a 36 como del núcleo principal de
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la libre circulación de mercancías, o in-
cluso como de sinónimo y símbolo de
esta expresión» (p.90). La importancia
de esta figura, explica que una buena
parte del análisis que sigue se dedique
precisamente a la busca de un concep-
to de MEE, partiendo para ello del ori-
gen de esta noción en el ámbito eco-
nómico internacional, continuando con
su definición progresiva por la Comi-
sión durante el llamado «período de
transición», es decir, durante el espacio
de tiempo en que la prohibición de es-
tas MEE aún no regía plenamente para
los Estados miembros, focalizándose el
estudio en la Directiva 70/50 sobre las
llamadas «medidas indistintamente apli-
cables».

Dos capítulos componen, también,
la Segunda Parte, el primero de ellos se
refiere a las MEE desde la perspectiva
de su naturaleza y elementos caracte-
rísticos, pretendiendo, a lo largo de sus
páginas, extraer cuales son los presu-
puestos básicos de la noción de MEE
y decantar que clases de medidas esta-
tales pueden pertenecer al ámbito de
aplicación de los arts. 30 a 36 TCE
(arts. 28 a 30 CE). En estas líneas me-
rece especialmente destacarse el com-
pleto estudio que se hace de una cues-
tión actual: la de si debe considerarse
como «medida» una inactividad mani-
fiesta de las autoridades públicas ante
actuaciones de particulares que llegan
a obstaculizar la libre circulación de
mercancías, respondiendo afirmativa-
mente a través de un muy pertinente
estudio de la STJCE de 9 de diciem-
bre de 1997, Comisión c. Francia, C-
265/95 (pp. 260 y ss.); igualmente se
examina la posibilidad de que los par-
ticulares puedan producir por sí mismos
medidas de efecto equivalente, sin ne-
cesidad de atribuir éstas a un Estado

miembro, y por tanto, sin una vincula-
ción estatal, quedando, por ello, direc-
tamente obligados por los arts. 30 y 34,
especialmente en el terreno de la pro-
piedad industrial e intelectual, lo que
rechaza, pensamos que acertadamente,
tras la lectura de una jurisprudencia,
eso sí, fluctuante. El segundo capítulo
de esta Parte se centra esencialmente en
determinar el ámbito territorial de ac-
tuación de las MEE, destacando como
el carácter intracomunitario que deben
tener las mismas significa que estas
medidas sólo pueden referirse o afec-
tar al comercio interestatal dentro del
espacio geográfico de la Comunidad, lo
que descarta tanto las medidas que
afectan el comercio directo con terce-
ros Estados como los obstáculos exclu-
sivamente nacionales, esto es, las «me-
didas puramente nacionales», ello le
lleva a dedicar un detenido análisis al
examen del espacio geográfico comuni-
tario en que se aplica el principio de
libre circulación de mercancías y la
prohibición de medidas de efecto equi-
valente, observando como la aplicación
de los arts. 30 a 36 en los ámbitos te-
rritoriales no coincide siempre con el
espacio comunitario definido en el
art. 227 TCE (art. 229 CE).

La Tercera Parte, a mi entender, la
más sugestiva y creativa, constituye un
profundo y crítico estudio de la juris-
prudencia comunitaria en la materia.
Puede ser que, a veces, no coincida to-
talmente con las valoraciones extraídas
de la jurisprudencia por la Dra. Stoffel,
pero reconozco lo detallado, riguroso y
fundado de sus conclusiones. En cinco
compactos capítulos pasa revista a la
amplísima casuística existente en la
materia, trazando a través de ella la
evolución del concepto de medidas de
efecto equivalente y sin descuidar el
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estudio de las polémicas doctrinales
surgidas al respecto. El enfoque utili-
zado es, esencialmente, cronológico
aunque sin abandonar una sistematiza-
ción de los problemas planteados, des-
tacándose los elementos intrínsecos o
criterios determinantes que permiten es-
tablecer o rechazar la existencia de una
medida de efecto equivalente desde la
óptica del efecto jurídico-económico
que producen estas medidas sobre los
intercambios intracomunitarios de mer-
cancías. El núcleo central de esta Par-
te es, pues, la determinación de cuál es
el efecto restrictivo relevante o necesa-
rio para considera que tal medida es-
tatal reúne las condiciones para que le
sea aplicable el art. 30 o el art. 34
(arts. 28 o 29 CE) y, por tanto, para de-
terminar cuando se considera que la ac-
tuación del Estado miembro a quien se
atribuye la medida es contraria al TCE.
Añadiéndose, también, la perspectiva
que, a partir de la jurisprudencia Keck
y Mithouard, tiene en cuenta tanto la
categoría de medidas como su efecto
restrictivo equivalente. Esta lectura cro-
nológica de la actividad judicial en este
terreno permite a la autora establecer
cinco grandes períodos, donde sitúa
cada una de las grandes aportaciones
del TJCE en la materia. Así, el primer
capítulo, cubre el período que va des-
de 1970 a 1979, la sentencia fundamen-
tal en estos años fue, obviamente, Das-
sonville a cuyo estudio dedica buena
parte de sus páginas, así como a las
matizaciones que la jurisprudencia pos-
terior introdujo en su famoso dictum. El
siguiente capítulo se ocupa de los años
1979 a 1985, período donde destaca
con luz propia la Sentencia Cassis de
Dijon. El tercero de estos capítulos
aborda la etapa 1985 a 1989 donde el
pronunciamiento más destacado lo

constituye la Sentencia Cinéthéque. Los
problemas derivados de la apertura de
los comercios los domingos presiden la
cuarta etapa objeto del siguiente capí-
tulo y se refiere a los años 1989 a 1993
donde la resolución clave es la pronun-
ciada en el asunto Toarfen Borough
Council. A los nuevos aires en la ma-
teria introducidos por la Sentencia Keck
y Mithouard y sus desarrollos posterio-
res se dedica fundamentalmente el úl-
timo capítulo de esta Parte, que cubre
los años 1993 a 2000. La minuciosidad
en el estudio de la infinidad de senten-
cias que examina, la presentación de-
tenida de las opiniones doctrinales que
éstas fueron suscitando y la riqueza de
las propias conclusiones de la autora
hacen, en mi opinión, la lectura de es-
tas páginas más que aconsejable.

La Cuarta y última Parte del li-
bro comentado, que da lugar a un úni-
co capítulo, se refiere a los límites al
alcance de la prohibición de medidas
de efecto equivalente, desde la doble
vertiente del art. 36 (art. 30 CE) como
excepción a la prohibición de MEE y
de la cuestión de las exigencias impe-
rativas, deteniéndose, particularmente,
en el examen de las relaciones entre
aquella disposición y estas exigencias.
Luego, se estudia en que medida las
competencias residuales unilaterales de
los Estados miembros en virtud del art.
36 desaparecen o permanecen con la
aparición de normas de armonización
de legislaciones nacionales en las mis-
mas materias; abordándose, finalmente,
para acabar, la cuestión de la delimita-
ción de la MEE con otras figuras afi-
nes en materias de libre circulación de
mercancías.

Todas estas cuestiones son tratadas
minuciosamente, en alguna ocasión, tal
vez, con excesivo detalle, fruto de la
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preocupación y seriedad investigadora
de la autora y de los muchos años de
dedicación y esfuerzo. De manera que,
a pesar de su larga extensión, en tan-
tas páginas la autora no se va de lo
esencial ni se pierde en las cuestiones
económicas, políticas o jurídicas subya-
centes. Ello hace que, como muy grá-
ficamente destaca el Prof. Diez de Ve-
lasco, en su, por varias razones, clari-
ficador Prólogo, se trate de «una obra
que no se puede leer de 'corrido',
como se dice vulgarmente, sino con
calma y tiempo» (p. 29).

Si, ciertamente, como decía al comen-

zar esta reseña, la libre circulación de
mercancías y la prohibición de las MEE
han llamado desde siempre la atención de
la doctrina y, por tanto, son numerosas
las reflexiones en la materia, es de justi-
cia, no obstante, el destacar ahora que la
obra comentada constituye uno de los
trabajos más completos, maduros, actua-
les y personales que el lector interesado
puede consultar sobre estos temas. En
este sentido, hay que saludarlo como una
valiosa aportación al estudio del Derecho
comunitario.

J. M. Sobrino
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ADAPTAR LAS INSTITUCIONES
PARA QUE LA AMPLIACIACIÓN SEA UN ÉXITO

(Dictamen de la Comisión en virtud del artículo 48 del Tra-
tado de la Unión Europea sobre la reunión de una Confe-
rencia de los representantes de los Gobiernos de los Estados
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En un futuro inmediato, el número de Estados miembros casi podría
duplicarse. La hipótesis de una primera ampliación que habría conducido
a una Unión de una veintena de Estados miembros, en la que se basaban
los resultados de la anterior Conferencia Intergubernamental está supera-
da. En el proceso de ampliación están implicados, hoy en día, trece paí-
ses candidatos.

El reto de este proceso es extender a los países europeos vecinos las
condiciones de paz, solidaridad y desarrollo económico que disfrutamos
en la actualidad, acogiéndolos en un marco institucional adecuado, clave
del éxito del proyecto europeo.

Así pues, la cuestión, simple pero fundamental, a la que nos enfrenta-
mos es saber cómo podrá efectivamente funcionar la Unión cuando cuen-
te 20, 25, o incluso 30, Estados miembros. ¿Cómo podrán las institucio-
nes seguir ejerciendo las funciones que les encomiendan los Tratados? O,
cuestión de mayor trascendencia, ¿cómo mantendrá la Unión su capaci-
dad de adopción de decisiones y su cohesión, de manera que siga siendo
posible avanzar en la construcción europea?

En la actualidad, el marco institucional presenta ya limitaciones y
ofrece algunas anomalías. Resulta poco comprensible para los ciudadanos
europeos. Precisamente porque una Unión ampliada corre peligro de resul-
tar menos coherente y menos fuerte, es preciso también reexaminar en pro-
fundidad la composición de sus instituciones y órganos y adaptar su fun-
cionamiento. La Conferencia que se va a inaugurar constituye para la
Unión la última oportunidad de poner remedio a estas deficiencias y pre-
parar las instituciones para la ampliación en curso.

En su reunión del 3 y 4 de junio de 1999 en Colonia, el Consejo Eu-
ropeo reiteró su intención de «convocar a principios del año 2000 una
conferencia de los representantes de los Gobiernos de los Estados miem-
bros para resolver las cuestiones institucionales no resueltas en Amsterdam
y que necesitan esclarecerse antes de la ampliación» e invitó a la Presi-
dencia a elaborar un informe para el Consejo Europeo de Helsinki.

A la luz del informe de la Presidencia finlandesa (Unas instituciones
eficaces para una Unión ampliada - Sugerencias para la Conferencia)
elaborado previa consulta con los Estados miembros, el Parlamento Euro-
peo y la Comisión1, el Consejo Europeo de Helsinki decidió el 10 de

1 Adaptar las instituciones para que la ampliación sea un éxito, contribución
para la preparación de la Conferencia, Comunicación presentada el 10 de noviem-
bre de 1999 (COM (99) 592).
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diciembre de 1999 que la Conferencia Intergubernamental se convocaría
en el mes de febrero de 2000.

Esta Conferencia estudiará «el tamaño y la composición de la Comi-
sión Europea, la ponderación de los votos en el Consejo, así como de otras
modificaciones necesarias de los Tratados en tanto en cuanto resulten
pertinentes respecto de los órganos europeos en relación con las citadas
cuestiones y a efectos de la puesta en práctica del Tratado de Amsterdam.
La Presidencia entrante informará al Consejo Europeo de los progresos
realizados por la Conferencia y podrá proponer la inclusión de otras cues-
tiones en el orden del día de la Conferencia».

El Consejo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 48 del Tra-
tado de la Unión Europea, envió el 17 de diciembre de 1999 al Parlamento
Europeo y a la Comisión una solicitud de dictamen sobre la reunión de
una conferencia de los representantes de los Gobiernos de los Estados
miembros con el fin de modificar los Tratados.

El presente documento constituye el dictamen de la Comisión. La Co-
misión se pronuncia en favor de la convocatoria de una Conferencia ínter-
gubernamental con el fin de modificar los Tratados.

El presente dictamen se ha elaborado de conformidad con las orienta-
ciones definidas por la Comisión en la contribución que aprobó el 10 de
noviembre de 1999 con vistas al Consejo Europeo de Helsinki. Sobre la
base del mismo tomarán posición los representantes de la Comisión a lo
largo de la Conferencia.

Se prevé que esta Conferencia dure once meses. El presente dictamen
contiene ya, por lo que se refiere a algunos temas y en la medida en que
ha sido posible, habida cuenta del estado de las reflexiones, algunas pro-
puestas de modificación de los artículos pertinentes de los Tratados, que
la Comisión somete a la Conferencia. En su momento, la Comisión pre-
sentará otras contribuciones para precisar determinadas propuestas del pre-
sente dictamen. Deseosa de que la Conferencia conduzca a una reforma
en profundidad de las instituciones europeas, la Comisión declara su in-
tención de apoyar plenamente a las Presidencias del Consejo que asumi-
rán la responsabilidad de dirigir sus trabajos.

* * *

El Consejo Europeo de Helsinki solicitó a la Presidencia portuguesa
que informara al Consejo Europeo de los progresos realizados por la Con-
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ferencia; la Presidencia podrá proponer la inclusión de otras cuestiones en
el orden del día de la Conferencia.

La Comisión recuerda que el Consejo Europeo deberá, en cualquier
caso, pronunciarse durante el año 2000 sobre la inclusión de una serie de
temas en el Tratado, en particular sobre los dos temas siguientes:

— de acuerdo con las conclusiones del Consejo Europeo de Colonia,
se ha constituido un órgano para elaborar una Carta de los dere-
chos fundamentales de la Unión Europea. Hasta la fecha no se ha
tomado ninguna decisión sobre la cuestión de si la Carta puede in-
tegrarse en los Tratados y, en su caso, sobre la de cómo llevar a
cabo dicha integración.

— El Consejo Europeo de Helsinki adoptó dos informes de la Presi-
dencia sobre el desarrollo de la capacidad de la Unión para la ges-
tión militar y no militar de las crisis como parte de una política
europea común de seguridad y defensa reforzada. Se encargó a la
Presidencia portuguesa la presentación al Consejo Europeo de Feira
de un informe global con una indicación acerca de si se considera
necesaria una modificación de los Tratados.

La Comisión considera, además, que la propuesta2 de organizar los
Tratados en dos sectores (los textos básicos, por un lado, y los textos de
aplicación, de carácter menos fundamental, por otro) presenta gran inte-
rés. Los textos de los Tratados resultarían más sencillos y más fácilmente
legibles, lo que generalmente se considera una necesidad; además, mediante
tal distinción, sería posible prever para la modificación de los textos de
aplicación un procedimiento menos rígido que el previsto actualmente para
la revisión de los Tratados y mejor adaptado a la perspectiva de la casi
duplicación del número de Estados miembros. La Comisión ha decidido
examinar la viabilidad de tal refundición de los Tratados y ha encargado
un estudio al Instituto Universitario Europeo de Florencia. En función del

2 La Comisión ya había señalado en su dictamen para la Conferencia Intergu-
bernamental precedente la necesidad de distinguir entre disposiciones fundamenta-
les del Tratado y las que no presentan este carácter para poder modificar éstas últi-
mas «según un sistema menos vinculante que el actualmente en vigor». Esta propuesta
figura en el informe de los Sres. Dehaene, von Weizsácker y Lord Simón («Im-
plicaciones institucionales de la ampliación» - informe presentado el 18 de octubre
de 1999 a la Comisión Europea).
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resultado de este estudio, la Comisión se reserva la posibilidad de pre-
sentar a la Conferencia propuestas sobre esta cuestión.

CAPÍTULO 1

PAPEL, FUNCIONAMIENTO Y COMPOSICIÓN
DE LAS INSTITUCIONES Y ÓRGANOS DE LA UNIÓN EUROPEA

1. INTRODUCCIÓN

La composición de una institución no es, o no debería ser, sino el ló-
gico resultado del examen del papel que desempeña en la Unión y de la
necesidad de garantizar su funcionamiento eficaz.

El papel de cada institución está claramente definido en los Tratados.
Existe un consenso sobre el hecho de que la Conferencia no tiene por
objeto modificar las funciones y competencias de las instituciones: debe
mantenerse el equilibrio institucional actual. En cualquier caso, la Comi-
sión considera que la Conferencia debería conducir a una reflexión más
general sobre la legitimidad democrática del sistema europeo y, en parti-
cular, sobre la naturaleza de su ejecutivo, de manera que se garantice que
las modificaciones que la Conferencia aporte responderán sin ambigüeda-
des a la aspiración de una mayor democratización del marco institucional
de la Unión.

En cambio, la ampliación exige adaptar el funcionamiento de las ins-
tituciones si se quiere garantizar su eficacia en una Unión cuyo número
de Estados miembros ha de duplicarse. Los Tratados sólo regulan los prin-
cipios básicos del funcionamiento de las instituciones, por lo que incum-
be, pues, a cada institución proceder, por sí misma, a las reformas inter-
nas necesarias. Algunas de ellas ya han iniciado este proceso de adaptación
de sus estructuras y métodos de trabajo. Con independencia de estas re-
formas, la Conferencia deberá examinar en qué medida será necesario
modificar los Tratados para que este proceso de reforma sea completo.

La composición de las distintas instituciones deberá determinarse úni-
camente en función de su papel y su funcionamiento.

El presente dictamen se sitúa en la perspectiva de la Unión Europea
ampliada a todos los países candidatos. Puede ocurrir que todos estos países
no se adhieran al mismo tiempo, por lo que, en función del calendario de
las sucesivas adhesiones, la Conferencia deba definir las oportunas moda-
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lidades y las eventuales disposiciones transitorias para la composición de
las instituciones y los órganos de la Unión en el período intermedio. Es-
tas secuencias podrían ser objeto de declaraciones anejas al Tratado que
se elaborará por la Conferencia.

2. PARLAMENTO EUROPEO

El Parlamento Europeo es la institución en la que están representados
los pueblos de los Estados reunidos en la Comunidad. El papel del Parla-
mento se deriva de las funciones que le asignan los Tratados. El Tratado
constitutivo de la Comunidad Europea lo hace colegislador en muchos
ámbitos. En otros, debe emitir dictámenes conformes o consultivos. El
Parlamento representa, junto con el Consejo, la autoridad presupuestaria
y lleva a cabo el control político de la Comisión.

La Conferencia no tiene por objeto modificar el papel y las compe-
tencias de las instituciones. La Comisión considera, no obstante, que, res-
pecto de las decisiones de carácter legislativo, sería conveniente estable-
cer un vínculo entre mayoría cualificada y procedimiento de codecisión.
Esto sirve tanto para las decisiones legislativas de sectores en los que hoy
en día se aplica la mayoría cualificada como para la futura ampliación del
ámbito de la mayoría cualificada. La consecuencia de este enfoque es re-
forzar el papel del Parlamento Europeo como colegislador. Esta cuestión
será analizada en profundidad en la sección 11 del capítulo 2 del presente
dictamen.

Por lo que se refiere al funcionamiento del Parlamento Europeo, la
Comisión considera que puede adaptarse a la perspectiva de la ampliación
sin modificación de los Tratados, mediante adaptaciones de su reglamen-
to interno, que deberán llevarse a cabo por el propio Parlamento. Recuer-
da, no obstante, la urgencia de fijar el estatuto y las condiciones genera-
les de ejercicio de las funciones de los miembros del Parlamento Europeo,
de conformidad con lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 190 del
Tratado CE.

El Tratado de Amsterdam ya reguló en parte la cuestión de la compo-
sición del Parlamento Europeo, al establecer expresamente en el artículo
189 del Tratado CE que «el número de miembros del Parlamento Europeo
no excederá de setecientos». Esta cifra responde a una doble exigencia:
garantizar la representación del pueblo y mantener una dimensión compa-
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tibie con el ejercicio eficaz de sus competencias. La anterior Conferencia,
a propuesta del propio Parlamento Europeo, consideró que el justo equili-
brio entre estas distintas exigencias se lograba fijando un límite máximo
de 700 diputados europeos. La Comisión propone mantener esta cifra.

El apartado 2 del artículo 190 del Tratado CE establece el número de
miembros del Parlamento Europeo que se eligen actualmente en cada Es-
tado miembro. El total es de 626 diputados. Es probable que, con las pri-
meras adhesiones, se supere el límite máximo de 700 diputados europeos
si el número de diputados elegidos en los países adherentes se fija según
las modalidades aplicadas hasta ahora. Por lo tanto, para respetar el lími-
te de 700 diputados europeos, es inevitable una revisión de este método,
como ya lo había previsto la Resolución del Parlamento Europeo del 10
de junio de 19923.

La Comisión considera que corresponde al Parlamento proponer nue-
vas modalidades de reparto de escaños. A título orientativo, la Comisión
somete a la reflexión las siguientes consideraciones:

Dentro del límite de 700, debe garantizarse un nivel mínimo de repre-
sentación de la población de cada Estado miembro.

Cabe recordar que la composición actual del Parlamento Europeo se
decidió por el Consejo Europeo de Edimburgo de los días el 11 y 12 de
diciembre de 1992, sobre la base de una propuesta de Parlamento, habida
cuenta de la unificación de Alemania y desde la perspectiva de la am-
pliación a algunos países de la AELC. Esta propuesta del Parlamento
Europeo, presentada el 10 de junio en el informe y la Resolución antes
citados, se basaba en el principio de proporcionalidad regresiva4. Esta fór-
mula se utilizó también para determinar el número de diputados que de-
bían ser elegidos en Austria, Finlandia y Suecia, si bien se adaptó ligera-
mente la cifra que habría resultado de la aplicación estricta de la fórmula.

Hay que revisar esta fórmula:

3 Informe De Gucht - Resolución A3-0186/92, DO 1992, C 176/72.
4 La determinación del número de escaños por Estado miembro propuesta por

el Parlamento Europeo respondía a la siguiente fórmula: atribución de 6 escaños a
cada Estado miembro, cualquiera que sea su población, asignación, a continuación,
de un escaño suplementario por tramo de 500.000 habitantes para un número de
habitantes entre 1 y 25 millones, asignación de un escario suplementario por tramo
de un millón de habitantes para un número de habitantes entre 25 y 60 millones,
asignación finalmente de un escaño suplementario por tramo de dos millones de
habitantes más allá de 60 millones. No obstante, esta fórmula no se ha aplicado de
manera matemáticamente exacta.

311



DOCUMENTACIÓN

— Se podría pensar en un reparto de escaños entre los Estados miem-
bros sobre la base de una proporcionalidad estricta, en función de
la población de cada Estado. La Comisión considera, no obstante,
que esta hipótesis no es realista en la fase actual de la integración
política de la Unión.

— Una opción podría consistir en presentar una versión revisada de
la fórmula en la que se inspiró la decisión de 1992, manteniendo
el principio de proporcionalidad regresiva, pero partiendo de un mí-
nimo de diputados europeos más bajo y asignando menos escaños
per capita y/o adaptando las categorías. Con todo, hay que tener
en cuenta que el elemento de proporcionalidad regresiva disminui-
ría, más que en el pasado, la representación en el Parlamento Eu-
ropeo de la población de los Estados miembros más poblados, pues-
to que la fórmula, incluso con adaptaciones, seguirá favoreciendo
a los otros Estados miembros, en particular, los que tienen una
población de tamaño medio.

— Otra opción podría ser, pues, proceder a una reducción lineal del
número de escaños que se asignan según la fórmula utilizada has-
ta ahora: el proceso de ampliación tendría entonces el mismo im-
pacto relativo en el reparto del número de diputados. El coeficien-
te de reducción lineal debería calcularse en cada adhesión, en
función de la relación entre el límite de 700 y el número teórico
total de diputados europeos a que llevaría la fórmula actual, tanto
por lo que se refiere a los Estados miembros actuales como a los
nuevos miembros.

Por último, la Comisión considera que para la Unión sería de gran
interés que una serie de diputados europeos se eligieran a partir de lis-
tas europeas, presentadas en toda la Unión al conjunto de los electores
europeos. Los electores deberían entonces emitir dos votos: uno de carác-
ter nacional y otro para el contingente de diputados que debe elegirse de
estas listas europeas. El número de diputados que deben elegirse con
carácter nacional se calcularía, pues, después, previa deducción propor-
cional del número de escaños necesarios para constituir este contingente
«europeo».

Esta manera de organizar las elecciones europeas impulsaría el desa-
rrollo de partidos políticos al nivel europeo y facilitaría la presencia en el
Parlamento Europeo de diputados que pueden hacer valer una base políti-
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ca europea y no solamente nacional. Las disposiciones del Tratado relati-
vas a los partidos políticos europeos encontrarían de ese modo una apli-
cación concreta.

En consecuencia, la Comisión propone a la Conferencia:

• mantener el número máximo de 700 diputados europeos;
• invitar al Parlamento Europeo a elaborar un método de asigna-

ción de diputados por Estado miembro habida cuenta de este lí-
mite;

• examinar la posibilidad de elegir a una serie de diputados a par-
tir de listas presentadas en el conjunto de la Unión.

3. CONSEJO

El Consejo es la institución de la Unión en la que están representados
los Gobiernos de los Estados miembros que forman esta Unión.

Desde el origen, el Consejo es el legislador de la Comunidad. Con los
Tratados de Maastricht y Amsterdam, ha pasado a ser, en muchos ámbi-
tos, colegislador con el Parlamento Europeo. Es la institución preponde-
rante en la definición y aplicación de la Política Exterior y de Seguridad
Común y la cooperación policial y judicial en materia penal. El Consejo
es, junto con el Parlamento Europeo, la autoridad presupuestaria.

El Consejo está compuesto por un representante de cada Estado miem-
bro. La reformulación por el Tratado de Maastricht de la disposición en
cuestión (el actual artículo 203 del Tratado CE), según la cual el Consejo
está compuesto «por un representante de cada Estado miembro con rango
ministerial, facultado para comprometer al Gobierno de dicho Estado miem-
bro», permite, por otro lado, a cada Estado miembro, cualquiera que sea
su organización, respetar las exigencias de su ordenamiento constitucio-
nal interno. Con todo, la ampliación planteará importantes dificultades para
el funcionamiento del Consejo y requerirá llevar a cabo distintos ajustes
de importancia para hacer frente a una serie de cuestiones concretas.

El Consejo procedió a un profundo examen de su funcionamiento con
la perspectiva de la ampliación sobre la base del informe presentado por
la Secretaría General del Consejo en marzo de 1999. En su reunión de
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Helsinki (9-10 de diciembre de 1999), el Consejo Europeo aprobó una serie
de dichas recomendaciones, que no requieren ninguna modificación de los
Tratados. Sin embargo, no hay que excluir que la Conferencia examine
algunos cambios más profundos, que sí requieran una modificación de los
Tratados.

4. COMISIÓN

a) Papel y funcionamiento de la Comisión

En la estructura institucional implantada por los Tratados, la Comisión
Europea constituye, sin duda, el elemento más original. En ninguna otra
organización internacional o marco de cooperación entre países existe una
institución de este tipo. Ni es la expresión de la cooperación internacio-
nal ni emana de una elección. Se creó para defender, con total indepen-
dencia, el interés europeo. Es responsable colegiadamente ante el Parla-
mento Europeo.

Sobre este último punto, conviene recordar que el Tratado de Ams-
terdam confió al Presidente la función de definir las orientaciones políti-
cas de la Comisión; los miembros de la Comisión son nombrados de co-
mún acuerdo con el Presidente designado. Estas nuevas responsabilidades
del Presidente se han traducido, entre otras cosas, en el compromiso po-
lítico de los miembros de la Comisión actual de dimitir si así se lo pide
el Presidente. La Comisión propone que se formalice este compromiso
en el Tratado, para reforzar la responsabilidad política colegiada de la
Comisión.

Las funciones encomendadas a la Comisión por los Tratados son múl-
tiples: la Comisión es el motor de la construcción europea por su dere-
cho exclusivo de iniciativa en materia de legislación comunitaria. Es la
«guardiana de los Tratados». La Comisión es el ejecutivo comunitario, lla-
mado a adoptar las medidas de ejecución, ejecutar el presupuesto y ges-
tionar las políticas y programas comunitarios. Representa a la Comunidad
y conduce las negociaciones internacionales.

El funcionamiento de la Comisión reposa en el principio de colegia-
lidad, que significa que cada miembro de la Comunidad participa de la
misma manera, cualquiera que sea el Estado miembro cuya nacionalidad
posea, en la preparación de las propuestas y la adopción de decisiones.
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Estas decisiones comprometen colegiadamente a todos los miembros del
Colegio.

No hay duda de que la gestión de la colegialidad en una Comunidad
de veinte miembros entraña algunas dificultades (debates frecuentemente
desarrollados como en el Consejo, en forma de rondas de intervenciones)
y rigideces administrativas. La Comisión adopta miles de decisiones cada
año, unas 200 a la semana. La Comisión está procediendo en la actuali-
dad a importantes reformas de su organización, que han de hacer posible,
mediante la modernización de sus métodos de trabajo y de sus procedi-
mientos, una auténtica toma de decisiones colegiada, previéndose, al mis-
mo tiempo, un recurso más amplio a las habilitaciones en determinados
ámbitos, bajo las condiciones y dentro de los límites que se fijen por el
Colegio. Esta reforma merece ser estudiada ya desde ahora, independien-
temente de la futura composición de la Comisión. Se impondrá a fortiori
si aumenta el número actual de Comisarios.

Para la Comisión, la colegialidad es efectivamente una fuente funda-
mental de legitimidad de sus actos ya que la Comisión, aunque sea polí-
ticamente responsable ante el Parlamento, no emana directamente de una
elección, al contrario que otros ejecutivos.

En una Unión ampliada, será más difícil y más necesaria, a la vez,
la misión de coherencia y de unidad que corresponde a la Comisión: será
preciso preservar su capacidad de actuación.

b) Composición de la Comisión

La Comisión se ha concebido, desde los orígenes, como la institución
garante del interés colectivo y así sigue funcionando. Con este fin, los
autores de los Tratados no hicieron de los Comisarios unos «representan-
tes» de los Gobiernos de los Estados miembros, función que corresponde
a los miembros del Consejo de Ministros. Al contrario, establecieron que
«los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones con absoluta inde-
pendencia y en interés general de la Comunidad» y «no solicitarán ni acep-
tarán instrucciones de ningún Gobierno» (apartado 2 del artículo 213 CE)

El funcionamiento de la Comisión como colegio está directamente vin-
culado al número de Comisarios que forman dicho colegio. Según los tér-
minos del artículo 213 del Tratado CE, «la Comisión deberá comprender
al menos un nacional de cada uno de los Estados miembros, sin que el
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número de miembros en posesión de la nacionalidad de un mismo Estado
pueda ser superior a dos.» Desde el principio, la Comisión ha estado com-
puesta de dos miembros designados por cada uno de los Estados miem-
bros más poblados y de un miembro designado por cada uno de los res-
tantes Estados miembros.

Una vez que los 13 países actualmente candidatos se hayan adherido,
el sistema actual llevaría a una Comisión de 35 miembros, es decir, casi
cuatro veces más que en el origen.

La Comisión considera, no obstante, que la opción fundamental con-
siste en decidir si la Comisión deberá en el futuro componerse de un na-
cional de cada Estado miembro, cualquiera que sea el número de estos
Estados miembros, o si razones de peso justifican que se adopte otra so-
lución.

La Comisión juzga necesario plantear de nuevo esta cuestión, cuando
se prepara, no una ampliación limitada a cuatro o cinco países, sino la
duplicación del número de los Estados miembros. Considera que es ahora
cuando debe plantearse y resolverse esta cuestión puesto que es poco pro-
bable que posteriormente se abandone la solución que se acuerde en la
próxima Conferencia Intergubernamental, aun cuando esta solución se pre-
sentara como provisional.

Sí la Comisión comprende un número de Comisarios inferior al de
Estados miembros, hay que definir desde ahora las modalidades de desig-
nación de los miembros del Colegio.

Si la Comisión comprende un nacional de cada uno de los Estados
miembros, cualquiera que sea el número de Estados, la cuestión a la que
hay que responder ahora es la de cómo la Comisión podrá funcionar efi-
cazmente con 28 miembros, o incluso más, si se abre la perspectiva a otros
países europeos. Esta opción exige la adopción de importantes decisiones
sobre la estructura de la asamblea de los Comisarios y los poderes de su
Presidente.

OPCIÓN 1.—La Comisión se compone de un número fijo de Comisarios,
inferior al número futuro de Estados miembros

En la contribución que adoptó el 10 de noviembre de 1999 con vistas
al Consejo Europeo de Helsinki, la Comisión señaló que su actual fun-
cionamiento, «con la nueva facultad de orientación política reconocida a
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su Presidente y con unas deliberaciones de carácter colegial que se resuel-
ven por una mayoría simple de sus componentes, supone un factor de
equilibrio fundamental que, caso de que se aumentara el número de Co-
misarios, podría verse en peligro». La Comisión consideraba primordial
que con motivo de la ampliación «se preserve tanto el carácter colegiado
como la eficacia y el modo de decisión de una institución cuya vocación
es representar, con total independencia, el interés de todos, así como ar-
bitrar entre los diferentes objetivos de los Tratados.»

Esta posición tiene en cuenta la profunda diferencia que existe entre
el papel y el funcionamiento de la Comisión y los de un Gobierno nacio-
nal, cuya cohesión se basa en la pertenencia a una misma tendencia polí-
tica o en intereses de coalición y se apoya en una mayoría parlamentaria
para la realización de su programa político. Esto explica que los Gobier-
nos nacionales puedan comprender un número elevado de Ministros sin que
por ello se debilite su capacidad de acción. Evidentemente, el sistema
institucional de la Unión excluye una solución de este tipo en el estadio
actual de desarrollo. Es el funcionamiento colegiado de la Comisión lo que
garantiza tanto su coherencia como su legitimidad.

Si lo que se pretende es preservar el funcionamiento colegiado, lo que
convendría en el futuro Tratado es estabilizar el número de miembros de
la Comisión al nivel actual y definir las modalidades de designación de
los Comisarios.

Sobre este punto se han apuntado varias soluciones, por ejemplo, la
de dejar exclusivamente al Presidente de la Comisión la responsabilidad
de formar el Colegio, teniendo en cuenta las relaciones de cooperación que
determinados Estados miembros mantienen ya con sus vecinos fuera del
marco del Tratado. Esta solución no es satisfactoria porque crearía ten-
siones entre los Estados miembros en cada nueva formación del Colegio.

En esta hipótesis, la única solución realmente equitativa es, pues, la
de prever en el Tratado un sistema de rotación que respete una estricta
igualdad entre los Estados miembros a partir de un orden preestablecido.
Mediante este orden de rotación se debería garantizar una composición de
la Comisión equilibrada desde el punto de vista geográfico y desde el del
tamaño relativo de los Estados cuya nacionalidad posean sus miembros.

En una Unión de 28 miembros, y con un límite de 20 Comisarios,
ninguna nacionalidad estaría ausente de la Comisión durante dos manda-
tos sucesivos. Cada país podría proponer un Comisario en 5 de cada 7
formaciones del Colegio.
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OPCIÓN 2.—La Comisión se compone de un nacional de cada uno de
los Estados miembros y su estructura se modifica profundamente para

preservar su eficacia

El informe de la Presidencia del Consejo Europeo de Helsinki consi-
dera que una Comisión compuesta de un nacional de cada uno de los Es-
tados miembros sería «la mejor garantía de su legitimidad».

En efecto, es indiscutible que la presencia en el Colegio de una per-
sonalidad procedente de cada Estado miembro facilita el diálogo con los
ciudadanos de la Unión y hace posible una mejor comprensión del papel
que la Comisión desempeña en la integración europea. Sin embargo, esta
percepción no debería conducir a asimilar una Comisión compuesta como
el Consejo a otro sistema de representación de los Estados miembros.

Si la Conferencia retuviera esta opción, debería realizarse simultánea-
mente una importante reestructuración de la Comisión. Algunas fórmulas
ya se evocaron en la anterior Conferencia Intergubernamental. A pesar de
las numerosas variantes, dichas fórmulas presentan puntos comunes y to-
das afectan considerablemente al funcionamiento colegiado de la Comi-
sión. En esta hipótesis habría que contemplar:

— un incremento significativo de los poderes del Presidente para atri-
buir, o no, carteras y servicios a los miembros de la Comisión. De
ello se deriva que algunos Comisarios pudieran tener sólo misio-
nes puntuales. La decisión al respecto correspondería al Presidente

— la posibilidad de que algunos Comisarios coordinen y dirijan la ac-
tuación de algunos de sus colegas, sobre quienes tendrían autori-
dad; lo más lógico sería la atribución, con tal fin, en el Tratado de
poderes específicos a los Vicepresidentes, cuyo número podría ser
más elevado que el previsto actualmente en el Tratado

— un amplio poder de dirección política para el Presidente. Éste ten-
dría un voto de calidad en las deliberaciones de la Comisión y el
poder de oponerse a las iniciativas que considerara inoportunas, así
como la capacidad de destituir a los miembros de la Comisión

— nuevas normas por las que los Comisarios puedan adoptar, en nom-
bre de la Comisión o bajo su propia responsabilidad, decisiones de
gestión corriente.

Estas reestructuraciones parecen indispensables a todas luces, tanto para
contrarrestar el efecto de disolución derivado del aumento del número de
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Comisarios como para lograr que una Comisión compuesta de la misma
manera que el Consejo conserve un papel diferenciado, por su capacidad
de definir y promover el interés general de la Europa ampliada.

La Comisión propone a la Conferencia:

• revisar la composición de la Comisión mediante la fijación del
número de Comisarios bien en 20, con un sistema de rotación
institucionalizado en el Tratado que respete una estricta igualdad
entre los Estados miembros bien en un Comisario por Estado
miembro, junto con medidas mediante las que se reorganice pro-
fundamente la Comisión

• formalizar los compromisos contraídos actualmente por cada Co-
misario de dimitir, si así se lo pide el Presidente.

5. SISTEMA JURISDICCIONAL DE LA UNIÓN

a) El Tribunal de Justicia y el Tribunal de Primera Instancia

El Tribunal de Justicia es una institución fundamental en la Unión: debe
garantizar el respeto de Derecho en la interpretación y aplicación del pre-
sente Tratado (art. 220 del Tratado CE).

La Comisión considera necesario, no sólo para preparar la ampliación
sino también para hacer frente a la actual sobrecarga de trabajo de los
órganos jurisdiccionales comunitarios, que la Conferencia examine la com-
posición y el funcionamiento del Tribunal de Justicia y del Tribunal de
Primera Instancia.

En efecto, los retrasos en los juicios del Tribunal de Justicia y del TPI,
tal como reflejan las estadísticas elaboradas por los órganos jurisdiccio-
nales comunitarios, demuestran que, a pesar de los esfuerzos llevados a
cabo por ella, esta institución ya ha llegado al límite de su capacidad de
juzgar. Con la ampliación no estará ciertamente en condiciones de hacer
frente, dentro de plazos satisfactorios, al incremento de su carga de tra-
bajo. Esta situación es preocupante en una Comunidad de Derecho, tan
sólo diez años después de entrar en funciones el TPI, y en vísperas de la
siguiente ampliación.
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Tal como se indica en el documento de reflexión del Tribunal de Jus-
ticia y del TPI sobre el futuro de las competencias comunitarias en mate-
ria judicial, publicado el 10 de mayo de 1999 con vistas á la Conferencia
Intergubernamental, conviene señalar que la naturaleza de la constante
sobrecarga de trabajo de los órganos jurisdiccionales comunitarios ha va-
riado desde el Tratado de Amsterdam: los órganos jurisdiccionales comu-
nitarios deben efectivamente ejercer las nuevas competencias especializa-
das que les han conferido o les conferirán los Tratados.

Esta constatación se impone por su propio peso: es preciso revisar, en
profundidad si fuere necesario, unas estructuras concebidas en los orígenes
para seis Estados miembros, si se quiere que los órganos jurisdiccionales
comunitarios estén en condiciones de ejercer plenamente el conjunto de
sus misiones. A tal efecto, habrá que tomar en consideración determinados
parámetros, por ejemplo, la necesidad de garantizar una protección juris-
diccional eficaz y la de mantener la calidad y la coherencia de la juris-
prudencia, así como asegurar su respeto en todo el territorio de la Unión.

Con objeto de disponer de una opinión experta e independiente sobre
estas cuestiones del futuro de la jurisdicción comunitaria, la Comisión ha
confiado a un grupo de reflexión presidido por Ole Due, antiguo Presi-
dente del Tribunal de Justicia, la tarea de definir las diferentes opciones
para responder a estos retos. El informe de este grupo, que se elaborará
en estrecha cooperación con el Tribunal de Justicia y el Tribunal de Pri-
mera Instancia, se enviará a la Comisión a finales de enero.

A partir de esta base, la Comisión presentará ulteriormente una con-
tribución específica sobre este tema. Será necesario reexaminar, en algu-
nos casos, las actuales competencias del Tribunal de Justicia, en particu-
lar, para que pueda intervenir en caso de recursos sobre expedición de
títulos comunitarios de propiedad intelectual con plena jurisdicción en ma-
teria de litigios relativos a este tipo de derechos.

b) Protección de los intereses financieros de la Comunidad

La Comisión está convencida de la urgente necesidad de que la Co-
munidad se dote de medios realmente eficaces para luchar contra el frau-
de y defender los intereses financieros de la Comunidad.

La creación de la OLAF representa, sin duda, un gran avance en la
detección de las infracciones. Sin embargo, su enjuiciamiento penal pre-
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supone una cooperación entre quince sistemas judiciales que aplican unas
normas de fondo y de procedimiento diferentes. En efecto, por definición,
los fraudes son a menudo transfronterizos. En cambio, las autoridades
policiales y judiciales nacionales sólo pueden actuar en el territorio na-
cional; por otro lado, los métodos clásicos de colaboración judicial y co-
operación entre policías siguen siendo rígidos y, a menudo, inadecuados
para luchar eficazmente contra los fraudes transfronterizos. Además, la
experiencia demuestra las dificultades existentes para que las investigacio-
nes administrativas desemboquen, en caso de necesidad, en un proceso
penal.

La Comisión, por consiguiente, sugiere que se completen las disposi-
ciones actuales con una base jurídica con vistas a implantar un sistema
de normas relativo a:

— las infracciones y las penas aplicadas
— las disposiciones de procedimiento necesarias para el enjuiciamiento

de dichas infracciones
— las disposiciones sobre las atribuciones y las funciones de un Mi-

nisterio Fiscal Europeo encargado de la investigación, en el con-
junto del territorio europeo, de los casos de fraude y de su remi-
sión ante los órganos jurisdiccionales nacionales.

De este modo, los tribunales nacionales, en su calidad de jueces de
Derecho comunitario, aplicarían a esta categoría concreta de infracciones
las mismas reglas, una vez incorporadas en el ordenamiento jurídico na-
cional, como ya aplican hoy en día las normas de Derecho comunitario
en todos los ámbitos del Tratado CE.

La Comisión propone a la Conferencia:

• completar las disposiciones actuales relativas a la protección de
los intereses financieros de la Comunidad con una base jurídica
mediante la que se cree un Ministerio Fiscal Europeo y se pue-
dan adoptar normas relativas al enjuiciamiento penal de los frau-
des transfronterizos.
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6. TRIBUNAL DE CUENTAS

Creado por el Tratado de 22 de julio de 1975, por el que se modifi-
can determinadas disposiciones financieras, el Tribunal de Cuentas ejerce
el control de las cuentas de las Comunidades Europeas y de algunos or-
ganismos creados por la Comunidad. Examina la legalidad y regularidad
de los ingresos y gastos y garantiza la buena gestión financiera. Como la
Comisión es la que ejecuta el presupuesto de las Comunidades (artículo
274 del Tratado CE), el papel del Tribunal de Cuentas esencialmente con-
siste en ejercer el control de las actividades de la Comisión.

La función de los miembros del Tribunal de Cuentas es dirigir las ac-
tividades de control efectuadas por los agentes de esta institución, redac-
tar informes anuales y especiales y emitir dictámenes para las restantes
instituciones. Estos informes y dictámenes se aprueban por mayoría de los
miembros. Los miembros del Tribunal de Cuentas deben ejercer sus fun-
ciones con absoluta independencia y no pueden solicitar ni aceptar ins-
trucciones de ningún Gobierno.

El Tribunal de Cuentas se compone actualmente de quince miembros. Se
nombran para un período de seis años; su mandato es renovable. Aunque el
Tratado no impone que el Tribunal de Cuentas esté compuesto de un nacio-
nal de cada uno de los Estados miembros, así ha ocurrido siempre en la prác-
tica. En consecuencia, y sin que se haya llevado a cabo una evaluación en
profundidad de sus funciones y necesidades, siempre se ha aumentado el nú-
mero de miembros del Tribunal de Cuentas en cada nueva adhesión.

La Comisión considera que procede romper ahora con esta práctica para
poder preservar la eficacia de esta institución. Aunque el presupuesto de
las Comunidades aumenta con cada etapa de ampliación, de ello no se
deriva un aumento equivalente de los controles que deben efectuarse ni
de los informes que deben redactarse. La Comisión no considera necesa-
rio un aumento del número de miembros del Tribunal.

En efecto, la naturaleza de las funciones de los miembros del Tribu-
nal aboga en favor de una estabilización o, incluso, una disminución de
su número, habida cuenta de que no existen razones realmente convincentes
que justifiquen el nombramiento de un nacional de cada Estado miembro.

La Comisión considera que el número de miembros del Tribunal de
Cuentas podría fijarse en doce. La Comisión propone designar a los miem-
bros del Tribunal de Cuentas por un sistema de rotación, que sólo puede
funcionar si su mandato no es renovable.
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En consecuencia, la Comisión propone a la Conferencia:

• fijar el número de miembros del Tribunal de Cuentas en doce
• prever que su mandato de seis años no sea renovable.

7. COMITÉ ECONÓMICO Y SOCIAL

El Comité Económico y Social fue instituido por el Tratado CEE con
el fin de asociar los distintos intereses económicos y sociales a la realiza-
ción del mercado común. El Comité Económico y Social emite dictáme-
nes consultivos para las restantes instituciones en los casos previstos por
el Tratado, en particular, en el marco del procedimiento legislativo. El
Comité puede pronunciarse en otros casos a petición de las restantes ins-
tituciones y por propia iniciativa.

En su origen, la función del Comité Económico y Social era comple-
tar la función consultiva de la asamblea parlamentaria de la Comunidad,
compuesta en la época por delegados de los Parlamentos nacionales. La
situación actual es obviamente muy diferente, con un Parlamento Euro-
peo elegido por sufragio universal directo y dotado de amplios poderes
de colegislador. En este contexto y, habida cuenta de la evolución de la
Unión, la Comisión recomienda que la Conferencia examine las funcio-
nes del Comité y adapte su composición a sus funciones. El Comité Eco-
nómico y Social podría, por ejemplo, reforzar su papel como marco de
concertación entre los interlocutores sociales y económicos.

La Comisión considera que el Comité debería ser más representativo
de los distintos componentes de la sociedad civil de la Unión Europea
considerada en su conjunto y en las distintas dimensiones geográficas. Esto
supone una reflexión sobre la representación de la sociedad civil y sobre
los medios de completar, en este sentido, la representación por sectores
prevista por el Tratado (artículo 257). En ese caso habría igualmente que
examinar la designación de representantes por los Estados miembros.

El Comité Económico y Social, así reformado, podría servir de enlace
con la sociedad civil. Deberían reconsiderarse sus funciones en cuanto a
dictámenes legislativos y adaptarse los textos del Tratado con el fin de dejar
al Comité la libertad de evaluar la conveniencia de emitir un dictamen sobre
las propuestas. No experimentaría cambios la facultad de las instituciones
europeas de solicitar un dictamen al Comité.
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Actualmente el Comité se compone de 222 miembros, nombrados por
cuatro años; su mandato es renovable. Los puestos se reparten entre los
Estados miembros (entre 6 y 24 miembros por Estado). Una extrapolación
del número de miembros, sobre la base de la atribución actual de pues-
tos, llevaría, con la perspectiva de una Unión de 28 miembros, a un Co-
mité Económico y Social compuesto de cerca de 370 miembros. La Co-
misión considera que el número total de los miembros del Comité debería
fijarse en un nivel que le permitiera conservar un funcionamiento eficaz,
lo que supone la estabilización del número de sus miembros en torno al
nivel actual.

En consecuencia, la Comisión propone a la Conferencia:

• hacer el Comité Económico y Social más representativo de la so-
ciedad civil de la Unión Europea

• reexaminar, en consecuencia, la distribución de los puestos ex-
clusivamente por Estados miembros y por sectores socio-econó-
micos

• dejar al Comité la libertad de evaluar la oportunidad de emitir
un dictamen sobre las propuestas legislativas

• estabilizar el número de sus miembros en torno al nivel actual.

8. COMITÉ DE LAS REGIONES

El Comité de las Regiones es un Comité de carácter consultivo com-
puesto por representantes de los entes regionales y locales. Fue creado por
el Tratado de Maastricht y actualmente está formado por 222 miembros.

La función del Comité de las Regiones es expresar al nivel europeo
los intereses de los entes regionales y locales y promover la integración
europea entre las regiones. En una Unión ampliada la cooperación entre
regiones adquirirá mayor importancia, así como será más importante la
evaluación del impacto de las legislaciones propuestas al nivel regional.
El papel consultivo del Comité de las Regiones conserva, pues, todo su
interés.

A diferencia de lo que ocurre con el Comité Económico y Social, el
reparto de los puestos por Estados miembros sigue siendo apropiado para
el Comité de las Regiones, a los efectos de la representación de las auto-
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ridades públicas regionales y locales de los Estados miembros. Sería con-
veniente que los miembros del Comité sigan estando vinculados a dichos
entes por un mandato político electivo.

No obstante, conviene examinar el reparto de los puestos por Estados
miembros que, hoy en día, no refleja de manera suficiente la dimensión y
la población de las regiones en cuestión. Una extrapolación del sistema
actualmente utilizado conduciría, en una Unión de 28 miembros, a un
Comité de las Regiones de cerca de 370 miembros, de los cuales sólo 142
para los siete países más poblados, que representan más de un 70% de la
población de la Unión.

Sin debilitar la eficacia actual del funcionamiento de este comité, se-
ría conveniente garantizar un reparto por Estados miembros más represen-
tativo de su población y una presencia equilibrada de los entes regionales
y locales de los Estados miembros actuales y futuros. La Comisión consi-
dera que la composición del Comité de las Regiones debería seguir la
misma lógica que la del Parlamento Europeo. En su dictamen de 15 y 16
de septiembre de 19995, el Comité de las Regiones prevé una composi-
ción de un número de miembros igual a un tercio o la mitad de los dipu-
tados europeos elegidos en cada Estado miembro. Habida cuenta de que
los miembros del Comité de las Regiones tienen suplentes, la Comisión
considera que el número de miembros del Comité de las Regiones no de-
bería superar el tercio del número de diputados (o sea un límite de 233
miembros).

En consecuencia, la Comisión propone a la Conferencia:

• limitar el número de miembros del Comité de las Regiones al ter-
cio del número de diputados europeos

• aplicar entre los Estados miembros una clave de reparto idéntica
a la utilizada para el Parlamento.

5 Dictamen 52/99 - dictamen sobre los entes territoriales en el corazón de
Europa.
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CAPÍTULO 2

UN PROCESO DE ADOPCIÓN DE DECISIONES EFICAZ

9. INTRODUCCIÓN

La ampliación no afectará sólo al funcionamiento y a la composición
de cada institución sino también al proceso de adopción de decisiones de
la Unión. Ya hoy en día puede decirse que el proceso de adopción de
decisiones de la Unión carece de eficacia. Las disposiciones actuales son
el fruto de sucesivas modificaciones de los Tratados y no siempre son muy
coherentes. Sin duda se requiere una racionalización.

Si este esfuerzo es necesario en la actualidad, cuánto más lo será con
la perspectiva de la ampliación. Decidir en una Unión de 28 Estados miem-
bros no es ciertamente lo mismo que decidir en la Unión de los Quince.
Inevitablemente, la Unión será menos homogénea y las diferencias eco-
nómicas, culturales y políticas entre los Estados miembros serán más im-
portantes que nunca en la historia de la integración europea.

Por consiguiente, es imperativo preservar la eficacia del proceso de
adopción de decisiones gracias al que la Unión ha llegado a ser lo que
es, es decir, un proceso por el que se garantiza que las decisiones de la
Unión expresan la voluntad política de los representantes de una amplia
mayoría de ciudadanos de la Unión, sin imponer, en la mayoría de los
ámbitos la obligación de unanimidad y combinando, de este modo, legiti-
midad y cierta flexibilidad. Si la Unión resultara en el futuro menos efi-
caz y estuviera peor equipada para actuar, se interrumpiría el proceso de
integración: los nuevos Estados miembros de adherirían a una Unión in-
capaz de actuar, que correría peligro de verse reemplazada a largo plazo
por otras formas de integración mediante las que se pudiera superar la
inercia de una estructura que habría estado mal preparada para la am-
pliación.

Hay que empeñarse, pues, en la revisión del proceso de adopción de
decisiones, es decir fundamentalmente las modalidades de adopción de
decisiones en el Consejo, desde el punto de vista de la legitimidad de sus
decisiones y la capacidad de acción de la Unión. La ampliación no ha
de tener ningún impacto desde este punto de vista en el Parlamento
Europeo.

Ello supone recurrir a la unanimidad sólo cuando lo justifiquen razo-
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nes serias y duraderas e incrementar la coherencia de los proceso de adop-
ción de decisiones. Asimismo, hay que reforzar la legitimidad de las de-
cisiones adoptadas por mayoría cualificada para que sean auténticamente
representativas del equilibrio relativo de los Estados miembros. Por últi-
mo, habrá que dar mayor operatividad a las disposiciones sobre la coope-
ración reforzada para que determinados Estados miembros puedan, dentro
del marco institucional de la Unión, avanzar más allá del nivel de inte-
gración común a todos los Estados miembros.

10. REDUCIR EL RECURSO A LA UNANIMIDAD

Hoy en día, aunque la inmensa mayoría de decisiones que el Consejo
ha de adoptar requieren el acuerdo de una mayoría cualificada de Estados
miembros, no obstante, y a pesar de las modificaciones aportadas a los
Tratados por el Acta Única Europea, el Tratado de Maastricht y el Trata-
do de Amsterdam, un número relativamente importante de decisiones debe
adoptarse por unanimidad por el Consejo, si bien a veces en combinación
con un procedimiento de codecisión. Exceptuándose, naturalmente, los
casos en los el Consejo decide por mayoría simple, la Comisión propone
a la Conferencia limitar las excepciones por unanimidad, confirmando, de
este modo, que la mayoría cualificada es, como regla general, el modo
de adopción de decisiones en el Consejo.

La aplicación de este principio es fundamental. Cuando se requiere la
unanimidad, el riesgo de bloqueo aumenta efectivamente de manera expo-
nencial con el número y la diversidad de los participantes. Una decisión
adoptada por mayoría cualificada supone hoy en día el consentimiento de
8 a 12 Estados miembros, como mínimo.

Con las sucesivas ampliaciones de la Unión, el campo de aplicación
de la mayoría cualificada ha ido progresivamente ampliándose. Esta favo-
rable evolución nunca ha seguido una lógica preestablecida. Así ocurrió
con la elaboración del Tratado de la Unión Europea y del Tratado de Ams-
terdam. En Amsterdam, la presidencia holandesa intentó introducir unos
criterios lógicos, pero el debate evolucionó rápidamente hacia un enfoque
caso a caso. El resultado no es totalmente coherente ni, sobre todo, se
adapta a las necesidades de una Unión eficaz.

Durante la próxima Conferencia, será por todos conceptos necesario
elaborar unos criterios simples y claros, gracias a los que se pueda razo-
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nar por grandes categorías de decisiones y no caso a caso. Desde este punto
de vista, el informe de la Presidencia al Consejo Europeo de Helsinki ha
indicado el camino a seguir.

Para definir dichas categorías, la Comisión propone partir del princi-
pio de que la mayoría cualificada, salvo en los casos en que el Consejo
decida por mayoría simple, debe ser la regla general y el recurso a la
unanimidad la excepción6. Es preciso, pues, examinar las categorías de
decisión en las que razones serias y duraderas justifican el mantenimien-
to de la unanimidad —sabiendo, por otro lado, que la unanimidad en una
Europa ampliada llevará a una toma de decisiones extremadamente difícil
y podrá significar, en determinadas políticas, el final de cualquier pers-
pectiva seria de profundización de la construcción europea.

La Comisión ha definido las siguientes cinco categorías de disposicio-
nes, en las que razones serias y duraderas justifican exceptuar la regla
general de la mayoría cualificada. En el Anexo 1 del presente dictamen
figura una relación de las disposiciones del Tratado CE7 en las que se
mantendría, en virtud de estos criterios, la unanimidad. La relación de las
disposiciones del Tratado CE en las que, consiguientemente, se prevé una
adopción de decisiones del Consejo por mayoría cualificada se recoge a
título indicativo en el Anexo 2.

6 La Comisión no excluye, por otro lado, la posibilidad de recurrir, en determi-
nados casos y de manera transitoria, a una forma de mayoría cualificada reforzada.

7 En este estadio, la Comisión ha limitado su examen al Tratado CE. Los Anexos
1 y 2 del presente dictamen no contienen, por consiguiente, las bases jurídicas del
Tratado de la Unión ni las previstas en los Tratados CECA y Euratom ni tampoco
otros actos de Derecho primario (actas de adhesión, protocolos). La Comisión tiene
intención de presentar ulteriormente a la Conferencia propuestas correspondientes a
los otros textos del Derecho primario.

Los anexos no contienen tampoco las disposiciones del Tratado CE que prevén
una decisión «de común acuerdo» de los Gobiernos de los Estados miembros y que,
por su propia naturaleza, requieren efectivamente su acuerdo unánime - es decir:
nombramiento del Comité Ejecutivo del BCE (art. 112 § 2 CE), nombramiento de
la Comisión, (art. 214 § 2 CE ; art. 215, párrafo 2 CE), nombramiento de los miem-
bros del Tribunal de Justicia y del TPI (art. 223 y art. 225 § 3 CE), fijación de la
sede de las instituciones (art. 289 CE).
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(i) Decisiones del Consejo que deben ser adoptadas por los Estados
miembros de conformidad con sus normas constitucionales

En un pequeño número de disposiciones se prevé que el Consejo de-
cida por unanimidad y se recomienda la adopción por los Estados miem-
bros de conformidad con sus respectivas normas constitucionales. Estas
decisiones no entran en vigor hasta su aprobación por los Parlamentos de
los Estados miembros. Parece apropiado asegurarse al nivel comunitario
de que hay un acuerdo unánime entre los Gobiernos de los Estados miem-
bros sobre una decisión de este tipo antes de iniciar los procesos de rati-
ficación nacionales. El artículo 269 CE relativo al sistema de recursos
propios es un ejemplo de tales disposiciones.

(ii) Decisiones institucionales fundamentales o que afecten
al equilibrio institucional

Determinadas normas fundamentales relativas a la organización de las
instituciones, en particular, aquellas en las que reposa el equilibrio insti-
tucional, cuando no están directamente previstas en los Tratados, se deci-
den por el Consejo por unanimidad. Sin duda son disposiciones en las que
el mantenimiento de la unanimidad está justificado. Así ocurre con el ar-
tículo 290 CE relativo al régimen lingüístico de las instituciones o el ar-
tículo 202 CE relativo al ejercicio por la Comisión de competencias de
ejecución (comitología).

Del mismo modo, una disposición esencial para el equilibrio institu-
cional es el apartado 1 del artículo 250 del Tratado CE, que establece que
el Consejo sólo podrá adoptar por unanimidad un acto que constituya una
enmienda de una propuesta de la Comisión 8.

(iii) Decisiones en los ámbitos de la fiscalidad y la seguridad social,
no vinculadas al buen funcionamiento del mercado interior

Puesto que reflejan las orientaciones fundamentales del legislador na-
cional en materia de política económica y social y de solidaridad, la fisca-

8 Al no tratarse de una base jurídica propiamente dicha, el artículo 250 CE no
figura en el Anexo 1.
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lidad y la seguridad social determinan en gran medida las opciones polí-
ticas nacionales de los ciudadanos, lo que justifica, en general, el mante-
nimiento de la unanimidad para las decisiones del Consejo en estos ám-
bitos. La Comisión, por lo tanto, no propone la ampliación global de la
mayoría cualificada.

No obstante, algunos aspectos de estos ámbitos están indisociablemente
vinculados al buen funcionamiento del mercado interior y, en particular,
al ejercicio de las cuatro libertades fundamentales (libre circulación de
mercancías, personas, servicios y capitales). Debido al insuficiente avan-
ce del acervo comunitario, el funcionamiento del mercado interior se en-
frenta todavía a importantes obstáculos, como se desprende de la jurispru-
dencia del Tribunal de Justicia. Éste ha declarado en diversas ocasiones
contrarias al Tratado las medidas nacionales que restrinjan indebidamente
el ejercicio de las libertades del mercado interior. Para los ciudadanos, no
es satisfactorio tener que entablar procesos para que se les reconozcan los
derechos que se derivan de los Tratados. Para los Estados miembros, es
poco deseable que el Derecho comunitario en este ámbito se desarrolle caso
a caso por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia en lugar de en virtud
de un proceso político.

Se impone un enfoque común para eliminar tales obstáculos al buen
funcionamiento del mercado interior, especialmente cuando estos bloqueos
conducen a la discriminación, la doble imposición o a la evasión fiscal.
El imperativo de eficacia impone a estas cuestiones fiscales la votación
por mayoría cualificada —en el límite de lo que sea necesario al buen fun-
cionamiento del mercado interior. No se trata, pues, de avanzar hacia una
armonización generalizada de los sistemas, bases y tipos nacionales, que,
por otro lado, no sería compatible con el principio de subsidiariedad.

Además, la votación por mayoría cualificada debería aplicarse, cuan-
do ya se ha llevado a cabo la armonización de la legislación, para modi-
ficar y simplificar la normativa existente y conseguir una aplicación más
uniforme de la misma. Ello hace referencia, por ejemplo, al sistema co-
mún del IVA o al sistema de circulación y controles de los productos su-
jetos a impuestos sobre consumos específicos.

La Comisión propone seguir el mismo enfoque para la seguridad so-
cial, donde, hace varias décadas ya, existe una coordinación de las legis-
laciones nacionales (Reglamento n.° 1408/71). Por razones de eficacia,
conviene hacer posible la actualización de dicho Reglamento por mayoría
cualificada.
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Por último, la Comisión concede gran importancia a la lucha contra
el fraude. Ésta ha ido adquiriendo una trascendencia cada vez mayor con
la supresión de las fronteras fiscales para las mercancías y la liberaliza-
ción de los movimientos de capitales. Debería, por consiguiente, aplicar-
se la votación por mayoría cualificada a las medidas para prevenir la eva-
sión fiscal y el fraude fiscal.

El enfoque que recomienda la Comisión supone el examen pormenori-
zado de las disposiciones del Tratado en cuestión, y su reformulación, con
objeto de determinar, en cada uno de esos artículos, las decisiones a las
que corresponda, respectivamente, la mayoría cualificada y la unanimidad.
La Comisión presentará posteriormente propuestas detalladas al efecto.

(iv) Paralelismo entre decisiones internas y externas

El artículo 300 CE establece un paralelismo entre la norma de la ma-
yoría aplicable a las bases jurídicas internas y el procedimiento de adop-
ción de decisiones para la celebración de acuerdos internacionales. Si la
base jurídica interna prevé para un ámbito determinado la unanimidad, el
Consejo celebrará asimismo por unanimidad los acuerdos que se refieran
a dicho ámbito. La Comisión considera justificado mantener este equili-
brio. No obstante, no parece necesario un estricto mantenimiento del pa-
ralelismo en el caso de los acuerdos de cooperación celebrados en el marco
del Convenio ACP-CE, en los que sería conveniente una simplificación del
modo de adopción de decisiones para la aprobación interna de normas de
procedimiento.

(v) Excepciones a las normas comunes del Tratado

Las normas del Tratado se imponen a todas las instituciones y a todos
los Estados miembros, del mismo modo que el acervo comunitario desa-
rrollado a partir de estas bases. Las excepciones a este acervo, previstas
por el Tratado en casos muy excepcionales, constituyen un retroceso res-
pecto de los objetivos de la Unión. La Comisión considera justificado que
dichas excepciones, como la posibilidad contemplada en el artículo 88 CE
de que el Consejo decida que una ayuda de Estado contraria en principio
al Tratado deba considerarse compatible con el mercado interior, se sigan
rigiendo por una decisión unánime del Consejo.
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La Comisión propone a la Conferencia:

• acordar hacer de la mayoría cualificada la norma general para la
adopción de decisiones

• definir las categorías de disposiciones en las que razones serias
y duraderas justifican el mantenimiento de la unanimidad, por ex-
cepción a la norma general de la mayoría cualificada.

11. PROCEDIMIENTO DE ADOPCIÓN DE DECISIONES

Los cambios propuestos en la sección precedente deben completarse
con un examen global de los procedimientos de adopción de decisiones,
con el fin de eliminar del Tratado determinadas anomalías. Para el buen
funcionamiento de la Unión ampliada es muy importante que esté garan-
tizada la coherencia entre las disposiciones por las que se rigen los dife-
rentes ámbitos de su actuación - y para los ciudadanos europeos resulta
esencial que las estructuras decisorias de la Unión sean simples y lógicas
y, por lo mismo, comprensibles. Este examen deberá referirse al vínculo
entre mayoría cualificada y codecisión y a la supresión del procedimiento
de cooperación, así como a la participación del Parlamento Europeo en
ciertas políticas contempladas por el Tratado.

a) Vínculo entre mayoría cualificada y procedimiento de codecisión
en las decisiones legislativas

La participación del Parlamento Europeo en el ejercicio del poder le-
gislativo, en codecisión con el Consejo, refuerza el carácter democrático
de la acción de la Comunidad9. La codecisión en materia legislativa pare-
ce, por muchos conceptos, un complemento necesario de la adopción de
decisiones por mayoría cualificada, puesto que este modo de decisión pue-
de, por su propia naturaleza, conducir a poner en situación de minoría a

9 Informe de la Comisión sobre el ámbito de aplicación de la codecisión, en
virtud del apartad 8 del artículo 189 B del Tratado (SEC (96)1225 de 3 de julio de
1996).
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determinados Estados miembros. Por esta razón, hoy en día, en aplicación
de los Tratados de Maastricht y Amsterdam, las decisiones de naturaleza
legislativa se rigen en gran medida, a la vez, por la mayoría cualificada y
la codecisión. Para eliminar determinadas anomalías y reforzar la cohe-
rencia de los procedimientos de adopción de decisiones, el esfuerzo de-
berá llevarse a cabo en dos direcciones.

En primer lugar, subsisten en el Tratado cuatro disposiciones (art. 18,
art. 42, art. 47 y art. 151 CE) en las que el procedimiento de codecisión
coexiste con la unanimidad. Mediante la aplicación generalizada de la
mayoría cualificada se pondrá fin a esta situación y se podrá restaurar el
efecto útil de la codecisión.

En segundo lugar, las decisiones de naturaleza legislativa adoptadas por
mayoría cualificada deben asociarse al procedimiento de codecisión. Este
vínculo tendrá como consecuencia ampliar el ámbito de la codecisión. Será
entonces preciso, por razones de eficacia, que el Parlamento instaure unos
procedimientos internos, con unos plazos precisos, mediante los que la
decisión pueda adoptarse rápidamente. Además habrá que precisar el con-
cepto de acto legislativo. Se definirá aquí, de forma sumaria, como las
normas de alcance general, basadas directamente en las disposiciones del
Tratado, mediante las que se determinen, para cualquier tipo de acción de
la Comunidad, los principios fundamentales o las orientaciones generales,
así como los elemento esenciales que deben aplicarse. La solución por la
que se opta en el artículo 37 del Anexo podría servir de base para esta
reflexión, a la que la Comisión contribuirá a lo largo de la Conferencia.

Sería conveniente examinar sistemáticamente las actuales disposicio-
nes del Tratado. Esta ampliación del ámbito de la codecisión afectará, por
ejemplo, a algunos aspectos de la política comercial común, de la políti-
ca agrícola común y de la política común de pesca. Deberán adoptarse en
codecisión, puesto que son de naturaleza legislativa, las normas generales
de la política comercial, como la normativa básica antidumping y antisub-
venciones, la normativa relativa al mecanismo de defensa contra los obs-
táculos al comercio y los reglamentos relativos a los regímenes generales
de la exportación e importación. Lo mismo puede decirse de los aspectos
legislativos de la política agrícola común y de la política común de pes-
ca. Como ya lo señalara con motivo de la Conferencia Intergubernamental
anterior, la Comisión considera que la inmensa mayoría de las medidas
adoptadas en este ámbito responden a la mera gestión y no pertenecen a
la esfera legislativa. No obstante, la codecisión debería, en cambio, apli-
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carse a determinados actos fundamentales para la concepción y la orien-
tación de la política agrícola común y de la política común de pesca 10.

Con la futura generalización de la mayoría cualificada, habrá que exa-
minar si las disposiciones a las que se aplicaba la unanimidad, requieren,
por su naturaleza legislativa, un procedimiento de codecisión. La Comisión
indica en el Anexo 2 (rúbrica A), de qué disposiciones se podría tratar.

Conviene mencionar en este contexto el apartado 2 del artículo 67 del
Tratado CE. Esta disposición particular establece que el Consejo, cinco años
después de la entrada en vigor del Tratado de Amsterdam (y, por consi-
guiente, a partir del 1.° de mayo de 2004), podrá por unanimidad ampliar
el procedimiento de codecisión a todos o parte de los ámbitos cubiertos
por el Título IV del Tratado. La Comisión no propone, en este estadio,
reducir este período de cinco años. En cambio, la aplicación generalizada
de la mayoría cualificada y el vínculo con la codecisión en las cuestiones
legislativas llevan a contemplar de manera automática la adopción de
decisiones por el procedimiento de codecisión en todos los ámbitos del
Título IV.

b) Ampliación del ámbito del artículo 133 a todos los servicios, las
inversiones y los derechos de propiedad intelectual

El apartado 5 del artículo 133 del Tratado CE permite, mediante deci-
sión unánime del Consejo, ampliar los mecanismos de la política comer-
cial común a las negociaciones y acuerdos internacionales sobre servicios
y derechos de propiedad intelectual. La Comisión considera que este dis-
positivo no se adapta a la perspectiva de una duplicación del número de
Estados miembros. La generalización de la mayoría cualificada exigiría
modificar parcialmente esta parte del artículo 133, aunque se conservaría,
en lo esencial, este procedimiento de adopción de decisiones complicado
e incierto. La Comisión recomienda más bien proceder a una modifica-
ción sustancial del ámbito de aplicación del artículo 133, para ampliarlo
a los servicios, las inversiones y los derechos de propiedad intelectual. Con-
vendría, por lo tanto, reformular el artículo 133 CE a tal efecto.

10 Informe de la Comisión sobre el ámbito de aplicación de la codecisión, en
virtud de lo dispuesto en el apartado 8 del artículo 189 B del Tratado (SEC (96)1225
de 3 de julio de 1996), p. 12.
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c) Supresión del procedimiento de cooperación

La Comisión considera que el procedimiento de cooperación (artículo
252 CE), que prefiguraba el procedimiento de codecisión, debería supri-
mirse. El Tratado de Amsterdam sustituyó en el conjunto del Tratado CE
el procedimiento de cooperación par la codecisión, excepto para algunas
disposiciones relativas a la Unión Económica y Monetaria (apartado 5 del
artículo 99; apartado 2 del artículo 102; apartado 2 del artículo 103 y
apartado 2 del artículo 106 del Tratado CE). Ya no es necesario mantener
esta distinción entre las disposiciones de la UEM y las restantes disposi-
ciones del Tratado CE. Además, por la supresión del procedimiento de
cooperación abogan razones de legibilidad y simplicidad de los Tratados.
Las disposiciones en cuestión deberían someterse al procedimiento de code-
cisión cuando den lugar a la adopción de actos de naturaleza legislativa.
La Conferencia debería consultar al Banco Central Europeo sobre las modi-
ficaciones institucionales en el ámbito monetario.

d) Competencias del Parlamento Europeo

En ámbitos que no sean legislativos, la participación del Parlamento
en el proceso de adopción de decisiones adopta diversas formas, que pue-
den ir hasta el dictamen conforme. No obstante, algunas disposiciones
actuales del Tratado relativas a la aplicación de políticas de la Unión no
prevén ninguna intervención del Parlamento. La Comisión considera que
debe corregirse esta situación, en particular por lo que se refiere a la ce-
lebración de acuerdos internacionales.

La ampliación de la codecisión a las decisiones legislativas en mate-
ria de política comercial común implica ampliar a los acuerdos comercia-
les con uno o varios Estados u organizaciones internacionales el procedi-
miento de consulta previsto en el apartado 3 del artículo 300 del Tratado
CE. Se trata, en efecto, de la única excepción a la regla de la consulta
del Parlamento Europeo antes de la celebración de acuerdos internaciona-
les. Sería necesario, por otro lado, garantizar que los acuerdos con im-
portantes implicaciones económicas y comerciales a escala mundial no
puedan celebrarse sin previo dictamen conforme del Parlamento Europeo.

Para poder desempeñar este papel con pleno conocimiento de causa,
el Parlamento Europeo deberá ser oportunamente informado del desarro-
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lio de las negociaciones de los acuerdos entre la Comunidad y uno o va-
rios Estados u organizaciones internacionales. Esto supone la adaptación
del apartado 3 del artículo 133 del Tratado.

La Comisión propone a la Conferencia:

• establecer para todas las decisiones de naturaleza legislativa un
vínculo entre mayoría cualificada y procedimiento de codecisión

• ampliar el ámbito de aplicación del artículo 133 a todos los ser-
vicios, las inversiones y los derechos de propiedad intelectual

• suprimir el procedimiento de cooperación
• prever la consulta obligatoria del Parlamento Europeo antes de

la celebración de acuerdos comerciales entre la Comunidad y uno
o varios Estados u organizaciones internacionales y el dictamen
conforme antes de la celebración de acuerdos con implicaciones
económicas y comerciales importantes a escala mundial.

12. DETERMINACIÓN DE LA MAYORÍA CUALIFICADA EN EL CONSEJO

a) Sistema actual y su evolución

El Consejo garantiza la representación de los Gobiernos de los Esta-
dos miembros surgidos de elecciones democráticas y responsables ante los
Parlamentos nacionales.

El artículo 205 del Tratado CE establece que, salvo disposición en
contrario, el Consejo adoptará sus acuerdos por mayoría de los miembros
que lo componen. Los autores de los Tratados han tenido desde el princi-
pio en cuenta el hecho de que los Estados miembros no tenían un peso
demográfico comparable. El sistema de mayoría cualificada, que se basa
en una diferenciación de los Estados miembros, se estableció para paliar
el riesgo de parálisis inherente a la unanimidad y reforzar la representa-
tividad democrática de las decisiones del Consejo.

Los autores del Tratado optaron por un sistema de ponderación de los
votos que se basa en la población de los diferentes Estados miembros,
ponderación considerablemente corregida en favor de los Estados menos
poblados para tener en cuenta la individualidad de cada país. El umbral
de la mayoría cualificada, es decir, el número mínimo de votos requerido
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para la adopción de una decisión, expresado en porcentaje del total de los
votos, se fijó en un nivel intermedio entre la mayoría simple del número
de votos y la unanimidad. Siempre ha sido ligeramente superior al 70%.
En las diferentes ampliaciones se han mantenido ampliamente los equili-
brios originarios, salvo por lo que respecta a la representatividad demo-
crática de las decisiones adoptadas por mayoría cualificada u .

La mayoría cualificada siempre ha representado una amplia mayoría
en términos de población de los Estados miembros favorables a la deci-
sión. No obstante, con la sucesiva adhesión de nueve nuevos Estados, el
desequilibrio inicialmente deseado se ha acentuado en detrimento de los
Estados más poblados: de este modo, la población mínima requerida para
alcanzar la mayoría cualificada ha pasado del 67 % (con seis Estados miem-
bros) o incluso un 70 % (con nueve y diez Estados miembros) a un 58 %
(con quince Estados miembros).

Por otro lado, una consecuencia de la ponderación de los votos es que
la mayoría cualificada reúna en todos los casos, como mínimo, la mitad
del número de Estados.

En cuanto a la minoría de bloqueo, se observa que una decisión del
Consejo por mayoría cualificada puede ser contrarrestada bien por la opo-

11 Evolución de la mayoría cualificada en términos de número de votos y en
términos de representatividad de la población de 1958 a 1995

a

1958
1973
1981
1986
1995

b

6
9
10
12
15

c

17
58
63
76
87

d

12 (70,59 %)
42 (72,41 %)
45 (71,43 %)
54 (71,05 %)
62 (71,26 %)

e

3
5
5
7
8

/

67,70 %
70,62 %
70,13 %
63,29 %
58,16 %

g

2
2
2
3
3

h

34,83 %
12,31 %
13,85 %
12,12 %
12,05 %

a ano
b número de Estados miembros de la Comunidad o de la Unión
c número total de votos d- mayoría cualificada en votos (y en porcentaje de

votos)
e número mínimo de Estados miembros requerido para formar una mayoría

cualificada
/ población mínima requerida para alcanzar la mayoría cualificada g- número

mínimo de Estados miembros necesario para formar una minoría de bloqueo
h población mínima representada por una combinación de votos constitutiva de

la más pequeña minoría de bloqueo
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sición de tres Estados miembros de los más poblados, bien por un grupo
de Estados miembros de los menos poblados que representen, después de
1973, del 12 al 13 % de la población total.

Extrapolando los datos, resulta (cf. cuadro en Anexo 3) que, si se man-
tuviera el sistema actual de ponderación de los votos de los miembros del
Consejo, la mayoría de los parámetros seguirían relativamente estables con
una disminución regular, en cada ampliación, de la representatividad de
una decisión por mayoría cualificada en términos de población.

En efecto, cuando la Unión cuente 28 Estados miembros, y con un
umbral de la mayoría cualificada fijado en 102 votos de 144 (70,83 %),
se podría adoptar una decisión por mayoría cualificada, en el caso más
extremo, por una combinación de Estados miembros que sólo representa-
ra el 51,35 % de la población total de la Unión. En una Unión con 27
miembros 12, y con un umbral de la mayoría cualificada fijado en 95 vo-
tos de 134 (70,90 %), este porcentaje sería del 50,20 %. Con un umbral
de 94 votos de 134 (70,15 %), se podría adoptar una decisión por mayo-
ría cualificada por una combinación de Estados miembros que sólo repre-
sentaran el 46,41 % de la Unión. Si bien es cierto que, en estos casos ex-
tremos y probablemente teóricos, sería preciso el acuerdo de 23 Estados
miembros de 27 o 28, no obstante, esta disminución de la representatividad
en términos de población refleja bien el efecto aritmético de una amplia-
ción si se mantiene sin cambios el sistema actual de ponderación y cál-
culo de la mayoría cualificada. Esto se explica por el hecho de que sólo
tres de los trece candidatos a la adhesión estén más poblados que la me-
dia de los Estados miembros actuales.

b) Mantener la legitimidad de las decisiones del Consejo
en una Unión ampliada

Para compensar los efectos de la ampliación, habrá que esforzarse por
definir un sistema más simple y más representativo del peso relativo de
los Estados miembros.

12 Con todos los países respecto de los que, a comienzos del año 2000, se han
iniciado o van a iniciarse negociaciones para la adhesión.
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OPCIÓN 1.—Nueva ponderación de los votos de los Estados miembros

Si las ponderaciones relativas de los votos de los Estados miembros
permanecen invariables, la llegada de trece nuevos países, sólo tres de los
cuales tienen un número de habitantes superior a la media de los Estados
miembros actuales acentuará, a medida que se vayan produciendo las am-
pliaciones, el desequilibrio que ha ido progresivamente apareciendo entre
los Estados miembros más poblados y los restantes.

La nueva ponderación de los votos figura, pues, expresamente en el
Protocolo sobre las instituciones en la perspectiva de la ampliación de la
Unión Europea, anejo al Tratado de Amsterdam.

Deben examinarse dos parámetros: el número de votos atribuido a cada
miembro del Consejo y el umbral, es decir, el número mínimo de votos,
expresado en porcentaje del total de los votos, que se requiere para una
decisión. Para definir estos parámetros, hay que fijarse el objetivo de, por
un lado, no hacer más difícil la adopción de decisiones y, por otro, lo-
grar que la mayoría cualificada de los Estados miembros represente un
porcentaje de la población total de la Unión próxima del equilibrio ori-
ginario.

Para no hacer más difícil la decisión, será conveniente estabilizar el
umbral definitivamente en el Tratado, eventualmente a un nivel inferior al
nivel actual del orden del 71%. De este modo, la única decisión que ha-
brá que adoptar en cada adhesión será la de fijar el otro parámetro, es decir,
el número de votos del país adherente.

Para restaurar la representatividad de la mayoría cualificada y recu-
perar el equilibrio originario, es preciso incrementar el peso relativo de
los votos de los Estados miembros más poblados. La nueva ponderación
deberá llevar a que la mayoría cualificada represente, como mínimo, dos
tercios de la población de la Unión.

Hay que señalar, sin embargo, que una nueva ponderación de este tipo
tendría como consecuencia que ya no estaría garantizado que una deci-
sión adoptada por mayoría cualificada asociara, como mínimo, a la mitad
del número total de Estados miembros, como ocurre hoy en día. Así pues,
sería conveniente inscribir en el Tratado que una decisión sólo podrá adop-
tarse por mayoría cualificada si reúne a la mitad de los Estados miem-
bros, como mínimo. Ello significaría codificar lo que siempre ha sido la
consecuencia aritmética de la ponderación de los votos desde los prime-
ros Tratados.
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OPCIÓN 2.—Doble mayoría simple

Sin dejar de reconocer sus méritos, la Comisión hace hincapié en la com-
plejidad de la ponderación de los votos para la buena comprensión de los
ciudadanos. Por esta razón, es preferible inscribir directamente en el Tratado,
de manera clara y definitiva, las condiciones de adopción de decisiones del
Consejo, que han de responder a una preocupación de legibilidad, simplici-
dad y democracia de las decisiones del Consejo. La Comisión recomienda
prever que se adopte una decisión por mayoría cualificada si reúne:

• la mayoría simple de los Estados miembros 13

• que represente a una mayoría de la población total de la Unión.

Redefinir de este modo la mayoría cualificada significaría dar mues-
tras de transparencia frente a los ciudadanos europeos.

Esta doble mayoría difiere radicalmente de algunas propuestas exami-
nadas por la Conferencia Intergubernamental anterior, en cuyos términos
la mayoría cualificada debería reunir a la vez una mayoría cualificada de
la población europea y una mayoría cualificada del número de votos ex-
presados. La Comisión considera que estas propuestas contradicen el ob-
jetivo general de simplicidad y transparencia y hacen, además, mucho más
compleja y difícil la adopción de decisiones.

La doble mayoría simple supone tener en cuenta directamente el peso
relativo de los Estados miembros en términos de población, lo que apro-
vecha a los países más poblados. Este peso se mantendría, por definición,
en las sucesivas ampliaciones de la Unión. Con la obligación de reunir,
al menos, la mitad de los Estados miembros, el método impide que algu-
nos Estados miembros muy poblados tomen una decisión en contra de una
mayoría de Estados miembros menos poblados. Esta última condición co-
loca en un pie de igualdad a todos los Estados miembros, cualquiera que
sea su importancia demográfica.

Las dificultades prácticas de la doble mayoría simple aparecen esen-
cialmente en relación con el cálculo concreto de la mayoría cualificada.
Habría que definir qué cifras de población hay que tener en cuenta: qué
año de referencia, qué periodicidad para la revisión de las cifras.

13 La Comisión, no obstante, considera que debería mantenerse la norma pre-
vista en el párrafo segundo del apartado 2 del artículo 205 CE, según la cual la
decisión por mayoría cualificada requerirá el acuerdo de dos tercios de los Estados
miembros cuando no deba ser adoptada a propuesta déla Comisión.
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Sin embargo, la doble mayoría simple presenta la ventaja de la sim-
plicidad y la transparencia. Además, el sistema no necesitaría modificarse
con cada nueva adhesión.

La Comisión propone a la Conferencia:

• Sin dejar de reconocer los méritos de un sistema de nueva pon-
deración de los votos que garantice que la mayoría cualificada
representa aproximadamente a dos tercios de la población de la
Unión y el 70 % del total de los votos, sin que una decisión pueda
adoptarse por una minoría de Estados miembros, la Comisión re-
comienda establecer en el Tratado que una decisión adoptada por
mayoría cualificada deberá reunir la mayoría simple de los Esta-
dos meimbros, que represente una mayoría de la población total
de la Unión.

13. FORMAS DE COOPERACIÓN REFORZADA

El Tratado de Amsterdam ha introducido en los Tratados disposicio-
nes generales que permiten a los Estados miembros establecer entre sí, bajo
determinadas condiciones, una cooperación reforzada mediante el uso de
las instituciones, procedimientos y mecanismos establecidos en los Trata-
dos (artículos 43 a 45 y 40 del Tratado de la Unión Europea; artículo 11
del Tratado CE). La cooperación reforzada no existe en el ámbito de la
política exterior y de seguridad común, que, no obstante, prevé «la abs-
tención constructiva» (párrafo segundo del apartado 1 del artículo 23 TUE).

La naturaleza de la próxima ampliación justifica la preocupación de
dar a estas nuevas disposiciones una operatividad real. El carácter más
heterogéneo de la Unión ampliada no debería constituir un obstáculo a la
voluntad de algunos de utilizar el marco institucional de la Unión para
cooperar entre sí de manera más estrecha.

La Comisión no recomienda modificar las condiciones de fondo pre-
vistas en el apartado primero del artículo 11 del Tratado CE y en el apar-
tado primero del artículo 43 del Tratado de la Unión Europea. Con la
ampliación le parece fundamental preservar el acervo comunitario y el
zócalo común de las políticas comunitarias desarrolladas hoy en día a
Quince. La razón de ser de estas disposiciones no es disminuir, mediante
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su aplicación por los Estados miembros actuales, las obligaciones de los
futuros Estados miembros. En algunos sectores, será sin duda necesario
establecer unos períodos transitorios que permitan a los nuevos Estados
miembros aplicar íntegramente el acervo de la Unión de los Quince; pero
en lo que en ningún caso se puede transigir es en el contenido de este
acervo ni en la necesidad de realizar plenamente esta convergencia. Pre-
cisamente en ello consiste el reto del proceso de ampliación.

La Comisión propone, en cambio, aportar dos modificaciones a las
condiciones formales actualmente previstas por los Tratados para el esta-
blecimiento de una cooperación reforzada. Con la ampliación podría au-
mentar la necesidad de recurrir a las formas de cooperación reforzada y
conviene evitar que los Estados que deseen cooperar entre sí de manera
más estrecha no se sitúen al exterior del marco institucional previsto por
los Tratados, como hicieron algunos de ellos con el Convenio de Schengen
antes de que el Tratado permitiera actuar de otro modo.

La primera se refiere al número mínimo de Estados miembros reque-
rido para establecer una cooperación reforzada en el marco institucional
de la Unión. El Tratado prevé hoy en día que una cooperación reforzada
debe implicar a una mayoría de Estados miembros (apartado 1 del artícu-
lo 43), es decir, un número mínimo de ocho en la actualidad. La Comi-
sión considera que después de la ampliación debería preverse un umbral
de un tercio de los Estados miembros. Las condiciones de fondo que de-
limitan el recurso a las formas de cooperación reforzada son efectivamen-
te suficientemente estrictas como para evitar la multiplicación de estas
iniciativas y el riesgo de fragmentación excesiva de la Unión —sabiendo
que, por otro lado, es preciso obtener el acuerdo de una mayoría cualifi-
cada de Estados miembros para establecer esta cooperación reforzada.

La segunda modificación consiste en suprimir la posibilidad de que un
Estado miembro que se oponga a la decisión de una mayoría cualificada
de Estados miembros de autorizar una cooperación reforzada pueda pedir
una decisión unánime del Consejo Europeo. En una Unión ampliada esta
posibilidad de veto sería un obstáculo excesivo a la utilización, no obs-
tante esencial, del mecanismo de las cooperaciones reforzadas.

Además de estas dos modificaciones, la Comisión propone que el Tra-
tado autorice en el futuro establecer una cooperación reforzada en mate-
ria de política exterior y de seguridad común. Sería conveniente igualmente
fijar en el tercio de los Estados miembros el número mínimo de Estados
miembros y definir las condiciones de fondo necesarias para que esta co-
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operación se utilice en circunstancias precisas y no perjudique la integra-
ción ya realizada en este ámbito.

La Comisión propone a la Conferencia:

• suprimir la posibilidad de que un Estado miembro someta la
autorización de establecer una cooperación reforzada al Consejo
Europeo para que decida al respecto por unanimidad (supresión
del párrafo segundo del apartado 2 del artículo 11 del Tratado
CE y supresión del párrafo segundo del apartado 2 del artículo
40.2 del Tratado UE)

• fijar en el tercio de los Estados miembros el número mínimo ne-
cesario para establecer una cooperación reforzada en el marco del
Tratado

• prever la posibilidad de establecer, bajo ciertas condiciones, for-
mas de cooperación reforzada en el ámbito de la política exte-
rior y de seguridad común.

CONCLUSIÓN

La Unión tiene que mejorar su funcionamiento. Debe asimismo equi-
parse para responder al reto de la ampliación. Al emprender una auténtica
reforma en profundidad, debe demostrar que tiene la voluntad política de
hacer frente a las responsabilidades que se propone asumir al abrir su
puerta a los nuevos Estados miembros.

Los nuevos compromisos recientemente contraídos respecto de los paí-
ses candidatos imponen una adaptación profunda y duradera de la arqui-
tectura institucional de la Unión.

La estructura institucional que surja de esta Conferencia Interguberna-
mental y de los trabajos de revisión actualmente en curso sobre el fun-
cionamiento de las instituciones ha de ser, a un mismo tiempo, lo sufi-
cientemente sólida para evitar la parálisis de la actuación comunitaria y
lo suficientemente flexible para mantener el rumbo hacia nuestro objetivo
de la integración europea. Lo que la Conferencia decida será el marco de
la Europa política del futuro.

Creer que las grandes reformas institucionales pueden esperar a una
Conferencia posterior es una peligrosa ilusión que la Comisión se propo-
ne combatir. Con una segunda Conferencia se correría peligro de retrasar
la ampliación que la reforma debe preparar.
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Está previsto que esta Conferencia concluya a finales del año 2000.
No se puede permitir clausurar sus trabajos dejando una serie de cuestio-
nes sin resolver. Tenemos una obligación de resultado, del que depende
la credibilidad de la Unión. Esta obligación nos viene igualmente impuesta
por las esperanzas que los ciudadanos han depositado en este espacio eu-
ropeo de paz y solidaridad, que desean compartir y comprender mejor. La
reforma acerca de la que va a decidir la Conferencia debe en consecuen-
cia dar lugar a un auténtico diálogo con los ciudadanos.

Las instituciones europeas, pero también y ante todo los Estados miem-
bros, deberían emprender este tipo de diálogo. La Comisión utilizará to-
dos los medios a su alcance para que tenga lugar un auténtico debate so-
bre la reforma institucional y el futuro de Europa.

El Consejo Europeo de Helsinki ha definido las modalidades de la aso-
ciación estrecha y concreta del Parlamento Europeo a los trabajos de la
Conferencia. La Comisión desea que, a partir de esta base, la concertación
con la Presidenta y los miembros del Parlamento Europeo sea lo más abier-
ta y constructiva posible, a lo largo de toda la negociación. La Comisión
acogerá con este espíritu de cooperación y atención las propuestas pre-
sentadas por el Parlamento Europeo.

Con este mismo espíritu la Comisión desempeñará el papel que le co-
rresponde en el necesario proceso de explicación y diálogo con los Par-
lamentos nacionales.

La finalidad de la reforma que se inicia es, ante todo, fortalecer las
estructuras de la Europa ampliada. De conformidad con las conclusiones
del Consejo Europeo de Helsinki, se llevarán a cabo intercambios de pun-
tos de vista regulares con los países candidatos a la adhesión, en los fo-
ros existentes. Asimismo, se informará de la evolución de las negociacio-
nes a los países del Espacio Económico Europeo.

PROPUESTAS DE ARTÍCULOS

Parlamento europeo.
Comisión
Tribunal de Cuentas
Comité Económico y Social
Comité de las Regiones
Procedimientos de adopción de decisiones
Cooperación reforzada

Artículos del Tratado CE

189, 190
215, 213, 217, 219
247
257, 258, 259, 262
263
37, 67, 133, 300
43 TUE, 40 TUE, 11
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PARLAMENTO EUROPEO

Texto actual del Tratado CE Propuesta de modificación

ARTÍCULO 189 ARTÍCULO 189

El Parlamento Europeo, compuesto El Parlamento Europeo, compuesto
por representantes de los pueblos de los por representantes de los pueblos de los
Estados reunidos en la Comunidad, ejer- Estados reunidos en la Comunidad, ejer-
cerá las competencias que le atribuye el cera las competencias que le atribuye el
presente Tratado. presente Tratado.

El número de miembros del Parlamen- El número de miembros del Parlamen-
to Europeo no excederá de setecientos. to Europeo no excederá de setecientos.

ARTÍCULO 190 ARTÍCULO 190

1. Los representantes en el Parla- 1. Los representantes en el Parla-
mento Europeo de los pueblos de los mentó Europeo de los pueblos de los Es-
pueblos de los Estados reunidos en la tados reunidos en la Comunidad serán
Comunidad serán elegidos por sufragio elegidos por sufragio universal directo,
universal directo.

2. El número de representantes ele- 2. El Parlamento Europeo estará
gidos en cada Estado miembro será el compuesto:
siguiente:

Bélgica 25 a) por [...] representantes elegidos
Dinamarca 16 a partir de listas presentadas para el
Alemania 99 conjunto del territorio de la Comunidad;
Grecia 25 b) por [...] representantes elegidos
España 64 en cada uno de los Estados miembros,
Francia 87 con arreg\0 a¡ siguiente reparto:
Irlanda 15

í t a l i a
T " 8 ! Bélgica [...]

Luxemburgo 6 _ . r ,
Países Bajos 31 Dinamarca [...]
Austria 21 Etc'
Portugal 25
Finlandia 16
Suecia 22
Reino Unido 87
En caso de que se introdujeran modi- En caso de que se introdujeran modi-

ficaciones en el presente apartado, el nú- ficaciones en el presente apartado, el nú-
mero de representantes elegidos en cada mero de representantes elegidos en cada
Estado miembro deberá garantizar una re- Estado miembro deberá garantizar una re-
presentación adecuada de los pueblos de presentación adecuada de los pueblos de
los Estados reunidos en la Comunidad. los Estados reunidos en la Comunidad.

3. a 5. (...) 3. a 5. (...)
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COMISIÓN

Texto actual del Tratado CE

ARTÍCULO 215

Aparte de los casos de renovación
periódica y fallecimiento, el mandato de
los miembros de la Comisión concluirá
individualmente por dimisión voluntaria

El interesado será sustituido por el
tiempo que falte para terminar su man-
dato por un nuevo miembro nombrado de
común acuerdo por los Gobiernos de los
Estados miembros. El Consejo, por una-
nimidad, podrá decidir que no ha lugar
a tal sustitución.

En caso de dimisión, cese o falleci-
miento, el presidente será sustituido por
el tiempo que falte para terminar el man-
dato. Para su sustitución será aplicable el
procedimiento previsto en el apartado 2
del artículo 214.

Salvo en caso de cese, previsto en el
artículo 216, los miembros de la Comi-
sión permanecerán en su cargo hasta su
sustitución.

Propuesta de modificación

ARTÍCULO 215

Un miembro de la Comisión presen-
tará su dimisión al Presidente si éste se
lo solicita. Aparte de los casos de reno-
vación periódica y fallecimiento, el man-
dato de los miembros de la Comisión
concluirá individualmente por dimisión
voluntaria, dimisión a petición del Pre-
sidente o cese.

El interesado será sustituido por el
tiempo que falte para terminar su man-
dato por un nuevo miembro. Éste, desig-
nado de común acuerdo por el Presiden-
te de la Comisión y los Gobiernos de los
Estados miembros, será nombrado de co-
mún acuerdo por los Gobiernos de los
Estados miembros. El Consejo, por una-
nimidad, podrá decidir que no ha lugar
a tal sustitución.

En caso de dimisión, cese o falleci-
miento, el presidente será sustituido por
el tiempo que falte para terminar el man-
dato. Para su sustitución será aplicable el
procedimiento previsto en el apartado 2
del artículo 214.

Salvo en caso de dimisión a petición
del Presidente o de cese, previsto en el
artículo 216, los miembros de la Comi-
sión permanecerán en su cargo hasta su
sustitución.
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COMPOSICIÓN DE LA COMISIÓN - OPCIÓN 1

Texto actual del Tratado CE Propuesta de modificación

ARTICULO 213

1. La Comisión estará compuesta
por veinte miembros, elegidos en razón
de su competencia general y que ofrez-
can garantías plenas de independencia.

El Consejo podrá modificar, por una-
nimidad, el número de miembros de la
Comisión.

Solamente los nacionales de los Es-
tados miembros podrán ser miembros de
la Comisión.

La Comisión deberá comprender al
menos un nacional de cada uno de los
Estados miembros, sin que el número de
miembros en posesión de la nacionalidad
de un mismo Estado pueda ser superior
a dos.

2. (...)

ARTÍCULO 213

1. La Comisión estará compuesta
por veinte miembros, elegidos en razón
de su competencia general y que ofrez-
can garantías plenas de independencia.
(párrafo suprimido)

{párrafo suprimido)

La Comisión estará compuesta por
un nacional de cada uno de los Estados
miembros, que se turnarán de acuerdo
con el siguiente orden de Estados miem-
bros:

(En caso de modificación de
esta lista con motivo de futuras
adhesiones, el orden de Estados
miembros deberá establecerse de
manera que se garantice una com-
posición equilibrada desde el pun-
to de vista geográfico y del tama-
ño de los Estados miembros)

2. (...).
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COMPOSICIÓN DE LA COMISIÓN - OPCIÓN 2

Texto actual del Tratado CE

ARTÍCULO 213

1. La Comisión estará compuesta
por veinte miembros, elegidos en razón
de su competencia general y que ofrez-
can garantías plenas de independencia.

El Consejo podrá modificar, por una-
nimidad, el número de miembros de la
Comisión.

Solamente los nacionales de los Es-
tados miembros podrán ser miembros de
la Comisión.

La Comisión deberá comprender al me-
nos un nacional de cada uno de los Estados
miembros, sin que el número de miembros
en posesión de la nacionalidad de un mismo
Estado pueda ser superior a dos.

2. (...)

ARTÍCULO 217

La Comisión podrá nombrar uno o dos
vicepresidentes de entre sus miembros.

ARTICULO 219

La Comisión ejercerá sus funciones
bajo la orientación política de su Presi-
dente.

Los acuerdos de la Comisión se
adoptarán por mayoría del número de
miembros previsto en el artículo 213.

Sólo podrá reunirse válidamente la
Comisión cuando esté presente el núme-
ro de miembros que fije su reglamento
interno.

Propuesta de modificación

ARTÍCULO 213

1. La Comisión estará compuesta
por un nacional de cada uno de los Es-
tados miembros, elegido en razón de su
competencia general y que ofrezca ga-
rantías plenas de independencia.

(párrafo suprimido)

2. (...)

ARTÍCULO 217

El Presidente definirá la orientación
política de la Comisión.

El Presidente podrá nombrar vice-
presidentes de entre los miembros de la
Comisión, encargados de coordinar y di-
rigir la acción de la Comisión en un ám-
bito determinado.

El Presidente podrá atribuir a los
miembros de la Comisión, durante todo
o parte del mandato de éstos, tareas o
misiones específicas, con el apoyo, en su
caso, de los servicios administrativos.

ARTÍCULO 219

(párrafo suprimido debido a la refor-
mulación del artículo 217)

Los acuerdos de la Comisión se
adoptarán por mayoría del número de
miembros previsto en el artículo 213. En
caso de empate de votos, el voto del Pre-
sidente será de calidad.

Sólo podrá reunirse válidamente la
Comisión cuando esté presente el núme-
ro de miembros que fije su reglamento
interno.
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ADAPTAR LAS INSTITUCIONES PARA QUE LA AMPLIACIÓN SEA UN ÉXITO

TRIBUNAL DE CUENTAS

Texto actual del Tratado CE Propuesta de modificación

ARTÍCULO 247

1. El Tribunal de Cuentas estará
compuesto por quince miembros.

2. Los miembros del Tribunal de
Cuentas serán elegidos entre personalida-
des que pertenezcan o hayan perteneci-
do en sus respectivos países a las insti-
tuciones de control externo o que estén
especialmente calificadas para esta fun-
ción. Deberán ofrecer absolutas garantías
de independencia.

3. Los miembros del Tribunal de
Cuentas serán nombrados para un perío-
do de seis años por el Consejo, por una-
nimidad, previa consulta al Parlamento
Europeo.

Los miembros del Tribunal de Cuen-
tas podrán ser nuevamente designados.

Los miembros elegirán de entre ellos
al presidente del Tribunal de Cuentas por
un período de tres años. Su mandato será
renovable.

4. a 9. (...)

ARTICULO 247

1. El Tribunal de Cuentas estará
compuesto por doce miembros.

2. Los miembros del Tribunal de
Cuentas serán elegidos entre personalida-
des que pertenezcan o hayan perteneci-
do en sus respectivos países a las insti-
tuciones de control externo o que estén
especialmente calificadas para esta fun-
ción. Deberán ofrecer absolutas garantías
de independencia.

3. Los miembros del Tribunal de
Cuentas serán nombrados para un perío-
do de seis años por el Consejo, por ma-
yoría cualificada (*), previa consulta al
Parlamento Europeo.

El mandato de los miembros no será
renovable. Cada tres años, tendrá lugar
la renovación parcial de los miembros.

Los miembros elegirán de entre ellos
al presidente del Tribunal de Cuentas por
un período de tres años. Su mandato será
renovable.

4. a 9. (...)

(*) Consecuencia de la generalización de la votación por mayoría cualificada.
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COMITÉ ECONÓMICO Y SOCIAL

Texto actual del Tratado CE Propuesta de modificación

ARTICULO 257

Se crea un Comité Económico y So-
cial, de carácter consultivo.

El Comité estará compuesto por re-
presentantes de los diferentes sectores de
la vida económica y social, en particu-
lar de los productores, agricultores, trans-
portistas, trabajadores, comerciantes y ar-
tesanos, así como de las profesiones
liberales y del interés general.

ARTÍCULO 258

El número de miembros del Comité
será el siguiente:

Bélgica 12
Dinamarca 9
Alemania 24
Grecia 12
España 21
Francia 24
Irlanda 9
Italia 24
Luxemburgo 6
Países Bajos 12
Austria 12
Portugal 12
Finlandia 9
Suecia 12
Reino Unido 24

Los miembros del Comité serán
nombrados por acuerdo unánime del
Consejo, para un período de cuatro años.
Su mandato será renovable.

Los miembros del Comité no estarán
vinculados por ningún mandato impera-
tivo. Ejercerán sus funciones con plena
independencia, en interés general de la
Comunidad.

ARTICULO 257

Se crea un Comité Económico y So-
cial, de carácter consultivo.

El Comité estará compuesto por re-
presentantes de los diferentes componen-
tes de la sociedad civil.

ARTÍCULO 258

El Comité Económico y Social esta-
rá compuesto por [...] miembros.

(composición por definir)

Los miembros del Comité serán
nombrados por mayoría cualificada del
Consejo, para un período de cuatro
años (*). Su mandato será renovable.

Los miembros del Comité no estarán
vinculados por ningún mandato impera-
tivo. Ejercerán sus funciones con plena
independencia, en interés general de la
Comunidad.

(*) Consecuencia de la generalización de la votación por mayoría cualificada.
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El Consejo establecerá, por mayoría
cualificada, las dietas de los miembros
del Comité.

ARTÍCULO 259

1. Para el nombramiento de los
miembros del Comité, cada Estado miem-
bro propondrá al Consejo una lista que
contenga doble número de candidatos que
puestos atribuidos a sus nacionales.

La composición del Comité deberá
tener en cuenta la necesidad de garanti-
zar una representación adecuada de los
diferentes sectores de la vida económi-
ca y social.

2. El Consejo consultará a la Co-
misión. Podrá recabar la opinión de las
organizaciones europeas representativas
de los diferentes sectores económicos y
sociales interesados en las actividades de
la Comunidad.

ARTÍCULO 262

El Comité será preceptivamente con-
sultado por el Consejo o por la Comi-
sión, en los casos previstos en el presente
Tratado. Estas instituciones podrán con-
sultarle en todos aquellos casos en que
lo consideren oportuno. Podrá tomar la
iniciativa de emitir un dictamen cuando
lo juzgue oportuno.

Si lo estimaren necesario, el Conse-
jo o la Comisión fijarán al Comité un
plazo para la presentación de su dicta-
men, que no podrá ser inferior a un mes
a partir de la fecha de la notificación
que, a tal fin, se curse al presidente.
Transcurrido el plazo fijado sin haberse
recibido el dictamen, podrá prescindirse
del mismo.

El dictamen del Comité y el de la
sección especializada serán remitidos al
Consejo y a la Comisión, junto con un
acta de las deliberaciones.

El Comité podrá ser consultado por
el Parlamento Europeo.

El Consejo establecerá, por mayoría
cualificada, las dietas de los miembros
del Comité.

ARTÍCULO 259

Los Estados miembros y las organi-
zaciones de la sociedad civil representa-
tivas al nivel europeo, podrán presentar
candidatos a miembros del Comité. El
Consejo definirá, por mayoría cualifica-
da, a propuesta de la Comisión y previa
consulta al Parlamento Europeo, las nor-
mas según las cuales se designarán los
miembros del Comité.

El Consejo, previa consulta de la
Comisión, nombrará a los miembros del
Comité, teniendo en cuenta la necesidad
de garantizar una representación adecua-
da de los diferentes componentes de la
sociedad civil y el equilibrio geográfico.

ARTÍCULO 262

El Comité emitirá un dictamen sobre
las propuestas legislativas de la Comi-
sión, o sobre cualquier otra cuestión,
cuando lo considere oportuno (**). Ade-
más, el Comité podrá ser consultado por
el Parlamento Europeo, el Consejo o la
Comisión.

Si lo estimaren necesario, el Parla-
mento Europeo, el Consejo o la Comi-
sión fijarán al Comité un plazo para la
presentación de su dictamen, que no po-
drá ser inferior a un mes a partir de la
fecha de la notificación que, a tal fin, se
curse al presidente. Transcurrido el pla-
zo fijado sin haberse recibido el dicta-
men, podrá prescindirse del mismo.

El dictamen del Comité y el de la
sección especializada serán remitidos al
Parlamento Europeo, al Consejo y a la
Comisión, junto con un acta de las deli-
beraciones.

(párrafo suprimido)

(**) Deberán adaptarse las disposiciones del Tratado por las que se establece la consulta obligatoria.
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COMITÉ DE LAS REGIONES

Texto actual del Tratado CE

ARTÍCULO 263

Se crea un comité de carácter con-
sultivo compuesto por representantes de
los entes regionales y locales, denomi-
nado en lo sucesivo «Comité de las Re-
giones».

El número de miembros del Comité
será el siguiente:

Bélgica 12
Dinamarca 9
Alemania 24
Grecia 12
España 21
Francia 24
Irlanda 9
Italia 24
Luxemburgo 6
Países Bajos 12
Austria 12
Portugal 12
Finlandia 9
Suecia 12
Reino Unido 24

Los miembros del Comité, así como
un número igual de suplentes, serán
nombrados por el Consejo por unanimi-
dad, a propuesta de sus respectivos Es-
tados miembros, para un período de cua-
tro años. Su mandato será renovable.
Ningún miembro del Comité podrá ser
simultáneamente miembro del Parlamen-
to Europeo.

Los miembros del Comité no esta-
rán vinculados por ningún mandato im-
perativo. Ejercerán sus funciones con ab-
soluta independencia, en interés general
de la Comunidad.

Propuesta de modificación

ARTÍCULO 263

Se crea un comité de carácter con-
sultivo compuesto por representantes de
los entes regionales y locales, denomina-
do en lo sucesivo «Comité de las Re-
giones».

El número de miembros del Comité
de las Regiones previstos para cada Es-
tado miembro será igual al tercio del
número de los representantes ante el Par-
lamento europeo elegidos en cada Esta-
do miembro, aumentado, en su caso,
hasta la unidad.

Los miembros del Comité, así como
un número igual de suplentes, serán
nombrados por el Consejo, por mayoría
cualificada (*), a propuesta de sus res-
pectivos Estados miembros, para un pe-
ríodo de cuatro años. Su mandato será
renovable. Ningún miembro del Comité
podrá ser simultáneamente miembro del
Parlamento Europeo.

Los miembros del Comité no estarán
vinculados por ningún mandato impera-
tivo. Ejercerán sus funciones con abso-
luta independencia, en interés general de
la Comunidad.

(*) Consecuencia de la generalización de la votación por mayoría cualificada.
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PROCEDIMIENTOS DE ADOPCIÓN DE DECISIONES

Texto actual del Tratado CE

ARTÍCULO 37

1. C )
2. (...)
A propuesta de la Comisión y pre-

via consulta al Parlamento Europeo, el
Consejo, por mayoría cualificada, adop-
tará reglamentos o directivas o tomará
decisiones, sin perjuicio de las recomen-
daciones que pueda formular.

3. (...)
4. (...)

Propuesta de modificación

ARTÍCULO 37

1. (...)
2. (...)
El Consejo, con arreglo al procedi-

miento previsto en el artículo 251, adop-
tará las medidas de carácter fundamen-
tal relativas:

a) a las organizaciones comunes de
mercado

b) a la aplicación de lo dispuesto
en el capítulo relativo a las nor-
mas sobre competencia a la pro-
ducción y al comercio de pro-
ductos agrícolas

c) a la creación de uno o varios
fondos de orientación y de ga-
rantía

d) a los ámbitos veterinario y fito-
sanitario, a la protección del
bienestar animal, a los alimentos
para animales y a las semillas

e) al desarrollo rural en el sector
agrícola y a las acciones estruc-
turales en el sector de la pesca

f) a la calidad de los productos
agrícolas

g) al régimen comunitario de la
pesca y la acuicultura.

Se considerarán de carácter funda-
mental las medidas que revistan una im-
portancia política general para la con-
cepción y orientación de la política
agrícola común o de la política común
de pesca y tengan una repercusión pre-
supuestaria considerable. Las medidas
contempladas en el presente apartado se
adoptarán y revisarán con una periodi-
cidad plurianual.

3. (...)
4. (...)
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ARTICULO 67

1. Durante un período transitorio
de cinco años a partir de la entrada en
vigor del Tratado de Amsterdam, el Con-
sejo decidirá por unanimidad, a propues-
ta de la Comisión o a iniciativa de un
Estado miembro y previa consulta al Par-
lamento Europeo.

2. Tras dicho período de cinco años:

— el Consejo decidirá a propuesta
de la Comisión; ésta estudiará
cualquier petición que le haga un
Estado miembro para que presen-
te una propuesta al Consejo;

— el Consejo, por unanimidad y
previa consulta al Parlamento Eu-
ropeo, adoptará una decisión con
vistas a que todos o parte de los
ámbitos cubiertos por el presen-
te título se rijan por el procedi-
miento previsto en el artículo 251
y a adaptar las disposiciones re-
lativas a las competencias del
Tribunal de Justicia.

3. Como excepción a lo dispuesto en
los apartados 1 y 2, a partir de la entra-
da en vigor del Tratado de Amsterdam,
el Consejo, por mayoría cualificada, a
propuesta de la Comisión y previa con-
sulta al Parlamento Europeo, adoptará las
medidas mencionadas en los incisos i) e
iii) de la letra b) del punto 2 del artícu-
lo 62.

4. Como excepción a lo dispuesto en
el apartado 2, transcurrido un período de
cinco años a partir de la entrada en vi-
gor del Tratado de Amsterdam, el Con-
sejo, con arreglo al procedimiento pre-
visto en el artículo 251, adoptará las
medidas mencionadas en los incisos ii)
y iv) de la letra b) del punto 2 del ar-
tículo 62.

ARTÍCULO 67

1. Durante un período transitorio
de cinco años a partir de la entrada en
vigor del Tratado de Amsterdam, el Con-
sejo decidirá por unanimidad, a propues-
ta de la Comisión o a iniciativa de un
Estado miembro y previa consulta al Par-
lamento Europeo.

2. Tras dicho período de cinco años:

— el Consejo decidirá de conformi-
dad con el procedimiento previs-
to en el artículo 251.

— el Consejo, por unanimidad y
previa consulta al Parlamento Eu-
ropeo, adoptará una decisión con
vistas (...) a adaptar las disposi-
ciones relativas a las competen-
cias del Tribunal de Justicia.

3. Como excepción a lo dispuesto
en los apartados 1 y 2, a partir de la en-
trada en vigor del Tratado de Amster-
dam, el Consejo, por mayoría cualifica-
da, a propuesta de la Comisión y previa
consulta al Parlamento Europeo, adoptará
las medidas mencionadas en los incisos
i) e iii) de la letra b) del punto 2 del
artículo 62.

(apartado suprimido)
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ARTÍCULO 133

1. La política comercial común se
basará en principios uniformes, particu-
larmente por lo que se refiere a las mo-
dificaciones arancelarias, la celebración
de acuerdos arancelarios y comerciales,
la consecución de la uniformidad de las
medidas de liberalización, la política de
exportación, así como las medidas de
protección comercial, y, entre ellas, las
que deban adoptarse en caso de dumping
y subvenciones.

2. Para la ejecución de esta políti-
ca comercial común, la Comisión presen-
tará propuestas al Consejo.

3. En el caso de que deban nego-
ciarse acuerdos con uno o varios Esta-
dos u organizaciones internacionales, la
Comisión presentará recomendaciones al
Consejo, que la autorizará para iniciar
las negociaciones necesarias.

La Comisión llevará a cabo dichas
negociaciones consultando a un Comité
especial, designado por el Consejo para
asistirla en dicha tarea y en el marco de
las directrices que el Consejo pueda di-
rigirle.

Serán aplicables las disposiciones
pertinentes del artículo 300.

4. En el ejercicio de las atribuciones
que le confiere el presente artículo, el Con-
sejo decidirá por mayoría cualificada.

5. El Consejo, por unanimidad, a
propuesta de la Comisión y previa con-

ARTICULO 133

1. La política comercial común se
basará en principios uniformes, particular-
mente por lo que se refiere a las modifi-
caciones arancelarias, la celebración de
acuerdos arancelarios y comerciales rela-
tivos a los intercambios de mercancías y
servicios, a las inversiones y a los dere-
chos de propiedad intelectual, la consecu-
ción de la uniformidad de las medidas de
liberalización, la política de exportación,
así como las medidas de protección comer-
cial, y, entre ellas, las que deban adoptarse
en caso de dumping y subvenciones.

2. Para la ejecución de esta políti-
ca comercial común, la Comisión presen-
tará propuestas al Consejo.

3. En el caso de que deban nego-
ciarse acuerdos con uno o varios Esta-
dos u organizaciones internacionales, la
Comisión presentará recomendaciones al
Consejo, que la autorizará para iniciar
las negociaciones necesarias.

La Comisión llevará a cabo dichas
negociaciones consultando a un Comité
especial, designado por el Consejo para
asistirla en dicha tarea y en el marco de
las directrices que el Consejo pueda di-
rigirle. La Comisión informará regular-
mente al Parlamento Europeo del desa-
rrollo de las negociaciones.

Serán aplicables las disposiciones
pertinentes del artículo 300.

4. En el ejercicio de las atribucio-
nes que le confiere el presente artículo,
el Consejo decidirá por mayoría cualifi-
cada. El procedimiento previsto en el ar-
tículo 251 se aplicará para la adopción
de normas de alcance general por las
que se definan los elementos esenciales
de la política comercial común que deba
llevarse a cabo.

{apartado suprimido)
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sulta al Parlamento Europeo, podrá am-
pliar la aplicación de los apartados 1 a
4 a las negociaciones y acuerdos inter-
nacionales sobre servicios y propiedad
intelectual en la medida en que no estén
cubiertos por dichos apartados.

ARTÍCULO 300

1. (...)
2. (...)
3. Salvo para los acuerdos contem-

plados en el apartado 3 del artículo 133,
el Consejo concluirá los acuerdos previa
consulta al Parlamento Europeo, incluso
cuando se trate de un ámbito en el que
resulte necesario el procedimiento con-
templado en el artículo 251 o el contem-
plado en el artículo 252 para la adopción
de reglas internas. El Parlamento Euro-
peo emitirá su dictamen en un plazo que
el Consejo podrá fijar según la urgencia.
De no mediar dictamen al término de
dicho plazo, el Consejo podrá pronun-
ciarse sin él.

4. a 7. (...)

ARTICULO 300

1. (...)
2. (...)
3. (...) El Consejo concluirá los

acuerdos previa consulta al Parlamento
Europeo, incluso cuando se trate de un
ámbito en el que resulte necesario el pro-
cedimiento contemplado en el artículo
251 o el contemplado en el artículo 252
para la adopción de reglas internas. El
Parlamento Europeo emitirá su dictamen
en un plazo que el Consejo podrá fijar
según la urgencia. De no mediar dicta-
men al término de dicho plazo, el Con-
sejo podrá pronunciarse sin él.

4. a 7. (...)
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COOPERACIÓN REFORZADA

Texto actual de los Tratados

ARTÍCULO 43 TUE

1. Los Estados miembros que se
propongan establecer entre sí una coope-
ración reforzada podrán hacer uso de las
instituciones, procedimientos y mecanis-
mos establecidos en el presente Tratado
y en el Tratado constitutivo de la Comu-
nidad Europea, siempre que esa coope-
ración:

a) pretenda impulsar los objetivos
de la Unión, así como proteger
y servir sus intereses;

b) respete los principios contenidos
en dichos Tratados y el marco
institucional único de la Unión;

c) se utilice sólo como último re-
curso cuando no se hayan podi-
do alcanzar los objetivos de di-
chos Tratados por medio de los
procedimientos pertinentes esta-
blecidos en los mismos;

d) implique al menos a una mayo-
ría de Estados miembros;

e) no afecte al acervo comunitario
ni a las medidas adoptadas so-
bre la base de las demás dispo-
siciones de dichos Tratados;

f) no afecte a las competencias, de-
rechos, obligaciones e intereses
de los Estados miembros que no
participen en ella;

g) esté abierta a todos los Estados
miembros y les permita partici-
par en ella en cualquier momen-
to, siempre que acaten la deci-
sión de base y las decisiones
tomadas en este contexto;

h) cumpla los criterios adicionales
específicos previstos en el artículo
11 del Tratado constitutivo de la
Comunidad Europea y en el artí-

Propuesta de modificación

ARTÍCULO 43 TUE

1. Los Estados miembros que se
propongan establecer entre sí una coope-
ración reforzada podrán hacer uso de las
instituciones, procedimientos y mecanis-
mos establecidos en el presente Tratado
y en el Tratado constitutivo de la Comu-
nidad Europea, siempre que esa coope-
ración:

a) pretenda impulsar los objetivos
de la Unión, así como proteger
y servir sus intereses;

b) respete los principios contenidos
en dichos Tratados y el marco
institucional único de la Unión;

c) se utilice sólo como último re-
curso cuando no se hayan podi-
do alcanzar los objetivos de di-
chos Tratados por medio de los
procedimientos pertinentes esta-
blecidos en los mismos;

d) implique al menos a un tercio
de los Estados miembros;

e) no afecte al acervo comunitario
ni a las medidas adoptadas so-
bre la base de las demás dispo-
siciones de dichos Tratados;

f) no afecte a las competencias, de-
rechos, obligaciones e intereses
de los Estados miembros que no
participen en ella;

g) esté abierta a todos los Estados
miembros y les permita partici-
par en ella en cualquier momen-
to, siempre que acaten la deci-
sión de base y las decisiones
tomadas en este contexto;

h) cumpla los criterios adicionales
específicos previstos en el artículo
11 del Tratado constitutivo de la
Comunidad Europea y en el artí-
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culo 40 del presente Tratado, se-
gún el ámbito de que se trate, y
esté autorizada por el Consejo
con arreglo a los procedimientos
en ellos establecidos.

2. (...)

ARTÍCULO 40 TUE

1. Con sujeción a lo dispuesto en
los artículos 43 y 44, podrá autorizarse
a los Estados miembros que se propon-
gan establecer entre sí una cooperación
reforzada a que hagan uso de las insti-
tuciones, procedimientos y mecanismos
establecidos en los Tratados, siempre que
la cooperación propuesta:

a) respete las competencias de la
Comunidad Europea y los obje-
tivos establecidos en el presen-
te título;

b) tenga por objeto permitir a la
Unión una evolución más rápi-
da hacia un espacio de libertad,
de seguridad y de justicia.

2. El Consejo concederá por mayo-
ría cualificada la autorización a que se
refiere el apartado 1 a petición de los Es-
tados miembros interesados, previa invi-
tación a la Comisión a que presente su
dictamen; la solicitud se remitirá también
al Parlamento Europeo.

Si un miembro del Consejo declarase
que, por motivos importantes y explícitos
de política nacional, tiene la intención de
oponerse a la concesión de una autoriza-
ción por mayoría cualificada, no se proce-
derá a la votación. El Consejo, por mayo-
ría cualificada, podrá pedir que el asunto
se remita al Consejo Europeo para que de-
cida al respecto por unanimidad.

(...)
3. a 5. (...)

culo 40 del presente Tratado, se-
gún el ámbito de que se trate, y
esté autorizada por el Consejo
con arreglo a los procedimientos
en ellos establecidos (*).

2. (...)

ARTÍCULO 40 TUE

1. Con sujeción a lo dispuesto en
los artículos 43 y 44, podrá autorizarse
a los Estados miembros que se propon-
gan establecer entre sí una cooperación
reforzada a que hagan uso de las insti-
tuciones, procedimientos y mecanismos
establecidos en los Tratados, siempre que
la cooperación propuesta:

a) respete las competencias de la
Comunidad Europea y los obje-
tivos establecidos en el presen-
te título;

b) tenga por objeto permitir a la
Unión una evolución más rápi-
da hacia un espacio de libertad,
de seguridad y de justicia.

2. El Consejo concederá por mayo-
ría cualificada la autorización a que se
refiere el apartado 1 a petición de los Es-
tados miembros interesados, previa invi-
tación a la Comisión a que presente su
dictamen; la solicitud se remitirá también
al Parlamento Europeo.

(párrafo suprimido)

(...)
3. a 5. (...)

(*) Será conveniente establecer un nuevo artículo por el que se autorice la instauración de una coope-
ración reforzada en el ámbito de la Política Exterior y de Seguridad Común y se determinen sus condicio-
nes de aplicación.
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ARTÍCULO 11 CE

1. Con sujeción a lo dispuesto en
los artículos 43 y 44 del Tratado de la
Unión Europea, podrá autorizarse a los
Estados miembros que deseen establecer
entre sí una cooperación reforzada a que
hagan uso de las instituciones, procedi-
mientos y mecanismos establecidos por
el presente Tratado, siempre que la co-
operación propuesta:

a) no se refiera a ámbitos que sean
de exclusiva competencia de la
Comunidad;

b) no afecte a las políticas, accio-
nes o programas comunitarios;

c) no se refiera a la ciudadanía de
la Unión ni establezca una dis-
criminación entre nacionales de
los Estados miembros;

d) permanezca dentro de los lími-
tes de las competencias atribui-
das a la Comunidad por el pre-
sente Tratado; y

e) no constituya una discriminación
ni una restricción del comercio
entre los Estados miembros y no
falsee las condiciones de com-
petencia entre ellos.

2. El Consejo concederá la autori-
zación contemplada en el apartado 1 pro-
nunciándose por mayoría cualificada, a
propuesta de la Comisión y previa con-
sulta al Parlamento Europeo.

Si un miembro del Consejo declara-
se que, por motivos importantes y explí-
citos de política nacional, tiene la inten-
ción de oponerse a la concesión de una
autorización por mayoría cualificada, no
se procederá a la votación. El Consejo,
por mayoría cualificada, podrá pedir que
el asunto se remita al Consejo, en su
composición de Jefes de Estado o de
Gobierno, para que decida al respecto
por unanimidad.

(...)
3. a 5. (...)

ARTÍCULO 11 CE

1. Con sujeción a lo dispuesto en
los artículos 43 y 44 del Tratado de la
Unión Europea, podrá autorizarse a los
Estados miembros que deseen establecer
entre sí una cooperación reforzada a que
hagan uso de las instituciones, procedi-
mientos y mecanismos establecidos por
el presente Tratado, siempre que la co-
operación propuesta:

a) no se refiera a ámbitos que sean
de exclusiva competencia de la
Comunidad;

b) no afecte a las políticas, accio-
nes o programas comunitarios;

c) no se refiera a la ciudadanía de
la Unión ni establezca una dis-
criminación entre nacionales de
los Estados miembros;

d) permanezca dentro de los lími-
tes de las competencias atribui-
das a la Comunidad por el pre-
sente Tratado; y

e) no constituya una discriminación
ni una restricción del comercio
entre los Estados miembros y no
falsee las condiciones de com-
petencia entre ellos.

2. El Consejo concederá la autori-
zación contemplada en el apar-
tado 1 pronunciándose por ma-
yoría cualificada, a propuesta de
la Comisión y previa consulta al
Parlamento Europeo.

(párrafo suprimido)

(...)
3 a 5. (...)
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A N E X O 1

RELACIÓN DE DISPOSICIONES QUE, POR EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO

DE MAYORÍA CUALIFICADA, SEGUIRÁN ADOPTÁNDOSE POR UNANIMIDAD

1) Decisiones del Consejo que deben ser adoptadas por los Estados
miembros de conformidad con sus normas constitucionales:

• derechos complementarios para los ciudadanos europeos (artículo 22
CE)

• procedimiento electoral uniforme para el Parlamento Europeo (artícu-
lo 190 § 4 CE)

• disposiciones relativas al sistema de recursos propios (artículo 269
CE)

2) Decisiones institucionales fundamentales o que afecten al equili-
brio institucional (*):

• adaptación de las competencias del Tribunal de Justicia en el espa-
cio de libertad, seguridad y justicia (artículo 67 § 2 CE)

• medidas y ayuda financiera comunitaria en caso de dificultades gra-
ves (artículo 100 § 1 y parcialmente § 2)

• disposiciones por las que se sustituye al Protocolo sobre déficit ex-
cesivo (artículo 104 § 14)

• modificación de los Estatutos del SEBC (artículo 107 § 5 CE)
• fijación del tipo al que euro sustituye a la moneda nacional (artícu-

lo 123 § 5 CE)
• establecimiento de los principios y normas en materia de atribución

de las competencias de ejecución (artículo 202 CE)
• aumento del número de miembros del Tribunal de Justicia y aboga-

dos generales (artículo 221 y 222 CE) (**)
• composición del Tribunal de Primera Instancia (artículo 225 §2 CE) (**)

(*) Las decisiones relativas a la modificación del número de miembros de la
Comisión (artículo 213 § 1 CE) y a la no sustitución de un miembro de la Comi-
sión (artículo 215, párrafo 2 CE) deberán revisarse en el marco de las normas rela-
tivas a la composición de la Comisión.

(**) La eventual aplicación de la mayoría cualificada a las disposiciones rela-
tivas a la composición del Tribunal de Justicia (artículos 221, 222, y 225 § 2 CE),
a la modificación del Título III del Estatuto del Tribunal de Justicia y a la aproba-

360



ADAPTAR LAS INSTITUCIONES PARA QUE LA AMPLIACIÓN SEA UN ÉXITO

• determinación de las categorías de recursos ante el Tribunal de Pri-
mera Instancia (artículo 225 §2 CE)

• modificación del Título III del Estatuto del Tribunal de Justicia (ar-
tículo 245, párrafo 2 CE) (**)

• aprobación del Reglamento de procedimiento del Tribunal de Justi-
cia y del Tribunal de Primera Instancia (artículo 245, párrafo 3 y 225
§4 CE)

• régimen lingüístico de las instituciones (artículo 290 CE)
• adopción de las disposiciones pertinentes para lograr un objetivo de

la Comunidad sin que el Tratado haya previsto los poderes de ac-
ción necesarios al respecto (artículo 308 CE)

3) Decisiones en los ámbitos de la fiscalidad y la seguridad social,
no vinculadas al buen funcionamiento del mercado interior

• armonización de las legislaciones fiscales (reformulación de los ar-
tículos 93 y 95 CE)

• armonización de las legislaciones en materia de seguridad social (re-
formulación del primer guión del apartado 3 del artículo 137 CE)

4) Paralelismo entre las decisiones internas y externas

• acuerdos relativos a tipos de cambio para el Euro en relación con
monedas no comunitarias (artículo 111 § 1 CE)

• asociación de los países y territorios de ultramar (artículo 187 CE)
• celebración de acuerdos que requieren al nivel interno la unanimi-

dad (artículo 300 § 2 CE)
• acuerdos de asociación (artículo 300 § 2 y 310 CE)

5) Excepciones a las normas comunes del Tratado

• introducir restricciones al movimiento de capitales con terceros paí-
ses (artículo 57 § 2 CE)

• excepción a la cláusula de «standstill» en materia de transportes (ar-
tículo 72 CE)

• compatibilidad de una ayuda con el mercado común (artículo 88
§ 2 CE)

ción el Reglamento de procedimiento del Tribunal de Justicia y del Tribunal de Pri-
mera Instancia (artículo 245, párrafo 3 y 225 §4 CE) se analizarán en una contribu-
ción ulterior de la Comisión sobre el Tribunal de Justicia.
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A N E X O 2

CONSECUENCIAS DE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO

DE MAYORÍA CUALIFICADA

Bases jurídicas de acuerdo con las cuales, de ahora en adelante, el
Consejo decidirá por mayoría cualificada

A) Medidas de naturaleza legislativa (que deben decidirse por el pro-
cedimiento de codecisión) (*)

• medidas contra la discriminación por motivos de sexo, raza, etc. (ar-
tículo 13 CE)

• facilitación del derecho de circulación y residencia (art.18 CE), ya
en codecisión

• coordinación de las legislaciones de seguridad social de los trabaja-
dores (art. 42 CE), ya en codecisión (**)

• acceso y ejercicio de las actividades no asalariadas, modificación de
los principios legislativos existentes (artículo 47 § 2 CE), ya en
codecisión

• medidas para establecer el espacio de libertad, seguridad y justicia
(artículo 67 CE) reformulación del artículo para aplicar, después del
período de transición de cinco años, el procedimiento de codecisión
de manera automática a las normas generales de carácter legislati-
vo en todos los ámbitos del título IV

• principios del régimen de transportes que puede afectar al nivel de
vida en algunas regiones, explotación del material de transportes 71
§ 2 CE)

• medidas en el ámbito de la política social (artículo 137 § 3 y 139
(2) CE), excepto reformulación de las disposiciones relativas a la
seguridad social

(*) Podrá suprimirse el artículo 94 CE a raíz de la reformulación de los artí-
culos relativos a la fiscalidad puesto que ya sólo se utiliza para la armonización fiscal
(las otras dos excepciones a la aplicación del artículo 95 CE contempladas en el
apartado 2 de este artículo, es decir, la libre circulación de personas y los derechos
e intereses de los trabajadores, se rigen por otras disposiciones del Tratado).

(**) Esta disposición debería reformularse con el fin de abarcar no solamente
a todos los trabajadores migrantes sino también a todos los ciudadanos europeos que
hagan uso de su derecho a circular y residir en la Unión.
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• algunas disposiciones en la política de medio ambiente (artículo 175
§ 2 CE)

• Fondos Estructurales y Fondo de Cohesión (artículo 161 CE) y otras
acciones específicas para la cohesión económica y social (artículo
159, párrafo 3 CE)

• Reglamento financiero (artículo 279 CE)

B) Otras medidas

• Ampliación del ámbito de la política comercial común a todos los
servicios, las inversiones y los derechos de propiedad intelectual (ar-
tículo 133 CE), reformulación del artículo para aplicar directamen-
te la mayoría cualificada a estos ámbitos y aplicar la codecisión a
las normas generales unilaterales de carácter legislativo en el ám-
bito de la política comercial

• cultura (artículo 151 CE), ya parcialemnte en codecisión
• política industrial (artículo 157 CE)
• armas de guerra (artículo 296 CE)

C) Disposiciones institucionales

• derecho de voto en elecciones al Parlamento Europeo y elecciones
municipales (art. 19 CE)

• encomendar al BCE tareas específicas de supervisión prudencial (ar-
tículo 105 § 6 CE)

• representación exterior en el marco de la UEM (artículo 111 § 4)
• medidas necesarias para la introducción del Euro (artículo 123

§4 CE)
• atribuir a la Comisión de funciones en materia de política social

(art. 144 CE)
• aprobación del estatuto de los miembros del Parlamento Europeo (ar-

tículo 190 § 5 CE)
• fijación del orden de la Presidencia del Consejo (artículo 203 CE)
• nombramiento Secretario General y Secretario General Adjunto del

Consejo (artículo 207 § 2 CE)
• nombramiento miembros Tribunal de Cuentas (artículo 247 § 3 CE)
• nombramiento miembros Comité Económico y Social (art. 258 CE)
• nombramiento miembros Comité de las Regiones (artículo 263 CE)
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D) Disposiciones que requerirán una reformulación parcial para dis-
tinguir lo que se rige por mayoría cualificada de lo que seguirá requi-
riendo la unanimidad

• armonización de algunas legislaciones fiscales (reformulación de los
artículos 93 y 95 CE)

• medidas en el ámbito de la seguridad social (reformulación del pri-
mer guión CE del artículo 137 § 3).

A N E X O 3

EXTRAPOLACIÓN DEL SISTEMA ACTUAL DE COMPOSICIÓN

DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DE LA COMISIÓN, ASÍ COMO

DE LA PONDERACIÓN DE LOS VOTOS EN EL CONSEJO

Estados miembros Población
(mili, hab.)

Población
(porcen.)

Escaños
PE

Votos
Consejo

Comisión

Bélgica
Dinamarca
Alemania
Grecia
España
Francia
Irlanda
Italia
Luxemburgo....
Países-Bajos....
Austria
Portugal
Finlandia
Suecia
Reino Unido...

TOTAL.
Bulgaria
Chipre
Estonia
Hungría
Letonia
Lituania
Malta

10,213
5,313

82,038
10,533
39,394
58,966
3,744

57,612
0,429

15,760
8,082
9,980
5,160
8,854

59,247
375,325

8,230
0,752
1,446

10,092
2,439
3,701
0,377

1,87%
0,97%

15,04%
1,93%
7,22%

10,81%
0,69%

10,56%
0,08%
2,89%
1,48%
1,83%
0,95%
1,62%

10,86%

1,51%
0,14%
0,27%
1,85%
0,45%
0,68%
0,07%

25
16
99
25
64
87
15
87

6
31
21
25
16
22
87
626
21

6
7
25
10
15
6

5
3
10
5
8
10
3
10
2
5
4
5
3
4
10
87
4
2
3
5
3
3
2

1
1
2
1
2
2
1
2
1

2
20
1
1
1
1
1
1
1

364



ADAPTAR LAS INSTITUCIONES PARA QUE LA AMPLIACIÓN SEA UN ÉXITO

Estados miembros

Polonia
República Checa
Rumania
Eslovaquia
Eslovenia
Turquía...

TOTAL

Población
(mili, hab.)

38,667
10,290
22,489
5,393
1,978

64,385
545,564

Población
(porcen.)

7,09%
1,89%
4,12%
0,99%
0,36%

11,80%
100%

Escaños
PE

64
25
44
16
9

89
963

Votos
Consejo

8
5
6
3
3

10
144

Comisión

2
1
1
1
1
2

35

NOTA ESTADÍSTICA: Datos: Eurostat 1999 excepto Malta (datos 1998) y Turquía (fuente nacional-FMI).
Estimación: Alemania, Reino Unido y Turquía. Datos provisionales: Francia e Irlanda

Advertencia:

1. Este cuadro se ofrece únicamente a título ilustrativo, por lo que
no compromete a la Comisión.

2. Para una adecuada comprensión del mismo, hay que tener en cuenta
que las cifras de población actuales de los Estados miembros son diferen-
tes de las utilizadas en el momento en que se aprobaron las decisiones
sobre el número de escaños del Parlamento Europeo y el número de vo-
tos en el Consejo.
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EL DEFENSOR DEL PUEBLO EUROPEO

Informe Especial del Defensor del Pueblo Europeo al
Parlamento Europeo relativo a su investigación de oficio
sobre el carácter secreto de los procedimientos para la

contratación de personal de la Comisión
(1999/C 371/09) *

En noviembre de 1997, el Defensor del Pueblo Europeo inició una
investigación de oficio sobre el carácter secreto de los procedimientos para
la contratación de personal de la Comisión Europea.

El 8 de marzo de 1999, tras examinar detalladamente las observacio-
nes de la Comisión, el Defensor del Pueblo comunicó a esta institución
que había establecido la existencia de mala administración. Con el fin de
poner remedio al problema, el Defensor del Pueblo redactó un proyecto
de recomendación, según lo establecido en el apartado 6 del artículo 3 del
Estatuto del Defensor del Pueblo1.

En una carta del 5 de julio de 1999 dirigida al Defensor del Pueblo,
la Comisión formulaba observaciones detalladas sobre el proyecto de re-
comendación.

Este Informe especial se presenta al Parlamento Europeo de conformi-
dad con lo establecido en el apartado 7 del artículo 3 del Estatuto del De-
fensor del Pueblo y, de acuerdo con la mencionada disposición, incluye
también una recomendación que el Defensor del Pueblo considera nece-
saria en el presente asunto.

* DOCE, C371, de 22 de diciembre de 1999, p. 12.
1 Decisión 94/262/CECA, CE, Euratom, del Parlamento Europeo, de 9 de mar-

zo de 1994, sobre el Estatuto del Defensor del Pueblo y sobre las condiciones ge-
nerales del ejercicio de sus funciones (DO L 113 de 4.5.1994, p. 15).
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A) INVESTIGACIÓN DEL DEFENSOR DEL PUEBLO Y PROYECTO

DE RECOMENDACIÓN

El 7 de noviembre de 1997, el Defensor del Pueblo abrió una investi-
gación de oficio sobre el carácter secreto de los procedimientos para la
contratación de personal de la Comisión Europea. En su carta a la Comi-
sión, el Defensor del Pueblo señalaba que, considerando que el primer
contacto de los ciudadanos con las instituciones comunitarias es, a menu-
do, para solicitar empleo en ellas, sería de desear que la impresión que le
causara la institución contactada fuera satisfactoria. El Defensor del Pue-
blo también hacía referencia a diversas reclamaciones sobre falta de trans-
parencia en los procesos de contratación de personal.

El Defensor del Pueblo había detectado dos temas recurrentes en las
observaciones formuladas por las instituciones comunitarias ante este tipo
de reclamaciones. El primero de ellos es el artículo 6 del anexo III del
Estatuto de los funcionarios, que establece que los procedimientos del tri-
bunal del concurso deberán ser secretos. El segundo se refiere al amplio
margen de discrecionalidad de que gozan estos tribunales.

El Defensor del Pueblo es consciente de que el propósito del artículo
6 es garantizar la independencia de los tribunales de los concursos, prote-
giéndolos de interferencias y presiones. No obstante, opina que esta con-
sideración legítima no debe entorpecer la aplicación de los derechos del
candidato, compatibles con lo establecido en el artículo 6.

El Defensor del Pueblo reconoce asimismo el amplio margen de dis-
crecionalidad de que gozan los tribunales de los concursos. Sin embargo,
considera que dicha discrecionalidad no ha de impedir que las autorida-
des públicas cumplan los principios de la buena administración.

Por ello, el Defensor del Pueblo preguntó a la Comisión si estaba dis-
puesta a:

1) permitir que los candidatos pudieran llevarse consigo las pregun-
tas de los exámenes escritos tras finalizar la prueba;

2) comunicar los criterios de evaluación a los candidatos que lo so-
licitasen;

3) dar a conocer a los candidatos los nombres de los miembros del
tribunal de selección;

4) permitir que los candidatos que hubieran realizado un examen pu-
dieran consultar una copia corregida de la prueba.
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La Comisión emitió su respuesta el 2 de marzo de 1998. Respecto a
las dos primeras cuestiones, informó al Defensor del Pueblo de que, ac-
tualmente, 1) los candidatos pueden llevarse consigo las preguntas de los
exámenes, a menos que su contenido esté protegido por derechos de pro-
piedad intelectual, y 2) los tribunales de los concursos comunican los cri-
terios de evaluación o corrección a los candidatos que así lo solicitan.

En cuanto a las otras dos preguntas planteadas por el Defensor del
Pueblo (3 y 4), la Comisión declaró que la supuesta falta de transparen-
cia se basaba en el número limitado de reclamaciones. En opinión de la
Comisión, existe una diferencia fundamental entre los concursos-oposición
y los exámenes de otro tipo: en la evaluación de un candidato que se pre-
sente a un examen se basa en unos criterios prefijados, mientras que en
la de un opositor se toma en consideración al resto de los participantes
en la prueba, y únicamente los candidatos que obtienen los mejores re-
sultados pasan a formar parte de una lista de reserva. Según la Comisión,
únicamente el tribunal del concurso está capacitado para evaluar los re-
sultados de cada opositor, pues sólo sus miembros están en situación de
comparar los exámenes del conjunto de los candidatos. La entrega de una
copia corregida a un candidato no le aportaría ningún beneficio, pues no
tiene sentido que una persona que no ha juzgado a los otros candidatos
pueda calificar una prueba aislada. La Comisión declaró asimismo que,
dado el elevado número de opositores que participan en las pruebas, la
carga económica y administrativa derivada de la entrega de los exámenes
corregidos sería muy elevada. Por último, la Comisión señaló que el mar-
gen de discrecionalidad de los tribunales de los concursos está sujeto a la
supervisión del Tribunal de Justicia y del Tribunal de primera Instancia
de las Comunidades Europeas.

En su carta de 8 de marzo de 1999, el Defensor del Pueblo tomaba
nota de las explicaciones ofrecidas por la Comisión respecto a las dos
primeras cuestiones, e indicaba que teniendo en cuenta las explicaciones
que le habían sido facilitadas, no consideraba necesario seguir la investi-
gando al respecto.

En cuanto a la divulgación de los nombres de los miembros de los
tribunales de concursos, el Defensor del Pueblo recordaba que es un prin-
cipio fundamental de buena práctica administrativa que los ciudadanos
puedan saber el nombre de los funcionarios que con los que tratan. El
Defensor del Pueblo estimaba que una administración anónima resulta ale-
jada del público, por lo que informó a la Comisión que consideraba in-
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aceptable que los candidatos participantes en un examen oral no pudieran
conocer los nombres de sus examinadores.

En relación con el acceso de cada candidato a la corrección de su exa-
men, el Defensor del Pueblo insistió en la importancia de que se garanti-
ce una completa confianza del público en los procedimientos de los tribu-
nales de los concursos. En su opinión, los documentos en cuestión constan
de dos partes: el propio examen escrito y las correcciones realizadas por
los examinadores. El Defensor del Pueblo afirmaba que si el candidato es
el autor del examen escrito, no se le puede negar el acceso al mismo. En
respuesta a la segunda observación de la Comisión, el Defensor del Pue-
blo insistía en que correspondía al ciudadano, y no a la administración,
decidir si era razonable solicitar esa información. De hecho, el candidato
tiene un interés fundamental en saber qué errores ha cometido. En cuanto
a las cargas económicas y administrativas mencionadas por la Comisión,
el Defensor del Pueblo sugería que si el número de los candidatos que
solicitaban copias de sus exámenes era elevado, la Comisión podía plan-
tearse la posibilidad de cobrar una tasa razonable para cubrir los costes
derivados de la operación.

Sobre la base de estas consideraciones, el Defensor del Pueblo pre-
sentó a la Comisión el siguiente proyecto de recomendación, de acuerdo
con el apartado 6 del artículo 3 de su Estatuto:

— La Comisión debería dar a conocer a los candidatos que se pre-
senten a exámenes orales los nombres de los miembros del tribu-
nal del concurso.

— En las oposiciones que se convoquen en el futuro, la Comisión
debería permitir a los candidatos que así lo soliciten el acceso a
sus exámenes corregidos.

B) RESPUESTA DE LA COMISIÓN AL PROYECTO DE RECOMENDACIÓN

En su respuesta de 5 de julio de 1999, la Comisión reconocía que, se-
gún el Tratado de Amsterdam, la transparencia es un principio básico de
la Unión Europea y los ciudadanos han de tener derecho a acceder a los
documentos del Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión (ar-
tículo 255 CE). En este contexto, la Comisión llamaba particularmente la
atención respecto a su Decisión 94/90/CECA, CE, Euratom, de 8 de fe-
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brero de 1994, sobre el acceso del público a los documentos de la Comi-
sión2 y sobre el Código de conducta relativo al acceso del público a los
documentos del Consejo y de la Comisión3. Sin embargo, la Comisión
señalaba que, de momento, ninguno de esos textos preveía una excepción
a las reglas aplicables a las oposiciones en virtud del Estatuto de los fun-
cionarios y la jurisdicción de los tribunales comunitarios.

En cuanto a la divulgación de los nombres de los miembros de los
tribunales de los concursos, la Comisión accedió a tal idea y declaró que
dichos nombres se comunicarán formalmente —y no sólo verbalmente—
a los candidatos que se presenten a futuros exámenes orales.

Con relación al acceso a las correcciones de los exámenes, la Comi-
sión estimó que ya había permitido dicho acceso al Defensor del Pueblo
en un caso en que éste había expresado su deseo de consultar su docu-
mento. El Defensor del Pueblo había tenido ocasión de inspeccionar ese
documento en las oficinas de la Comisión. El acceso se le había permiti-
do (y se le volvería a permitir en el futuro) en virtud de la tarea insti-
tucional específica que el Tratado CE confiere al Defensor del Pueblo.

Sin embargo, la Comisión seguía oponiéndose a que dicho acceso se
extendiese a los propios candidatos. La Comisión apoyaba su postura en
los argumentos que ya había expuesto en su carta de 2 de marzo de 1998,
a saber, que existe una diferencia fundamental sobre los concursos-oposi-
ción y los exámenes de otro tipo, pues en la evaluación de un candidato
que se presente a éstos se toma como punto de referencia un criterio pre-
establecido, mientras que en un concurso este criterio dependerá del con-
junto de participantes en la prueba; sólo el tribunal del concurso está en
posición de establecerlo, una vez comparados los exámenes de todos los
candidatos. Se indicaba también que la entrega a un candidato de su exa-
men corregido no le aportaría ningún beneficio, pues no tiene sentido que
una persona que no ha juzgado a los otros candidatos pueda calificar una
prueba aislada. Por último, se argumentaba también que la carga econó-
mica y administrativa derivada de la entrega de los exámenes corregidos
sería muy elevada.

La Comisión hizo hincapié en que la entrega de la copia de un examen a
su autor, tanto si estaba corregida como si no, supondría un cambio radical
respecto a las prácticas anteriores. Por lo tanto, debería considerarse de modo
más general en el contexto del Reglamento que rige la aplicación del artícu-

2 DO L 46 de 18.2.1994, p. 58.
3 DO L 340 de 31.12.1993, p. 41.
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lo 255 del Tratado CE, que ha de ser adoptado por el Consejo sobre la base
de una propuesta de la Comisión. Aún aceptando la posibilidad de introducir
el pago de tasas para cubrir los gastos derivados de la operación, dada la
importancia de la cuestión y las consecuencias que tal cambio conllevaría en
términos de recursos humanos, la Comisión, que en ese momento ya había
dimitido, consideraba que no estaba en situación de adoptar la medida suge-
rida por el Defensor del Pueblo, y trasladaba a la futura Comisión la respon-
sabilidad de dar una respuesta definitiva.

C) ANÁLISIS DE LA RESPUESTA DE LA COMISIÓN

Divulgación de los nombres de los miembros de los tribunales
de selección

El Defensor del Pueblo acoge con satisfacción la disponibilidad de la
Comisión a divulgar entre los opositores los nombres de los miembros de
los tribunales de selección. La aplicación de esta medida garantizará en
cualquier caso una mayor transparencia y dará confianza a los candidatos
que participen en oposiciones. Aunque la Comisión utiliza un lenguaje muy
formal para expresar su aceptación, el Defensor del Pueblo supone que la
institución procederá de acuerdo con sus declaraciones y divulgará los
correspondientes nombres. En base a los anteriores considerados, el De-
fensor del Pueblo no considera necesario continuar la investigación en
relación a este aspecto del asunto.

Acceso de los candidatos a la corrección de sus exámenes

El Defensor del Pueblo no conoce ninguna disposición del derecho
comunitario ni de la jurisprudencia de los Tribunales comunitarios que
impida a la Comisión permitir que un candidato que haya realizado un
examen escrito consulte la corrección del mismo. El artículo 6 del anexo
III del Estatuto de los funcionarios estipula que los procedimientos de los
tribunales de los concursos han de ser secretos. Por lo tanto, las delibera-
ciones del tribunal de selección deberán ser secretas, pero de ello no se
deduce que los candidatos que deseen consultar la corrección de sus exá-
menes no puedan hacerlo.

372



INFORME ESPECIAL DEL DEFENSOR DEL PUEBLO...

El primer argumento presentado por la Comisión para justificar su
negativa está relacionado con la naturaleza del procedimiento de contrata-
ción de personal. En opinión de la Comisión, para evaluar a los diferen-
tes candidatos los tribunales de los concursos comparan los diferentes re-
sultados del conjunto de opositores. La Comisión deduce de esto que la
posibilidad de permitir a una persona el acceso a la corrección de su exa-
men carece de utilidad, pues la persona en cuestión no habrá tenido acce-
so a las pruebas de los candidatos restantes.

Sin embargo, la posibilidad de consultar la corrección de su examen
conlleva diversas ventajas para el candidato. En primer lugar, le permite
conocer sus errores, lo que le dará la oportunidad de mejorar en el futu-
ro. En segundo lugar, refuerza su confianza en la administración. Esto es
importante, pues muchos de los candidatos insatisfechos estiman que la
corrección realizada por la Comisión no ha sido adecuada, y algunos in-
cluso creen que sus exámenes no se han corregido. En tercer lugar, un can-
didato que considere que la corrección de su examen no ha sido justa podrá
defender su posición de una manera mucho más precisa si se la ha per-
mitido. En cualquier caso, cuando un ciudadano solicita información, es
él, y no la administración, quien debe juzgar si ésta es útil.

La Comisión se refiere también a las cargas administrativas y econó-
micas derivadas de la posibilidad de permitir el acceso a los exámenes
corregidos. El Defensor del Pueblo confía en que los servicios de la Co-
misión puedan organizar el proceso de manera que los costes sean míni-
mos, teniendo en cuenta que es improbable que todos los candidatos de-
seen consultar la corrección de su examen.

La Comisión está en lo cierto al afirmar que el Defensor del Pueblo
tuvo acceso al examen corregido de un opositor que presentó una recla-
mación. En este contexto, resulta conveniente recordar que, de acuerdo con
el apartado 2 del artículo 3 de su Estatuto, todas las instituciones y órga-
nos comunitarios están «obligados a facilitar al Defensor del Pueblo las
informaciones requeridas y darle acceso a la documentación relativa al
caso». Sin embargo, la posibilidad de que el Defensor del Pueblo consul-
te un examen corregido no constituye un sustituto satisfactorio del acceso
al mismo por parte del propio candidato.

También es correcta la afirmación de la Comisión que la actividad de
los tribunales de los concursos está sujeta al control jurisdiccional de los
Tribunales comunitarios. Sin embargo, ello significa que ciertos problemas
que se podrían haber resuelto fácilmente dando al candidato acceso a la
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corrección de su examen terminarán en los tribunales. El Defensor del
Pueblo juzga que este procedimiento puede ser muy gravoso para los can-
didatos. Por otro lado, el hecho de facilitar el acceso de los candidatos a
los exámenes corregidos puede zanjar numerosos problemas con un esfuer-
zo y un tiempo mínimos.

La Comisión considera que sería más adecuado resolver la cuestión del
acceso a los exámenes corregidos en el contexto de las disposiciones de
aplicación que se adoptarán de acuerdo con el artículo 255 del Tratado
CE. Las disposiciones de aplicación podrían establecer el derecho de los
opositores a acceder a dichos documentos. Sin embargo, el Defensor del
Pueblo considera que esta posibilidad administrativa no impide que la
Comisión mejore ya sus prácticas administrativas. La cuestión es urgente
y debería resolverse lo antes posible.

El Defensor del Pueblo se muestra satisfecho por el hecho que la Co-
misión haya dejado de excluir categóricamente a futuro la posibilidad de
que los candidatos puedan consultar la corrección de sus exámenes, y tam-
bién, que hubiera propuesta que la decisión al respecto recayera sobre la
nueva Comisión. Sin embargo, el cumplimiento de los principios del De-
recho comunitario no debería depender de la composición del colegio de
Comisarios.

Tal como establece el Tratado de Amsterdam, la obligación de que el
proceso de toma de decisiones sea lo más transparente posible representa
uno de los principios fundamentales del Derecho administrativo de las
Comunidades Europeas. Además, se ha de garantizar que los ciudadanos
se formen una idea satisfactoria de las instituciones comunitarias cuando
entran en contacto por primera vez con ellas. Los ciudadanos que desean
trabajar para las Comunidades reciben una impresión muy negativa si du-
dan que se les haya evaluado de una manera justa y correcta. Para disipar
dicha duda esesencial que los candidatos puedan consultar la corrección
de sus exámenes. Esa posibilidad no interfiere con el secreto de los pro-
cedimientos de los tribunales de los concursos, pues no afecta a las de-
liberaciones que éstos mantienen para evaluar los méritos de los candi-
datos. Por estas razones, el hecho que la Comisión no modifique sus
procedimientos administrativos con el fin de ofrecer a los candidatos la
posibilidad de acceder a sus exámenes corregidos se ha de considerar como
un caso de mala administración. El Defensor del Pueblo tiene, pues, el
deber de presentar este Informe especial al Parlamento Europeo, de acuerdo
con el apartado 7 del artículo 3 de su Estatuto. El Defensor del Pueblo
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formula también la siguiente recomendación encaminada a acabar con la
mala administración.

D) RECOMENDACIÓN DEL DEFENSOR DEL PUEBLO

En las futuras oposiciones convocadas por la Comisión Europea, y a
más tardar a partir del día 1 de julio del año 2000, esta institución de-
bería permitir el acceso de los candidatos que lo soliciten a sus propias
pruebas corregidas.

Estrasburgo, el 18 de octubre de 1999.

JACOB SÓDERMAN
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Defensor del Pueblo
PUBLICACIONES

INFORME ANUAL

Balance de la actuación del Defensor del Pueblo. Su presentación ante las Cortes Ge-
nerales es preceptiva y proporciona una visión de conjunto de las relaciones de la admi-
nistración pública con el ciudadano.
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norma legal, o de adoptar nuevas medidas de carácter general.
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FUERA DE COLECCIÓN

VIH Jornadas de Coordinación entre Defensores del Pueblo (Monográfico sobre la si-
tuación de las personas de edad avanzada y la del menor) (800 ptas.).
Régimen Jurídico del Defensor del Pueblo (3.100 ptas.).
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PROFESSOR D. LUÍS SÁNCHEZ AGESTA
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